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GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN 



DE LAS 



PROVINCIAS DE ULTRAMAR. 



Lleva por objeto este opúsculo exponer breve- 
mente á la consideración del público las medidas 
acordadas por el Ministerio que presidió el señor 
Posada Herrera con relación á las provincias de 
Ultramar durante los tres meses, mejor dicho, 
94 días, en que estuvo á su cargo el Gobierno del 
Estado. 

En tan breve período no habría razón fundada 
para tener grandes exigencias respecto á trascen- 
dentales reformas de un orden social administra- 
tivo ó político, pues la índole especial, heterogé- 
nea y compleja de los múltiples y diversos ramos 
que constituyen el gobierno de nuestras provin- 
cias ultramarinas , supone necesaria preparación en 
el Ministro que haya de dictarlas. 



• 

Carezco yo de dotes para abarcar el conoci- 
miento de las materias que informan casi todo el 
gobierno en aquellas apartadas regiones, y declaro 
sincera y lealmente, que sin el estudio que me ha 
facilitado una larga permanencia en el mas alto 
cuerpo consultivo del Estado, en especial durante 
el período en que tuve la honra de presidir la Sec- 
ción de Ultramar, temeridad hubiera sido la de 
echar sobre mis débiles hombros la carga harto 
pesada del Ministerio. 

Invitado por mi antiguo y constante amigo el 
Sr. Posada Herrera, a cuyo lado he servido dis- 
tintas veces en altos puestos oficiales, para formar 
parte del Gabinete de 13 de Octubre, no podía 
yo rehusar mi pobre cooperación a persona tan 
autorizada como respetable y competente; acepté 
por eso el puesto que me confió, alentándome en 
el deseo de desempeñar bien mi cometido, la noto- 
riedad de las relevantes condiciones de mando que 
distinguen á los Gobernadores generales de las 
Antillas y del Archipiélago Filipino. 

Si nuestro programa político en la Península 
era de conciliación entre los representantes de las 
diferentes escuelas del partido liberal , que agru- 
pados hubieran podido realizar grandes reformas 
y no dar ocasión á un cambio que se juzga pre- 



maturo en la esfera del Gobierno, en Ultramar 
aquel mismo programa es a mi juicio el único sal- 
vador. Del mismo modo que nuestra antigua le- 
gislación de Indias se halla inspirada en los más 
puros y elevados sentimientos de atracción y con- 
cordia respecto de la raza indígena, y que con los 
principios y doctrina del Evaíigelio hemos exten- 
didp nuestro dominio a los dilatados países y Es- 
tados de América que hablan nuestra lengua y 
tienen nuestras costumbres, mientras que otros 
pueblos fundan la base de la colonización en el 
exterminio de la raza primitiva , así el Ministerio 
Posada Herrera se proponía en Ultramar hacer 
respetar todos los derechos, todos los intereses con 
perfecta igualdad, sin excepciones ni preferencias, 
creando dentro de la órbita legal una situación 
recta é imparcialmente española. 

¿Cómo dudar que esta política ejercida con 
suave mando, pero con la necesaria energía y de- 
cisión para refrenar abusos, extralimitaciones ó 
concupiscencias, cualquiera que sea la forma que 
revistan y el origen de donde partan , es la nece- 
saria en Cuba y Puerto Rico? Allí cual en la Pe- 
nínsula, solo deben imperar la Constitución y las 
leyes aplicadas con rectitud a todos los ciudadanos 
sin distinciones ; y si por ventura otra cosa se ere- 



yera, si alguien aspirase a ejercer torcidas ó inte- 
resadas influencias 3 los que tal pensaren han de ir 
conociendo que las autoridades superiores llama- 
das á dirigir la política están dispuestas a rechazar 
con dignidad todo género de imposiciones que a 
su libre conciencia repugnen. ¿ Es que se pretende 
gobernar con el apoyo de un solo partido y con un 
criterio político determinado? Si tal acontece, si 
las pasiones, todavía no apagadas en las distintas 
parcialidades que luchan en las provincias ultrama- 
rinas, hallaran ocasión de recrudecer su encono, 
lo vería con dolor y amarga pena : funestos fue- 
ron siempre dentro de la Península los Gobiernos 
de cierta índole, con exclusivas tendencias, según 
atestigua nuestra historia contemporánea, ¡cuan 
más pudieran serlo semejantes procedimientos en 
unas provincias lejanas, donde aún se aspira la 
atmósfera asfixiante de tantas discordias! Paz, 
conciliación, armonía: igualdad de derechos para 
todos ante la Constitución y las leyes. Tal es el 
prisma por el cual veo yo la política del Gobierno 
español en ambas Antillas. 

El bandolerismo suele aparecer con el cortejo 
de sus obligadas depredaciones á la terminación 
de las guerras civiles. La isla de Cuba, que en 
alguna parte del territorio tanto se presta á dar 



abrigo á los autores de todo género de desmanes 
y atropellos, no podía verse libre de tan funesta 
plaga, mucho más cuando se encubre con político 
antifaz. Apareció en efecto, con esta máscara, 
pero sin hacer prosélitos , y la razón de que así 
sucediera es obvia y de sencillo alcance. Aque- 
llos habitantes horriblemente castigados por las 
últimas guerras, agobiados en la actualidad bajo 
•el peso de una abrumadora crisis económica, sola- 
mente anhelan tranquilidad y orden, base funda- 
mental de los adelantos y del progreso, y habrán 
de rechazar seguramente cualquier intento de per- 
turbación como el que acaba de realizar Carlos 
Agüero. Bien es cierto, que cuando las conspira- 
ciones se fraguan y preparan á la luz del día en 
los Estados-Unidos, nuestro Gobierno se encuen- 
tra en la necesidad de dirigir enérgicas reclama- 
ciones al de aquel país para que cumpla religiosa- 
mente los deberes internacionales y cesen las com- 
placencias con los enemigos de España. 

Restablecida la paz y garantido el orden , pri- 
mer cuidado al que consagraba mi preferente so- 
licitud, sin perder de vista los manejos de los 
conspiradores ni las falsas noticias propaladas por 
los jugadores de Bolsa, peste de las modernas socie- 
dades como los llamó un célebre poeta contem- 
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poráneoy era llegado el caso de atender al despa- 
cho de los negocios por el orden que su impor- 
tancia reclamaba. 

Ninguna mayor que la relativa a la supresión 
del cepo y del grillete, abominable resto de la 
suprimida esclavitud. Conocía yo el expediente 
acerca del cual hube de emitir mi voto en sentida 
afirmativo, siempre que el Consejo de Estado ea 
pleno ó en la respectiva Sección examinó este 
asunto, y me cupo la fortuna de someter el de- 
creto suprimiendo tan odioso castigo á la aproba- 
ción y firma de S, M. en memorable día. Tuvo £ 
bien el Rey deferir con sincera y expresiva satis- 
facción a la propuesta del Ministro, y la Gaceta 
del 28 de Noviembre de 1883, aniversario del 
natalicio de S. M., será solemne y perpetuo tes- 
timonio de la alteza y justicia de los nobles senti- 
mientos del Monarca. Al Ministro que refrendó 
el decreto cabrá en todo tiempo la honra inapre- 
ciable de haberlo aconsejado. 

Requiere la supresión del cepo y el grillete ac- 
tivar con fuerte impulso el asunto relativo á la 
inmigración en la isla de Cuba, y entiendo que 
es de necesidad realizar tal propósito sin demora 
alguna, preparando los medios y recursos necesa- 
rios para hacer frente á los gastos que ocasione. 



Considero que las próximas Cortes habrán de es- 
timar tan importante como urgente para la Gran 
Antilla este servicio estrechamente relacionado 
con la desamortización civil y eclesiástica en aque- 
llas provincias. 

No menos necesario era también levantar la es- 
pecie de entredicho en que el decreto de 12 de 
Marzo de 1867 nos pusiera con los Estados -Uni- 
dos respecto al mercado de los productos de ambos 
países, que muy principalmente afecta u la indus- 
tria azucarera. Esa losa de plomo desapareció con 
lo dispuesto por el Real decreto de 26 de Di- 
ciembre último, y España quedó en plena libertad 
de tratar con el Gobierno de la Unión lo que las 
dos naciones estimasen conveniente respecto de 
sus peculiares intereses. Concertado á poco el con- 
venio comercial entre ambos países, cuyas bases, 
aparecieron en la Gaceta de 5 de Enero último, 
no era menester la aprobación de las Cortes en lo 
que al Ministerio de Ultramar se refería, pudiendo 
así regir desde el i.** de Marzo, fecha definiti- 
vamente establecida. Confiadamente es de esperar 
que este modus vivendi ha de ser en gran manera 
provechoso para los intereses de la isla de Cuba, 
como asimismo que se acelere la reforma arance- 
laria que marcha á paso de tortuga con rutinario 
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é inacabable procedimiento. Sentidas y fundadas 
quejas lanzan entendidos economistas, contra el 
Derecho de exportación ^ del cual se afirma con ver- 
dad que paraliza el comercio y concluirá por des- 
truir indefectiblemente la producción en las Anti- 
llas. Tal manera de ser en el orden económico no 
puede allí sostenerse. 

El movimiento del personal de empleados viene 
siendo en la isla de Cuba motivo de general 
preocupación y de censura constante contra el Go- 
bierno de Madrid, arma que esgrimen sus adver- 
sarios con éxito para debilitarle ante la opinión 
mermando su prestigio. Los Ministros de Ultra- 
mar , bien que se hallen animados de las más puras 
y rectas intenciones, y dotados de inflexible y espe- 
cial carácter para resistir propuestas de nombra- 
mientos que no estimen acertadas, no pueden 
siempre responder de sus actos con propia con- 
ciencia en esta materia. Las condiciones morales 
de los empleados, ó pretendientes á serlo, no se 
reflejan por lo común con suficiente claridad en 
sus respectivos expedientes, y son necesarias dis- 
posiciones especiales para prevenir los errores que 
en tan delicado asunto puedan cometerse. Con 
este objeto llevé al Consejo de Ministros el Real 
decreto de 15 de Noviembre de 1883 autorizando 
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al Gobernador general de la isla de Cuba para 
que siempre que las necesidades del servicio lo re- 
quieran, acuerde la. ^traslación de los funcionarios 
de la Administración civil ó económica á otros des- 
tinos en dichas carreras, de igual categoría, dando 
cuenta al Gobierno, 

Pensaba yo al propio tiempo activar el proyecto 
de ley de empleados, pendiente de discusión en la 
alta Cámara; pero declaro con leal franqueza que 
no tengo bastante fe en la eficacia de estos medios 
para curar de raíz el mal que todos lamentamos. 
Está en la atmósfera, es de índole social, agobia á 
todos los partidos, y se hace preciso para extirpar- 
lo, acudir pronto á más radicales procedimientos. 

La reforma del arancel y de las ordenanzas de 
Aduanas, en un sentido liberal y expansivo, sin 
miedos pueriles, ni tímidas vacilaciones es el prin- 
cipal á que enjuicio mío debe apelarse. Cortar el 
estímulo á la defraudación, removiendo las causas 
que la producen en bien del comercio y del des- 
arrollo de la riqueza ; sustituir al letal marasmo y 
angustioso estado que por anemia amenaza á Cu- 
ba, el movimiento y la vida lozana y vigorosa que 
le darían sus ricos productos, suprimiendo tra- 
bas, ligaduras y obstáculos que la enervan y de- 
bilitan , es en mi concepto tarea á que el Gobierno 
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y las Cortes deben dedicarse con urgencia. Pro- 
fundos lamentos exhalan los habitantes de Cuba 
uno y otro día con agravación creciente, respecto 
á' la situación económica de la Grande Antilla. 
Interesa activar sin demora la reforma de los 
Aranceles, y como medida de inmediata aplica- 
ción, acabar con viejas rutinas é innúmeras dilacio- 
nes en el despacho de los negocios, que secan y 
eternizan con anticuada tradición y perjudiciales 
resultados los grandemente satisfactorios que de- 
biéramos obtener imitando a otras naciones donde 
impera una progresiva y bien entendida libertad 
de comercio, que se apresuran con feliz instinto 
á remover los obstáculos que afectan ó pueden 
afectar al desarrollo de la producción y de la ri- 
queza en sus variadas manifestaciones. 

Se abate el ánimo de tristeza al leer en nuestra 
legislación ultramarina de fines del siglo pasado y 
comienzos del presente, el espíritu que informa á 
los Reales decretos de los Reyes absolutos, dicta- 
dos acerca de esta materia. Las gracias, franquicias 
y exenciones con que se fomentaban los más pre- 
ciados ramos de la producción, y los estímulos 
con que se alentaba y favorecía el comercio de 
importación y exportación, coleccionados están 
como patente testimonio del espíritu, tendencia y 
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£iies a que se dirigían. A ellos se debe el estado 
próspero y floreciente que ostentó en aquellos tiem- 
pos nuestra rica y codiciada Antilla, verdadera 
perla del Seno Mejicano. Si más tarde, desgarra- 
doras y cruentas guerras civiles vinieron a cubrir 
sus hermosos campos de luto y desolación, ¿por 
qué restablecida la paz no hemos de apresurarnos 
á borrar Jas huellas de tantas desgracias, alentando 
la producción, la industria y el comercio, volvien- 
do la vista en el orden económico al sistema prac- 
ticado con éxito brillante en anteriores épocas? 

Al Gobierno central, corresponde en primer 
término dotar la isla de una legislación adecuada, 
á fin de que todas las fuerzas productoras puedan 
desenvolverse sin trabas ni cortapisas, reduciendo 
el impuesto a tipos módicos dentro de la riqueza 
contribuyente, para que pueda atenderse á los 
gastos reproductivos; pero no ha de olvidarse que 
el presupuesto nacional por causas y desgracias 
bien conocidas, sólo hasta cierto límite podra ir 
en auxilio de la isla de Cuba para levantar sus 
obligaciones ordinarias: harto ha probado ya al 
mundo lo que puede y sabe hacer nuestro país 
en todo género de sacrificios, cuando ve su honra 
comprometida ó la integridad del territorio ame- 
nazada* 
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Otra cuestión se agita de presente en la Grande 
Antilla : el pago de la deuda local; acerca de este 
punto dejaré hablar al Sr. Armas (D. Francisco), 
que en un opúsculo titulado Régimert político de 
las Antillas Españolas, publicado en i 882 dice lo 
siguiente: (pág. 163). 

((El Tesoro general de la Nación no puede 
)) hacerse cargo de las atenciones de Cuba y Puerto- 
D Rico, y mucho menos de la deuda inmensa que 
» sobre Cuba pesa. Deliran los que tal preten- 
3) den ó piden inconscientemente lo que no puede 
» otorgárseles, lo que equivaldría quizás á la ban- 
))carrota pública. Las condiciones económicas del 
D Tesoro nacional , se hallan tan sobrecargadas de 
5) embarazos y dificultades, que no es posible 
D aumentar egresos, ni aun bajo el concepto de 
Día asimilación de las provincias ultramarinas. 
dEI patriotismo nos veda semejante aspiración, 
))que chocaría con una imposibilidad absoluta* 
D Tampoco á Cuba conviene la confusión de am- 
ibos Tesoros. Parecerá paradójica esta proposi- 
3) ción ; pero á poco que se reflexione se advertirá 
D que nuestro interés primordial, consiste en que 
3) todos los servicios públicos referentes á Cuba, 
)) sean tan puntual y regularmente atendidos como 
3>sea posible. Ahora bien: si á la deuda del Te- 
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)>soro en la Península se le agregan los 130 ó 
)) 1 50.ooo.ocx) de pesos que constituyen la llamada 
^ deuda de Cuba ; y si á los gastos del presupuesto 
)) de la Península, se unen los gastos de Cuba, con 
)) inclusión de la Sección de Guerra, el presupuesto 
)) único se hallaría excesivamente recargado, y a 
» la corta ó á la larga llevaría á la Nación, cuando 
))no á la bancarrota real y efectiva, á lo menos á 
)) insuperables complicaciones y a dificultades fi- 
))nancieras.)) 

Y ya que examino el presupuesto de gastos de 
Cuba, me ocurre preguntar: ¿Cuál puede ser la 
cifra á que alcance el de la isla a fin de cubrir sus 
atenciones con cierta holgura, sin lastimar el capi- 
tal? Apreciaba en 25.000.000 de pesos el Sr. Armas 
esta cifra en 1882, y de cierto la situación econó- 
mica no ha mejorado desde entonces ; antes es más 
difícil y precaria. Desconozco la liquidación defi- 
nitiva de los últimos presupuestos ; pero sostengo 
con firmeza la imperiosa necesidad de introducir 
radicales reformas en la organización de los gastos 
que pesan sobre la Grande Antilla. Los departa- 
mentos de Guerra y Marina requieren con presu- 
rosa urgencia grandes y sustanciales reformas: 
simplifíquese la Administración en todos sus ramos 
y esferas, aplicando fino escalpelo á la reducción 
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de los gastos, y moralícense los servicios con 
crupuloso criterio. Haya valentía y decisión en 
este camino, fortaleza de carácter bastante para 
saber resistir lo que no fuere justo ó conveniente, 
y la isla de Cuba sentirá muy luego los buenos re- 
sultados de esta política. 

Entonces, cuando los presupuestos aparezcan 
equilibrados (y es el actual momento ocasión 
oportuna para realizarlo), cuando el de ingresos 
cuente con recursos de efectiva recaudación, de 
modo que puedan satisfacerse puntualmente todas 
las obligaciones, entrará la Hacienda cubana en 
situación normal , y será llegado el caso de pensar 
en la rescisión del contrato que con la hipoteca 
más valiosa de las rentas, aflige, abruma y apre- 
mia el exhausto Tesoro de la Isla, que con urgen- 
cia ha menester salvadora liberación. 

Antes de pasar á otro asunto, diré algo de lo 
que afecta á la organización interior de los par- 
tidos políticos en la isla de Cuba. 

Omito hablar de los partidarios del antiguo 
régimen colonial: conserven ó no íntegras sus 
antiguas doctrinas, mantengan ó dejen de mante- 
ner incólumes sus principios de otros tiempos, la 
verdad es que estos principios como aquellas doc- 
trinas, han sufrido una fundamental transforma- 
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ción, y que la sociedad actual cubana es en la 
esencia totalmente distinta de la que como colonia 
fué conocida. 

Pero he de convenir en que con sujeción á la 
legalidad vigente, pueden luchar y luchan llevan- 
do al frente de agrupaciones más ó menos nume- 
rosas, jefes distinguidos, elocuentes oradores, es- 
tadistas de gran valía que sostienen en el Parla- 
mento con gran lucidez las causas de sus respecti- 
vas enseñas. 

Aludo a los partidos que allí discuten con 
vigor ( yo quisiera que en las islas fuese siempre 
con templanza); el que aboga por la autonomía, 
y el llamado de unión constitucional ó asimilista. 

Vigente en las Antillas la Constitución de la 
Monarquía Española, como lo está en la Penín- 
sula, á las Cortes, donde toman asiento los Sena- 
dores y Diputados antillanos, corresponde discutir 
y votar las leyes especiales y las reformas que es^^ 
timen oportunas, para atender las necesidades de 
Cuba y Puerto-Rico. Delicada misión es la de 
los poderes públicos en el examen y ponderación 
de las fuerzas que combaten en el Parlamento; 
rehusar sistemáticamente todo adelanto y progre- 
so que impongan el curso ordinario de los tiem- 
pos y las exigencias de la civilización fuera insigne 
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torpeza. Las mejoras se toman de todos sin dis- 
tinción de escuela ni de partidos. 

Progresar y reformar con discreción en todos los 
ramos del Gobierno, comenzando en la actualidad 
por lo que al sistema económico concierne, y esta 
con decisión y entereza; tal es mi opinión, siquiera 
se me llame ecléctico ó se me regale otro califica- 
tivo que estoy dispuesto a oir hasta con seráfica 
resignación. 

Es la situación económica de la isla de Puerto- 
Rico relativamente más bonancible. Hallábase 
pendiente á mi salida del Ministerio la cuestión 
monetaria que pedía ya en aquella fecha inmediata 
solución : la buscaba yo con ahinco procurando el 
acierto, y quizá la hubiese alcanzado en breve; 
porque es bien sabido que la tramitación fatigosa 
del expedienteo en nuestro país, puede abreviarse 
mucho sin dejar de ser completa en los puntos sus- 
tanciales, cuando un Ministro no pierde de vista ni 
olvida un negocio con la firme decisión de darle 
cabo en corto plazo. Pero aunque los jalones que 
tenía yo establecidos para correr pronto el camino, 
sin extravíos ni vacilaciones, me dejaban entrever 
la esperanza de conseguirlo, los días de nuestra 
existencia ministerial eran contados y el expediente 
exigía mayor espera. Así quedó el asunto, deseo- 
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nociendo yo el estado en que actualmente se en- 
cuentra» 

Si en mejora tan importante no me ha sido 
dable prestar á la pequeña Antilla él servicio que 
vivamente anhelaba, mis deseos de atender los 
de interés para la isla eran ya conocidos. 

Aludo al telegrama del 22 de Octubre último, 
(el 13 había tomado posesión del Ministerio) 
autorizando al Gobernador general para plantear 
provisionalmente la escuela . profesional de artes y 
oficios con sujeción al crédito presupuesto, noticia 
que con inmenso júbilo fué recibida por todas las 
clases sociales, según puede verse en los apéndices 
de la parte oficial. 

Y como á la par de la instrucción pública, sea 
no menos conveniente fomentar los intereses ma- 
teriales en todas sus esferas, informado cuidadosa- 
mente del estado de los negocios á este punto 
referentes, cuidé con vivo empeño de publicar 
el plan general de caminos vecinales en Cuba, y 
activar la ejecución de las obras en Puerto-Rico, 
con el propósito de dar fuerte impulso á servicio 
tan importante, dotándole previamente del per- 
sonal facultativo necesario, cosa no del todo expe- 
dita por efecto de especiales circunstancias. 

Por lo demás, en honor de la pequeña Antilla 
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debo hacer constar que se encuentra allí en situa- 
ción relativamente satisfactoria el ramo de la ins- 
trucción pública, y que de los 69 Ayuntamientos 
que comprende la isla, 46 pagan con puntualidad 
la dotación a los maestros, habiéndose adoptado 
recientemente enérgicas disposiciones por la Ad- 
ministración superior para que los demás lo reali- 
cen sin demora. Esta actitud del Gobernador ge- 
neral ha sido acogida con unánime aplauso por la 
opinión pública y me congratulo en consignarla. 

Deja bastante que desear en la isla de Cuba 
tan importante ramo, y mucho interesa también 
establecer sobre sólidas bases la Contabilidad 
Municipal, garantía indispensable de una orde- 
nada administración. Nunca encareceré bastante 
la necesidad de atender este asunto con urgente 
preferencia. 

Tampoco he descuidado la legislación antillana 
en cuanto se refiere á los servicios cuya organiza- 
ción corresponde en la Península al Ministerio de 
Gracia y Justicia. 

Organicé los Juzgados municipales, faltos 
hasta entonces de fiscales, y servidos gratuitamente, 
siendo muy de notar, por lo significativo del caso, 
que todas las personas de arraigo procuraban 
eludir el desempeño de tales funciones ; y á esta 
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primera disposición que formaba parte de un plan 
completo, hubieran seguido, en el trascurso de 
pocos meses otras encaminadas á establecer en 
Cuba y Puerto- Rico el juicio oral y público en lo 
criminal, como base para la aplicación inmediata 
del Jurado, á reformar el Código penal, y á sim- 
plificar el procedimiento civil evitando inútiles 
dispendios, bien sometiendo muchos juicios a trá- 
mites análogos á los del verbal , bien dando nueva 
organización á los Tribunales, con lo que habrían 
de obtenerse notables ventajas, especialmente en 
los negocios mercantiles. Tuve la honra de leer en 
la sesión del Congreso de Diputados de i o de 
Enero un proyecto de modificación de la ley hipo- 
tecaria, que, como puede verse en otro lugar de 
este folleto, mejora por notable modo la vigente 
en la Península ; y por último , comprendiendo 
que la institución del Registro civil es necesaria é 
indispensable en nuestras provincias de América 
por la diversidad de religiones y nacionalidades á 
que pertenecen sus habitantes, y por las trasfor- 
maciones que en una gran parte de la población 
vienen operando las leyes de abolición de la escla- 
vitud, hube de hacer uso del precepto que contiene 
el art. 89 de la Constitución del Estado, y abrigo 
el convencimiento de que he purgado la ley de 
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iSyo de los inconvenientes y dificultades que es- 
terilizaron sus disposiciones. 

En todo tiempo el gobierno^ régimen y admi- 
nistración del archipiélago filipino, por su grande 
importancia, han debido ser objeto de la más viva 
solicitud para la Metrópoli, y deben serlo con 
mucha mayor razón en el día, supuesta la situa- 
ción geográfica que ocupa aquel territorio, y los 
propósitos que se atribuyen á otras naciones del 
Viejo y Nuevo Mundo. No puede el Gobierno 
español descuidar ni menos desatender lo que al 
progreso de las Islas Filipinas atañe en el orden 
moral y material ; la civilización moderna se desen- 
vuelve con enérgico impulso, y trasforma los pue- 
blos con celeridad pasmosa. 

A este fin se pensó hace algunos años (1870), 
en organizar un nuevo sistema administrativo para 
el Archipiélago; pero lo complejo y grave del 
asunto, y los sucesos políticos que con vertiginosa 
rapidez ocurrieron después, fueron causa de que 
el proyecto se hubiese paralizado, con visible per- 
juicio de nuestras provincias de la Oceanía. Lla- 
mado á informar el Consejo de Estado acerca del 
asunto en época más reciente, la Sección de Ul- 
tramar de aquel alto Cuerpo, que tenía yo la honra 
de presidir, consagró con decisión y perseverancia 
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un estudio profundo á tan grave y delicado nego- 
cio que abarcaba la administración civil, provin- 
cial y municipal, la división judicial^ y en conjun- 
to, la del territorio. Cuando la Sección del Con- 
sejo iba á terminar su cometido para llevarlo a 
la aprobación del Pleno, y tenía redactado casi 
todo el articulado de la ley municipal que consi- 
deraba de primera importancia, procediendo con 
prudencia exquisita y para que nunca pudiera de- 
cirse que el expediente carecía de datos sustan- 
ciales, formuló en bases concretas los proyectos de 
las referidas leyes, para que acerca de ellas emitiera 
el Grobernador general de Filipinas su ilustrado 
informe, oyendo previamente el de las autorida- 
deSj corporaciones y centros oficiales ó particula- 
res que estimase conveniente. 

Mis compañeros de la Sección de Ultramar, 
Sres. Magaz, García Rizo y Santos acreditaron 
exquisita inteligencia y celo en los trabajos extraor- 
dinarios que para redactar los informes é interro- 
gatorios aludidos hicimos. 

Por el telégrafo y en el mes de Diciembre, tras- 
mití al señor Gobernador general de Filipinas, 
algunas de las bases anteriormente acordadas por 
la Sección de Ultramar del Consejo de Estado, en 
especial las concernientes á la organización pro- 
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vincial y judicial, y grande fué mi satisfacción al 
leer en la Gaceta de Manila^ correspondiente al 6 
de Enero último, las acertadas disposiciones del 
señor General Jovellar, secundando con inteli- 
gencia y gran pericia los deseos del Gobierno para 
plantear á la brevedad posible una reforma que 
ha de ser trascendental por su influencia benéfica 
en todos los ramos de la Administración. Reciba 
el señor General por ello el testimonio de mis sin 
ceros plácemes : abrigo el convencimiento de que 
su nombre ha de recordarlo siempre con encomio 
el Archipiélago filipino. (Apéndice de la parte 
oficial.) 

Al tiempo que el régimen administrativo de las 
islas, interesa mejorar el económico: el conocido 
tributo y genuina reminiscencia y legítima expre- 
sión de la índole del impuesto en la época del 
descubrimiento del Archipiélago, está llamado á 
desaparecer oportunamente, cuando el país sin 
violencia vaya entrando en condiciones de regirse 
por el sistema tributario de los pueblos moder- 
nos, é igual sucede respecto al arbitrio local de 
polos y servicios que viene á ser en la esencia la 
antigua corvea en la Edad Media. 

A ese fin tiende el impuesto de las cédulas per- 
sonales con gran detenimiento estudiado en los 



centros superiores de Madrid, y que espero ha 
de tener el éxito que se desea, confiados como 
están su ejecución y planteamiento á las celosas au- 
toridades que se hallan al frente de aquellas islas. 
Cuando esto se haya conseguido, y se obtengan 
beneficiosos frutos de los decretos de 1878 crean- 
do los impuestos directos sobre las manifestaciones 
de la riqueza en sus diferentes ramos, que requie- 
ren la base de una aceptable estadística, podrán 
irse mejorando todos los servicios y atendiendo 
en mayor escala á los gastos reproductivos, tan 
necesarios en aquel país para la facilidad de las 
comunicaciones y trasportes, y para el fomento de 
tantos elementos de prosperidad como encierra su 
fecundo suela 

Es allí deficiente, á mi entender, la adminis- 
tración de justicia, y considero indispensable la 
reforma, comenzando por la división judicial en 
sus diferentes categorías. Importa mucho fijar la 
atención en este servicio : es la base de todos los 
demás y cimiento sobre que descansa el orden pú- 
blico en sus diversas manifestaciones. Donde im- 
pera la justicia y con rapidez se administra, ga- 
rantizados están todos los derechos civiles y polí- 
ticos. 

Pero tampoco puede descuidarse lo que afecta 
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al régimen económico administrativo. Sin destruir 
los antiguos elementos que en el día constituyen 
las corporaciones populares, es ya necesario^ en 
materia tan importante, progresar conservando^ 
y para ello dar vida propia al Municipio y á la 
provincia sobre sólidos fundamentos, sin olvidar 
la tradición y la historia. 

Hácese precisa la descentralización de los fon- 
dos públicos, según sus orígenes; que no podran 
vivir vida propia y robusta el Municipio y la pro- 
vincia si no rigen y administran los fondos que 
respectivamente les pertenecen. Mas esta reforma 
debe plantearse con exquisita previsión, después 
de crear un cuerpo de contadores periciales con 
título que acredite, previo examen, su aptitud é 
idoneidad, sin descuidar los informes v noticias 
que á sus condiciones morales afecten, y con ga- 
rantías eficaces que respondan de su honrada 
gestión. 

Una sencilla, fácil y expedita contabilidad, 
es á mi entender la rueda principal de que debe 
cuidarse con absoluta preferencia el Gobierno Su- 
perior. Sin ella no podrá haber orden, regulari- 
dad ni concierto en tan interesante y vital servi- 
cio; sin ella carecerán los pueblos de los medios 
necesarios para conocer y apreciar la legítima in- 
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versión de los caudales que ingresan en las arcas 
públicas. 

Al llegar á este punto, surge naturalmente la 
conveniencia de examinar si la parte del proyecto 
de la ley municipal que se refiere a la organiza- 
ción y atribuciones de los Secretarios de Ayun- 
tamiento debiera anteponerse al conjunto de la 
misma, planteando en seguida el título correspon- 
diente que vendrá á ser como la base y sólido 
fundamento del nuevo edificio administrativo. 

En estudio se halla la cuestión en Manila : lo 
estuvo ya en algunos centros superiores de Ma- 
drid; la juzgo de gran alcance por sus resultados; 
y si los nombramientos de Secretarios han de re- 
caer en personas de aptitud reconocida, probada 
honradez y adhesión sin tacha á los poderes cons- 
tituidos, la solución en sentido afirmativo parece 
oportuna y procedente. Asuntos son estos que 
entrañan exquisito tacto de gobierno; pero tienen 
la garantía de estar confiada actualmente su eje- 
cución en las islas Filipinas a una dignísima per- 
sona, tan elevada en la jerarquía militar como de 
recto é ilustrado criterio en materias de Adminis- 
tración civil; por eso mi parecer se asocia de me- 
jor grado al indicado pensamiento. 

El Directorcillo que desempeña multitud de ne- 
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gocios de diversa índole, privativos del Munici^ 
pió indígena, nombrado por la primera autoridad 
local, debe ser sustituido en breve por el Secretario 
del Ayuntamiento que reúna las condiciones ex- 
puestas; CARDINAL reforma de suma trascenden- 
cia en el progreso de la administración municipal. 

Si el asunto de la inmigración en la isla de Cuba 
reviste la ^importancia que dejo expuesta, no es 
menos necesario tenerlo en memoria cuando se 
trata del Archipiélago filipino. Presiento la nece- 
sidad de vigorizar allí la fuerza del patrio espíri- 
tu, y bien que sean inmensos los servicios que 
prestan y han prestado en este concepto los insti- 
tutos y órdenes religiosos, no puede desconocerse 
que las sociedades modernas marchan por los sen- 
deros que mejor cuadran á sus miras políticas ó 
de privativo interés, y que en tal concepto nues- 
tra nación debe estar preparada para ocurrir en 
todo evento a cualquier conflicto, según los me- 
dios de que pueda disponer. Por desgracia los 
presupuestos carecen de los arbitrios que son 
precisos para atender a cuanto exige en el terreno 
material la defensa de las islas, y esta considera- 
ción nos impone el estrecho deber de aumentar, 
dentro de ellas, la fuerza del sentimiento nacional. 

Hay en la población del Archipiélago diversas 
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razas con el número de habitantes que acusan las 
estadísticas, y conocido es el de los españoles que 
allí residen. Las ideas, los sentimientos, las ten- 
dencias en el orden moral y político, no pueden 
tener la unidad apetecida, y de ahí la convenien- 
cia de sostener la inclinación del indio indígena, 
estrecha y cordialmente adherida á la nacionalidad 
española. Según mis noticias, en el Ministerio de 
la Gobernación debe de existir un expediente re- 
lacionado con el establecimiento de penitenciarías 
en el Archipiélago filipino: el asunto requiere 
meditado examen y que se reúnan cuantos datos y 
noticias puedan suministrar las autoridades supe- 
riores que residen en Manila, y los Centros consul- 
tivos que han de informar al Gobierno en Madrid. 
Bien sé yo que importa disminuir la numerosa 
población de nuestros actuales presidios; pero ha 
de realizarse con prolijo esmero semejante mejora, 
que bien estudiada acaso por lo que á los estable- 
cimientos penitenciarios de la Península y África 
concierne, quizás no lo está de igual modo en 
cuanto al Archipiélago filipino se refiere. Si tales 
establecimientos han de situarse en puntos deter- 
minados que llenen cumplidamente su objeto, 
donde no haya contacto peligroso con los indíge- 
nas; si ha de apreciarse la calidad de las conde- 
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ñas, y adoptarse cuantas disposiciones reclama la 
prudencia, garantía del acierto, acordando los 
medios indispensables para llevar a término con 
éxito seguro la reforma penitenciaria tanto en la 
Península como en Ultramar, preciso es que se 
verifique un detenido estudio cual reclama asunto 
de tan señalada importancia. 

Y no es menos interesante resolver si la inmi- 
gración ha de realizarse por empresas ó socieda* 
des particulares; mas antes de examinar esta ma- 
teria en su respectivo capítulo, que envuelve una 
de las principales y preferentes atenciones del 
Gobierno central, no puedo resistir al deseo de 
que mis lectores conozcan la opinión de un dis- 
tinguido estadista inglés Sir Jhon Bowring (i), 
que discurriendo sobre la población de las islas 
Filipinas, escribe estos notabilísimos párrafos co- 
mentando con aplicación al Archipiélago la tan 
sabida doctrina de Malthus. 

«¡Cuántas veces pasando por entre las muchas 
islas del Archipiélago filipino se presentaron ante 
mis ojos la sombra de Malthus y los terroríficos 
fantasmas de su filosofía ! De esas risueñas comar- 



(i) Una visita á las islas filipinas. Manila, ¡mp. de Ra- 
mírez y Girardier, 1877. 
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cas rodeadas por el mar, ¡cuántas hay que no ha 
hollado todavía el pie del activo europeo! ¡Cuan 
pocas han sido bien exploradas y menos aún se 
hallan habitadas por razas conocedoras del poder 
creador del trabajo! Y sin embargo, allí están 
cubiertas de espléndida vegetación, encerrando te- 
soros de minerales en su seno y una gigantesca 
fuerza productiva en la superficie, ofreciendo la 
variedad de climas inherentes a las planicies y 
á las montañas, regadas con fecundantes lluvias, 
iluminadas por el hermoso sol de los trópicos 
para madurar los frutos, surcadas por ríos y ca- 
nales naturales para conducirlos, teniendo puertos 
para los buques, ofreciendo alicientes á todas las 
aventuras industriales, y sin más población que 
cinco ó seis millones de habitantes, cuando pueden 
sustentar diez veces más, sin perjuicio de ofre- 
cer al mundo sobrantes sin medida de sus frutos.> 
Dejo expuesto lo que pude hacer durante los 
tres meses en que tuve á mi cargo el Ministerio 
de Ultramar, y los puntos de vista que tenía 
acerca de otras cuestiones palpitantes que están 
sobre el tapete. Si el tiempo material no me ha 
permitido más, será porque el bien del país así lo 
exija, y yo deba ser el primero en reconocerlo. 
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SUPRESIÓN DEL CEPO Y EL GRILLETE. 



A pesar de serme muy conocido en su esencia y por- 
menores el expediente respectivo que venía completo y 
hasta saturado de cuantos datos, informes, consultas y 
antecedentes acumulados durante una prolongada in- 
formación podía exigir el más recalcitrante esclavista, 
antes de resolverlo de una manera definitiva, juzgué 
oportuno oir el dictamen del Gobernador general, se- 
^or Castillo, que en efecto se recibió con oportunidad 
^n el mes de Noviembre último. Antigua y arraigada 
era mi convicción acerca de la necesidad inmediata y 
«rgente de suprimir tales castigos, especialmente desde 
-que, el cumplimiento de un deber imperioso y sagrado 
por la índole del asunto, me obligaba á hacer de esta 
materia detenido estudio ; así es que cuando hubo de 
discutirse en el Consejo de Estado en pleno ó en la sec- 
ción de Ultramar, nunca vaciló mi espíritu en la ma- 
nera de apreciar este gravísimo asunto, de lo cual 
pueden dar solemne testimonio las actas de sesiones de 
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aquel elevado Cuerpo consultivo en los años de i88a 
y 1882, Pero nunca imaginé que me estuviera reser- 
vado como altísimo favor providencial, decretar la 
supresión de los expresados castigos, previo acuerdo de 
mis compañeros en Consejo de Ministros, y llevarlo á la 
superior aprobación de S. M. el Rey en señalado día. 

Aunque con mucha concisión y sobriedad, que no he 
de ser molesto tratando una cuestión tan vieja y de* 
batida, no me creo sin embargo relevado de exponer 
algunas consideraciones en apoyo del decreto de 28 de 
Noviembre. Las leyes de abolición de la esclavitud en 
la isla de Cuba, sobre todo la de 13 de Febrero de 1880, 
rechazan por su espíritu y letra la aplicación de unas 
penas que no se compadecen con el grado de cultura de 
la presente civilización, ni con los adelantos, progresa 
y suavidad de las costumbres , ni con los admitidos y 
generales principios del derecho, ni con las reglas y 
preceptos más elementales de los códigos políticos mo- 
dernos* 

La cuestión legal puede condensarse en breves frases» 

El art. 14 de la ley de 13 de Febrero de 1880, esta- 
blece lo siguiente: 

«Los patronos no podrán imponer á los patrocina- 
dos, ni aim bajo el pretexto de mantener el régimenr 
del trabajo dentro de las fincas, el castigo corporal 
prohibido por el párrafo 2.^ del art. 21 de la ley de 4. 
de Julio de 1870. Tendrán, sin embargo, las facultades 
coercitivas y disciplinarias que determine el regíame n-^ 
to, el cual contendrá á la vez las reglas necesarias para 
asegurar el trabajo y el ejercicio moderado de aquella 
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facultad. Podrán también los patronos disminuir los 
extipendios mensuales proporcionalmente á la falta de 
trabajo del retribuido, según los casos y en la forma 
que el reglamento fije.» 

Los artículos 35 y 36 del reglamento publicado para 
la ejecución de la misma ley en la Habana en 27 de Ju- 
lio del propio año, prescriben : 

«Art. 35, Los patronos no podrán imponer á los 
patrocinados, ni aun bajo el pretexto de mantener el 
régimen del trabajo dentro de las fincas, el castigo cor- 
poral prohibido por el párrafo 2.° del art. 21 de la ley 
de 4 de Julio de 1870. Tendrán , sin embargo, faculta- 
des co^citivas y disciplinarias, en la forma que deter- 
mina este reglamento. 

i»Art. 36. Se considerarán de tres clases las faltas 
de los patrocinados que puedan ser castigadas por los 
patronos, á saber: leves, menos leves, y graves. 

» Serán leves las siguientes: 

»La resistencia pasiva al trabajo cuando fuere uni- 
personal; el mal servicio ; la salida de la casa ó de la 
fiiica sin permiso del patrono ó su representante ; las 
querellas ó discordias con otros sirvientes ; la falta de 
respeto ó de obediencia al patrono , al representante ó 
familiares, y cualquier otro hecho análogo á los expre- 
sados. 

» Serán faltas menos leves: 
- »La repetición de las leves: la fuga de la casa ó finca 
por término que no exceda de cuatro días; la desobe- 
diencia grave ó perturbación en el orden del trabajo á 
que está consagrado, ú otra de igual índole. 
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»Se entenderá por faltas graves: 

»La falta de enmienda en el patrocinado; las injurias 
al patrono, sus representantes ó familiares; la fuga que 
excediese de cuatro días, no pasando de dos semanas; 
el dar consejo á los otros trabajadores para que se re- 
sistan al trabajo, para que no cumplan con sus deberes 
ó para que practiquen ó dejen de practicar algún otro 
acto que amenace con una perturbación en el orden 
interior de la ñnca ó establecimiento, de las previstas 
en el art. 48. 

»Las faltas leves podrán ser castigadas con cepo du- 
rante uno á cuatro días. 

»Las menos leves con igual corrección de uno á 
ocho días. 

«Finalmente, las faltas graves podrán ser castigadas 
con cepo y grillete durante uno á doce días, quedando 
los patronos facultados para duplicar este plazo, si no 
se notare enmienda en el patrocinado. 

•Los patronos podrán igualmente disminuir el exti- 
pendio mensual de los patrocinados en proporción al 
tiempo que estos dejasen de trabajar por hallarse su- 
friendo castigo; pero, si hicieren uso de ese derecho, 
deberán dar el oportuno conocimiento á la Junta res- 
pectiva.» 

Ahora bien; en vista de tales disposiciones, surgen 
naturalmente las preguntas siguientes: 

¿Han podido mantenerse en Cuba dentro de la lega- 
lidad vigente, los castigos del cepo y el grillete? 

¿Era lícito por Ventura que en virtud de una medida 
de índole reglamentaria y meramente gubernativa si- 
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guiera rigiendo en aquella isla semejante penalidad? 

¿Acaso esta se ajusta ni tampoco interpreta en poco 
ni en mucho el precepto del art. 14 de la ley de 13 de 
Febrero anteriormente citado? 

¿Se podían sostener tales castigos estando en vigor 
en la isla de Cuba la Constitución del Estado? 

Mi parecer es resuelta y decididamente negativo á to- 
das y cada una de estas preguntas. 

El Ministerio de 13 de Octubre encontró ese estado 
social en la grande Antilla : á nadie acusa ni siquiera 
censura por ello; antes bien, respetando todas las opi- 
niones, solamente he de decir que siendo la mía de an- 
tiguo muy arraigada y oficialmente conocida, fuera dé- 
bil flaqueza de ánimo , ó flagrante contradicción el no 
resolver el Ministro como pensaba el Consejero que 
apoyaba las consultas elevadas al Gobierno en el indi- 
dado sentido con firme decisión y profundo convenci- 
miento. La bandera del Gabinete presidido por el se- 
ñor Posada Herrera, que llevaba por lema la de atraer 
y conciliar todas las opiniones del partido liberal , no 
podía ni debía, permitir que los más sagrados derechos 
de la personalidad hiunana pudieran ser hollados como' 
en otros tiempos. 

El art. 2.° del decreto de 28 de Noviembre último, 
que faculta á los patronos para castigar las faltas de 
los patrocinados con la disminución de los estipendios 
mensuales proporcionalmente á la calidad de la falta 
hasta el límite del importe de los jornales de un mes, 6 
con encierro ó aislamiento en las horas y días de des- 
canso por un plazo máximo de veinticuatro horas, ha 
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sido objeto de dudas acerca de su inteligencia, y aun 
se me expuso la necesidad de ñjar el genuino sentido 
de dicho artículo, á fin de evitar abusos y torcidas in- 
terpretaciones. 

Si con im'parcial criterio se aprecia la disposición que 
analizo, no parece que haya podido surgir en la prácti- 
ca la precisión de aclarar aquel artículo ni de elevar 
consultas al Gobierno con tal motivo. No sé que esto 
suceda ; pero si me equivoco , y los acuerdos de las 
autoridades y juntas locales no hubiesen alcanzado á 
dar la justa y equitativa significación á una medida 
puramente de carácter disciplinario, hay que observar 
que el jornal del patrocinado constituye propiedad 
sagrada garantida y respetada por la ley, que toda 
violación contra este principio lo es también contra 
los más rudimentarios del derecho y la justicia, y 
que de no inspirarse en estas ideas, se va derecha- 
mente por el camino de las más censurables arbitra- 
riedades. 

Es además conocida regla en la legislación antigua y 
moderna, que, si acerca del derecho que regula la li- 
bertad individual, surgen dudas que afectan nada me- 
nos que á la emancipación del esclavo, deben resol- 
verse siempre en favor del liberto. Cuando el antiguo 
derecho romano y el patrio español consignan este 
principio, ¿es posible siquiera que los textos explíci- 
tos de los códigos modernos que tanto amparan el de- 
recho de propiedad, que los de las Constituciones fun- 
damentales, en lo que atañe á la personalidad humana 
(y es de recordar que en Cuba rige la vigente en la Pe- 
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nínsula), puedan recibir tortura con infracción de los 
preceptos que regulan los derechos individuales? 

Me parecen tan fuertes estas observaciones que re- 
:sisten á toda sofística argumentación. 

A pesar de lo mandado por el art. 21 de la ley dé 
abolición de la esclavitud de 4 de Julio de 1870; de 
lo que proponía el Sr. Albacete en el art, 16 de su 
proyecto de ley; de lo que prescribe el art. 14 de la 
ley mencionada de 13 de Febrero; del informe del 
Consejo de Administración de la isla de Cuba, y de 
otros muchos documentos que pudiera citar, to- 
davía el cepo y el grillete permanecían en pie con 
sus formas repugnantes y odiosas tradiciones, auto- 
rizados por el reglamento pubUcado en la Habana 
en 27 de Julio de i88o« Es de notar que al prestarle el 
Gobierno su aprobación, la encabeza de Real orden 
del modo siguiente: S^ M. el Rey, oído el Consejo de 
Bstado en pleno, etc. Significa esta fórmula que el 
más autorizado cuerpo del Estado no asentía en abso- 
luto, ni prestaba su conformidad en un extremo sus* 
tancial al reglamento que se le consultaba, el cual hubo 
de plantearse en Cuba , separándose el Gobierno del 
dictamen del Consejo. Tal inteligencia tiene el precep- 
to del art. 65 de la ley orgánica de la citada corpora- 
ción, la cual no estimando con efecto que pudieran sub< 
sistir los castigos del cepo y grillete, rectamente inter- 
pretadas las leyes de abolición de la esclavitud, con- 
cluyó por formular nueva redacción al art. 36 del 
reglamento en que tales castigos se conservaban. 

Nuevamente (Julio de 1882) se ocupó dicho alto 
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Cuerpo en el asunto al contestar otras consultas del 
gobernador general de Cuba, sobre la aplicación do 
aquellas leyes, y nuevamente reiteró por unanimidad 
su opinión tan resuelta y categórica como enérgica y 
expresiva respecto á la inmediata desaparición de los 
castigos del cepo y el grillete. 

Y si con tales antecedentes se pasa á examinar la 
cuestión en su sentido doctrinal y jurídico, ¿por ven- 
tura los castigos de que se trata son las correcciones 
disciplinarias únicas que autoriza el tantas veces citada 
art. 14 de la ley de 13 de Febrero de 1880? ¿Secompa* 
decen con las disposiciones consignadas en el título 9.** 
de la Constitución vigente en Cuba? En manera algunar 
el sentido común lo contesta, y debe aconsejarse á la^ 
autoridades y juntas locales de libertos, no solamente 
que cumplan las obligaciones que les impone el art. lo 
de su reglamento, sino también, y con viva solicitud, 
las que se derivan de la fiel observancia del decreto 
de 28 de Noviembre último que derogó los castigos 
personales del cepo y el grillete. 

Las leyes relativas á la abolición de la esclavitud sé 
llevan á cabo en Cuba con fiel y completa observancia 
por las autoridades y corporaciones encargadas de su 
cumplimiento; y si intereses particulares ó miras co- 
diciosas, repugnantes siempre, embarazaban algún día 
con torcidas interpretaciones la exacta observancia de 
las mismas, es hoy general convencimiento el de qne 
se ejecutan con puntualidad; si otras razones para 
demostrarlo no existiesen , bastaría, como irrecusable 
garantía, la conducta trasparente de las autoridades de 
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la isla , que todos pueden apreciar con relación á este 
punto por su diáfana claridad (i). 

Seguramente no se dirigirán ahora al Gobierno 
superior numerosas y acaso excusadas consultas sobre 
la aplicación de las leyes de abolición de la esclavitud, 
cuando son de problemática procedencia en términos 
hábiles, y del más vulgar sentido jurídico. El peso de la 
opinión, de la verdadera opinión, y la fuerza que 
imprime al representar el ideal de todos los ciudada- 
nos contra abusos ó privilegios, concluye por impo- 
nerse en todo el mundo civilizado de que se enseñorea 
por completo en el orden de las ideas. 

Tengo á la vista las cartas y telegramas que los 
cónsules ingleses en la isla de Cuba dirigían á su 
Gobierno acerca de la materia que examino, por el 
mes de Mayo del año último. Las insertaron los perió- 
dicos de Madrid, y tuvieron perfecta publicidad. El 
testimonio de los agentes del Gobierno inglés en la 
grande An tilla parece irrecusable, y á su lectura puede 
apelarse porque han formado la base del juicio en 



(x) De que las leyes sobre la abolición de la esclavitud se cumplen con 
rigor en la isla de Cuba, son ñel testimonio los despachos de los cónsules 
y agentes del Gobierno inglés que así lo afirman dirigiéndose á lord Gran- 
YÍlIe y á sus respectivos jefes. Estos despachos vieron la luz en la prensa 
¿t Madrid. Lástima es que un buen registro civil, como ahora proponemos, 
no fije con perfecta exactitud las condiciones de los individuos de la raza 
de color, de modo que sean claras, conspicuas y determinen con absoluta 
precisión la identidad de la persona. Sólo así podrán desaparecer irregula- 
ridades y anomalías que resultan del estudio comparativo de los últimos 
censos • 
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aquel país sobre el ñel cumplitniento de las leyes de 
abolición de la esclavitud en Cuba. 

Mas como las consultas se repetían; como el censo 
de libertos dejaba bastante que desear; como una 
insistencia arraigada en las localidades daban por 
ciertos tales rumores, añadiéndose que el señor general 
Castillo, repetidamente interpelado acerca de la clari« 
dad y exactitud de este servicio, se afanaba por enviar á 
Madrid los antecedentes oficiales que reiteradamente y 
con urgencia se le reclamaban, bien se explica que 
iiaya juzgado el ministro de necesidad absoluta y 
perentoria garantir por medio de reglas precisas y 
concretas la condición legal de los patrocinados, al 
efecto de comprobar sin esfuerzos ni dificultades , sa 
verdadero estado civil, base segura de todos los demás 
derechos sociales, civiles y políticos. Con medida tan 
oportuna y concluyente cesarán por completo subter- 
fugios, oscuridades y mistificaciones, si las hubiere, se- 
gún se afirma. 

A tal objeto tiende la redacción de la ley del re- 
gistro civil de 8 de Enero último. 

Por lo demás, el decreto suprimiendo el cepo y el 
grillete reviste un carácter especial nuevo en los fastos 
de nuestra historia contemporánea, que por este con- 
cepto dejará duradera memoria de su promulgación; y 
mientras otras resoluciones ministeriales sufren fre- 
cuentes modificaciones hasta el punto de que hoy se teje 
lo que mañana se desteje sin motivos que lo abonen, 
la medida en que me ocupo entraña un sello de per- 
petuidad que no podrá sef alterado en tiempo alguno. 
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Según queda demostrado , examino la supresión del 
cepo y del grillete con un sentido práctico y meramente 
legal, considerando tales castigos como derivación ló- 
gica de las leyes relativas á la abolición de la esclavi- 
tud en Cuba. Si pretendiese elevar el vuelo á elevadas 
regiones ñlosóñcas, si aspirase á emitir juicios y opinio- 
nes propias de un orden puramente científico y especu- 
lativo, nada podría añadir que diese novedad á lo que 
distinguidos escritores han dicho sobre este asunto (i). 



(i) Debo citar entre elLos las obras de W. £. Channing, De Pesclavage, 
precedida de un prefacio y estudio sobre la esclavitud en los £stado8>Uni- 
dos por Laboulaye, especialmente el cap. 4.", Los males de la esclavitud, pá- 
gina 59 y siguientes. 



II. 



INMIGRACIÓN EN CUBA. 



Lígase de tal suerte esta materia con la que acabo 
de tratar, que sancionada la ley de abolición de la es- 
clavitud en Cuba con la fecha conocida, debe, á mi 
juicio, aprobarse por los poderes públicos la de inmi- 
gración, antes de concluir los plazos señalados para 
el término definitivo del patronato. 

Además del proyecto que parece se espera del 
gobernador general de la isla de Cuba, y de muchos 
datos que seria fácil reunir para hacer un estudio com* 
pleto de tan interesante servicio, que ninguno mayor 
se puede dispensar á la referida isla que el que me 
ocupa, existe el de colonias que, aprobado por el Se- 
nado en la anterior legislatura, quedó pendiente de 
discusión en el Congreso, y puede utilizarse como dato 
de meditado examen en lo que fuera aplicable. Pu- 
blicó también el Sr. D. Fermín Caballero en 1863 una 
notable memoria sobre el fomento de la población ru- 
ral, premiada por la Academia de ciencias morales y 
políticas, trabajo de grande estima por el caudal de co- 
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nocimientos, de experiencia y práctica en la agronomía 
que en él se atesoran, y hay además numerosos estu- 
dios que en gran manera pueden ilustrar la cuestión 
bajo todos sus aspectos, no debiendo omitirse el pro- 
yecto de reglamento de colonias militares impreso por 
cuenta del Estado en 1883. 

La ley que para la inmigración en Cuba se formule 
lleva Txasi gran ventaja que mucho la facilita , cual es 
la de encontrar la libertad del suelo en completa dispo- 
sición de adaptarla á las necesidades del coto acasa- 
RADO, bello ideal del Sr. Caballero, y á todas las con- 
diciones higiénicas, orográficas y climatológicas que 
exigen los adelantos de la ciencia. Con esta base, y con 
la de buenos capataces y escuelas profesionales, que- 
daría atendida la primera necesidad^ suponiendo que 
las Diputaciones provinciales ayudaran con el sumi- 
nistro de aperos é instrumentos de labranza, y subven- 
cionasen la construcción de viviendas , iglesias, escue- 
las y casas consistoriales. A los hacendados parece 
que alguna parte toca en tan serio y trascendental ne- 
gocio. 

Para levantar los gastos de: este gran servicio no 
deben prevalecer sentimientos de egoismo local ni 
de otra especie: es de interés público y general, por 
lo que al Estado importa, el desarrollo y acrecenta- 
miento de la población y de la riqueza; y en gran 
manera afecta á las corporaciones locales, porque 
ellas han de percibir en primer término los ventajosos 
resultados del movimiento en el valor de la propiedad 
inmueble, en el tráfico, en la industria, y en todos los 
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agentes de la producción que la Providencia rica- 
mente prodiga sobre aquel privilegiado país. 

Si el presupuesto general del Estado anuncia una 
liquidación deñnitiva con un déficit de 8o millones de 
pesetas, según cálculos más aproximados, no es verosí- 
mil que pueda la nación aumentar los gastos generales 
para el próximo ejercicio con un crecido crédito para 
atender á este servicio peculiar de la isla, pero sí venir 
en su auxilio en cuanto quepa. 

Y al llegar á este punto me creo en el dejber de con- 
signar mi opinión con claridad y franqueza. El pre- 
supuesto de gastos de la isla de Cuba alcanza una cifra 
abrumadora y por extremo gravosa; es urgente ali- 
gerar esa carga asfiziante, estéril completamente por 
no fomentar en grande escala los gastos reproducti- 
vos, cual lo pide con insistencia la grande y hermosa 
Antilla española, y si de consuno no trabajamos todos 
acá y allá, con vigoroso esfuerzo para realizar este 
propósito, Cuba seguirá arrastrando una vida lán- 
guida y anémica, cuyo fin pudiera ser lamentable. 

Desconozco el proyecto de presupuesto para el 
año económico venidero; pero si estuviese vaciado en 
los moldes del vigente; si en lo esencial de los gastos 
ha de ser una mera reproducción del actual; si no re- 
fleja vislumbres de naciente día con nueva aurora en 
sentido económico, lo sentiré profundamente como es- 
pañol. 

Surje á mi juicio la necesidad inmediata de aco- 
meter con decisión y firmeza reformas de grande im- 
portancia en los gastos de varios departamentos; pro- 
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cede empujar con actividad las reformas arancela-» 
rías y las ordenanzas de aduanas: . al convenio cele- 
brado con los Estados-Unidos debe seguir el tratado 
sin desmayos ni dilaciones, y es á mi juicio llegado el 
momento de abrir otros mercados á los ricos y va- 
liosos productos de la fecunda Antilla, desgraciada 
en el día por las ruinas y desastres que sobre ella han 
caído con los horrores de dos cruentas guerras civiles. 

La crisis económica que atraviesan las principales 
plazas de comercio de la isla de Cuba por la deprecia- 
ción del billete y el valor del oro, asunto es que embar-^ 
ga poderosamente la atención del público; y es tal la 
gravedad del mal, que el Gobierno no puede descuidarlo. 
La nivelación del presupuesto de la isla con remanentes 
en los ingresos de efectivo cobro, una vez liberadas las 
rentas de opresores y apremiantes compromisos, ha de 
ser en mi juicio positiva garantía que permita optar por 
los medios más conducentes á salvar tan lastimosa situa- 
ción, ahuyentando el agio que se nutre y crece sin pie- 
dad á expensas de las desventuras y desdichas del país. 

Buscando resultados prácticos y soluciones tangibles 
al grave y vital asunto de la inmigración, bien se ve 
que para ello es necesario, en primer término, conven- 
cer al inmigrante de que no se le quiere deslumhrar 
con engañosas ofertas: que son reales y efectivas las 
que se le proponen (i). 



(i) Al estudiar la colonización española, la primera idea que embarga 
el espíritu, es su analogía con la de los árabes. Observaremos que el espa- 
ñol posee todas las condiciones délos antiguos árabes sus aíitepasados, y que 
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Conocía yo muy á fondo la historia del expediente 
promovido por el señor conde de Casa Moré y otros 
hacendados, pidiendo recursos cuantiosos al Gobierno 
para introducir colonos en la isla de Cuba, solicitud 



8u primer instinto es el de atraerse al indígena de las comarcas que ocupa. 
£s de ello irrecusable testimonio el ejemplo dado por uno de sus más ilus- 
tres capitanes al contraer matrimonio con la hija de Moctezuma, gran 
emperador de los Aztecas de Méjico. 

Los matrimonios entre los españoles y los indígenas fueron pronto fre- 
cuentes, formando un nuevo pueblo producto de esta raza. 

Este nuevo pueblo se desarrolla y pronto la humanidad debe registrar la 
existencia en el mundo civilizado de una multitud de nuevas nacionalidades 
con los nombres de Méjico, Perú, Chile, Brasil, etc., que tienen nuestra 
lengua, nuestra religión, nuestro código y nuestras costumbres y en sus ve- 
nas nuestra sangre y nuestro genio. 

De esta España, única en el mundo que ha podido realizar el prodigio de 
producir tantas civilizaciones, cambiando y trasfbrmando las más distintas 
razas sobre la faz de la tierra, se ha osado decir que no sabe colonizar. 
La España, que ha llevado más allá de los mares, su lengua, su código 
y su religión; que tanto se ha reproducido y ha difundido su genio con tal 
prodigalidad hasta llegarse á agotar ella misma, decir que no sabe coloni- 
zar, es hacerla una afrenta semejante á la que se haría á una madre acu- 
sada de ser estéril, cuando sacrifica la vida de sus hijos sobre el altar de 
la patria. No, es una gran deuda que la civilización debe á este país y á. 
esta noble nación. 

Considerad los diferentes puntos del globo que han sido colonizados 
por la raza española y decidme, ¿ dónde podréis hallar otra que, como 
ella, haya tenido la facultad de crear nuevas civilizaciones P En todas 
partes veréis el genio de nuestra civilización, pero de otro lado encon- 
traréis que cada colonización lleva su carácter especial según el elemento 
etnográfico indígena del territorio. Esta variación en nuestras diferentes 
colonizaciones, nos es de tal modo característica, que ningún otro pue- 
blo puede llegar á producirla. Apoyándome en esta sola consideración 
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denegada por Real orden de Julio de 1882, y pro- 
curaba con insistencia reunir todos los datos y an- 
tecedentes que juzgaba indispensables para formu^ 
lar el proyecto de ley con objeto de llevarlo en s,e- 
guida á las Cortes, cuando S. M. tuvo á bien . admitir 
<íon la dimisión del Sr. Posada Herrera las de los de- 
más ministros de aquel Gabinete. 

Estudiado con imparcial criterio y sin descanso este 
importantísimo expediente hasta la fecha de mi salida 
del ministerio, para resolverlo con el éxito apetecido 
«n bien de la grande Antilla, estimo que deben adop- 
tarse otros procedimientos distintos de los observados 
hasta el día, removiendo grandes dificultades que se 
oponen á su aprobación. 

Enhorabuena que se estimule la facilidad del pasaje 
-de los inmigrantes con los recursos que prudentemente 
puedan reunir la iniciativa particular, el concurso de 
las corporaciones populares y la posible concurrencia 
del Estado; pero que no se conviertan los ofrecimien- 
tos al colono en una triste decepción, ni los medios de 
-establecerse sobre la finca en falaz desengaño. Al dis- 
-currir de esta manera, claro está que opino con 

puedo ya afirmar que la nación española es desde el punto de vista etnográ- 
fico la principal nación colonizadora de los tiempos modernos. Por sus 
cualidades peculiares nuestro pueblo tiene una de las mayores ventajas 
para la colonización^ y esta ventaja, por su origen árabe, es la de prevale- 
cer por su fuerza y su energía cuando se halla reunida con razas inferiores. 
Es, pues, la raza uno de los elementos principales que debemos tener en 
cuenta para comprender la filosofía de nuestra historia colonial. (La coto- 
msatiofi espagnoUpor D, José del Per»jo,J , 
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preferencia á todo por la formación de la familia rural 
y propietaria, y que á tal fin conducen estas obser- 
vaciones: al que inmigrase para aumentar la dotación 
de un ingenio servido por libertos, otras garantías es- 
tablecería en la ley, firme baluarte de los derechos ci- 
viles y políticos del inmigrante. 

¿Constituiría buena base y ofrecería éxito favorable- 
con las condiciones expuestas, la numerosa inmigración 
á Oran que se verifica actualmente de las provincias de 
Levante, á pesar de los lamentables contratiempos 
que en época reciente hubieron de sufrir en el país, 
argelino nuestros compatriotas? Merece estudio el 
asunto, y presenta variados puntos de vista al exa- 
men del Gobierno antes de someter, y debe ser en 
breve plazo, á la aprobación de las Corles el opor- 
tuno proyecto de ley. Entiéndase, sin embargo, para 
dar cabo á estas reflexiones, que pudiera ampliar con* 
profusión de citas históricas, datos, observaciones y 
ejemplos tomados de lo ocurrido en otros países-, que- 
la libertad, la plenitud de los derechos del ciudadano lihre^ 
consagrados en la Constitución del Estado, vigente hoy 
en Cuba, sería la base fundamental de la inmigración 
tal como la comprendo y deseo. Me repugna que 
el inmigrante pueda ir engañado á Cuba, sujeto á 
un contrato vejatorio, para ser tratado después des- 
piadadamente por sórdido interés , ó sometido á cruel 
é inhiunana sevicia* 

Y digo esto , porque los periódicos de mayor lec- 
tura de la grande Antilla, correspondientes á los. 
días i6 y 17 de Enero último, dan un ejemplo poco» 
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edificante tratando de este asunto, para todos impor- 
tante y vital, para todos de inmensa trascendencia. 
No se concibe que presidan miras ulteriores y egoís- 
tas en materia de la inmigración , ni menos sordidez y 
avaricia (así se han calificado), con objeto de buscar 
determinada población inconsciente de inmigrados, en 
favor de una clase de la sociedad: esto no puede ser; la 
esclavitud, y con ella las condiciones morales que aten- 
tasen á la libre personalidad humana , han desapareci- 
do para siempre y por completo en Cuba; con esta 
irrecusable afirmación juzgo desagraviar á la respeta- 
ble clase aludida, vindicándola de tales cargos , porque 
los conciertos que sobre ciertas bases se pactasen, írri- 
tos y nulos serían en estricto derecho; mas dicho esto, 
también debo añadir que constituiría al presente mi be- 
llo ideal la familia rural y de origen español , estable- 
cida sobre su coto acasarado , ó cosa similar , pagando 
im canon muy ligero al Estado en señal de reconoci- 
miento del dominio, y con todos los caracteres de inde- 
pendencia que reviste la enfiteusis. Dentro del humilde 
hogar y del seno de la familia, trasmitiría el colono á 
sus descendientes desde la más tierna infancia ideas de 
respeto y cariño á esta nación, cuyos dulces y gra- 
tos recuerdos se avivan y acrecientan en el espíritu del 
emigrado con el aumento de las distancias y el tras- 
curso de los años. Esta naciente adhesión á la patria 
de sus mayores, habría de fortalecerse después en 
alto grado con las pláticas y exhortaciones del pá- 
rroco, que al par que infiltrase en sus almas lo§ auste- 
ros principios del Evangelio, mantendría siempre des- 
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pierto en sus corazones el reconocimiento y la admira- 
ción hacia un país que, careciendo de recursos para pro- 
porcionarles el bienestar apetecido, procuraba librarles 
de los horrores de la miseria, abriendo anchos horizon- 
tes de reposo y felicidad en tierras lejanas. Educados 
de esta suerte, y unidos á España por los vincules de 
la religión, del idioma y de las costumbres, muy bas- 
tardos habrían de ser sus sentimientos, si no sintiesen 
por ella un entusiasmo acaso superior al que experi- 
mentan los que han visto la luz del sol en las provin- 
cias peninsulares. 

El crédito que para esta obligación fuere consignado 
en el presupuesto de gastos de la isla , no resultada en 
beneficio de una sola clase; habría de alcanzar á to- 
das; de ahí mi ardiente preferencia por el coto aca- 
sarado, base dé la familia rural que por estrechos 
y naturales vínculos había de ser genuinamente espa- 
ñola. 

Desconozco al pormenor el estado de los trabajos co- 
loniales en ambas Antillas, enlazado con los de compo- 
sición de terrenos realengos, é ignoro si los que corren 
á cargo de la inspección de montes están dispuestos de 
suerte que puedan dar inmediato resultado con sujeción 
al antedicho plan; pero no cabe duda de que en esa ofi- 
cina general han de encontrarse cuantos antecedentes 
ó informes sean precisos para la formación en breve 
término de la finca rural en las condiciones acomoda- 
das al inmigrante. Estaparte, á aquella dependencia 
incumbe , y estoy seguro de que habrá de realizarla 
con solicitud y celo. 




III. 
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CONVENIO PROVISIONAL CON LOS ESTADOS-UNIDOS 

DE AMÉRICA. 

Pero si el Ministro de Ultramar, con la desaparición 
del cepo y el grillete, desvanecía la negra sombra que 
aún proyectaba la odiosa esclavitud sobre las hermosas 
poblaciones y risueños campos de la fértil Cuba, no des- 
cuidaba ni un momento emprender con iniciativa vigo- 
rosa é imparcial criterio el estudio de las cuestiones 
que afectan directamente al desarrollo de la producción 
y de la riqueza, removiendo trabas y obstácidos al co- 
mercio, fomentando la industria, promoviendo la cons- 
trucción de caminos de todas clases, y poniendo á la isla 
en [condiciones de poder negociar convenios y tratados 
ventajosamente con otros países. 

Confirma, concluyentcmente, esta última aserción, el 
decreto de 26 de Diciembre último , que, al derogar el 
de 12 de Marzo de 1867, puso á España en favorable 
actitud de negociar con el Gobierno de los Estados- 
Unidos lo que fuese conveniente á sus respectivos in- 
tereses. Con tal seguridad se daba este paso, en de- 
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mostración de los sinceros sentimientos que animaban 
al Gobierno español, que el convenio comercial se 
ñrmó en seguida; y si de él se dio cuenta á las Cor- 
tes, entonces abiertas, tuvo esto por causa la parte del 
mismo convenio que afectaba á los derechos de tone- 
laje percibidos por los cónsules españoles en los puer- 
tos americanos; que, por lo demás, el importante do- 
cumento quedaba perfecto, debiendo comenzar á regir 
el i.° de Marzo. 

La imposición del lo por lOo ad-valorem establecido 
en los Estados- Unidos sobre las procedencias de las An- 
tillas, se consideraba como represalia del derecho dife- 
rencial de bandera, y en cambio de la supresión de ese 
impuesto no parecía arriesgado conceder á los Esta- 
dos-Unidos la tercera columna del arancel, porque am* 
bas rebajas han de fijar cuál sea en breve el verdadero 
comercio entre los dos países para todos los efectos 
oficiales. 

Se toma, además , alguna disposición para suprimir 
el fraude en la exportación del azúcar y tabacos de las 
Antillas, y es muy de sentir que, para celebrar un tra- 
tado completo de comercio y navegación entre ambos 
países, carezcamos de los datos y antecedentes que con 
toda urgencia deben reunirse. La estadística, y con 
ella la luz que disipa las dudas , denuncia con puntua- 
lidad rigorosa los puntos reformables de la vigente 
legislación, muy defectuosa por cierto; llevarla á tér- 
mino es la primera necesidad del momento. 

Reúnanse sin levantar mano esos datos, dése prisa, 
mucha prisa^ la administración en el desempeño de esa 
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importante tarea, y habrá prestado con ello un señalado 
servicio al país. La perfecta inteligencia y cordial ar- 
monía entre los Ministros de Estado y Ultramar del 
anterior Gabinete, acerca de estos asuntos, era segura 
esperanza de que habríamos de estrechar con nuestros 
hermanos de las repúblicas hispano-americanas tantos 
vínculos como nos ligan para sostener relaciones ínti- 
mas de verdadero cariño, abriendo á la par, con recí- 
proca ventaja, mercados á los productos de los respec- 
tivos países. 

Yo no necesito encomiar la poderosa iniciativa del 
Sr. Ruíz Gómez con respecto á los convenios y trata- 
dos de comercio con otras naciones, que nos hacían en- 
trever lisonjeros horizontes en bien de nuestra patria, 
por desgracia muy rezagada en este camino ; en su día 
fueron aplaudidos sus actos por la prensa, y la opinión 
imparcial é ilustrada le hizo cumpUda justicia. 

Veíamos el Sr. Ministro de Estado de aquel Gabinete 
y el de Ultramar por un mismo prisma y con idéntico 
objetivo nuestras relaciones internacionales en la cues- 
tión económica, especialmente con las repúblicas 
hispano-americanas, y ambos, con fe perseverante . y 
convencimiento profundo, creíamos necesario estrechar 
los lazos de sincera y cordial amistad que el comercio 
y el mutuo interés fortiñcan, desvaneciendo á la par 
desconfianzas infundadas y mal habidos rencores entre 
pueblos que fueron por su origen hermanos , y que 
nunca podrán dejar de serlo si la humanidad y la 
historia cumplen sus providenciales destinos. 
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IV. 



EL REGISTRO CIVIL EN CUBA Y PUERTO-RICO» 



EL REGISTRO CIVIL, LA FORMA DE CELEBRACIÓN 
DEL MATRIMONIO Y LA CODIFICAaÓN. 

La situación de las personas que hasta fecha reciente 
vivieron en las islas de Cuba y Puerto-Rico sometí- 
das á servidumbre, me hizo meditar acerca de la con- 
veniencia de establecer un Registro en el que aparezca 
la consideración legal de cada uno de estos individuos, 
empezando por proveerles de partida de nacimiento que 
identifique su personalidad, y haciendo, no solamente 
posible, sino fácil la distinción entre los que gozan, 
en virtud de la ley, de libertad completa, y los que, por 
hallarse en patronato, tienen limitada su capacidad. 

El reglamento dictado para la observancia de la \ty 
de 13 de Febrero de 1880, organizó un Registro. Masli-^ 
mitado á los patrocinados, ni aun cuidó de proporcio- 
narles el documento que debe atestiguar su existencia, 
haciendo abstracción de que ellos ó sus padres hayan 
sido esclavos. De los declarados libres sin restricción 
de ningún género, se hizo caso omiso, como si los de- 
beres que para con ellos tiene el Estado hubiesen con- 
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cluído al concederles la libertad. Sin apellido, hasta sin 
nombre, y sin prueba legal de su personalidad, no ha- 
brá sido de cierto lisonjera en muchas ocasiones la 
suerte de estos desgraciados que acaso habrán retroce- 
dido á la esclavitud, acaso al patronato. Por lo menos la 
deñciencia de las disposiciones legales, y esto viene de 
antiguo, podía permitir que los dueños de esclavos 6 
patronos de libertos en quienes el afán del lucro pesase 
más que los sentimientos de humanidad, la considera* 
ción á nuestros semejantes y la voz imperiosa de la 
conciencia, encontrasen expedito el camino de hacer 
ocupar el lugar de los fallecidos ó inutilizados para el 
trabajo á algunos de los cuarenta mil negros que obtu- 
vieron la libertad merced á las prescripciones de la ley 
de 29 de Setiembre de 1866, y de las que posterior- 
mente se dictaron. 

Por otra parte, mi antecesor en el Ministerio de Ul- 
tramar, el Sr. Núñez de Arce, hizo extensivas, con plau- 
sible propósito á nuestras provincias de América las 
disposiciones del capítulo v de la ley de matrimonio ci- 
vil de 17 de Junio de 1870, que regulan los efectos de 
las uniones conyugales con relación á las personas y á 
una parte de los bienes de la familia. Y como quiera 
que esos efectos se traducen en el orden civil en actos 
de trascendencia, cuya prueba no es posible en la ac- 
tualidad porque e! registro parroquial resulta incomple- 
to, no comprende muchos de ellos y en especial todos 
los que afectan á personas que pertenecen á otras reli- 
giones distintas de la católica, ó que no pertenecen á 
ninguna, hube de ocuparme desde luego en ocurrir á 
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esta necesidad del momento, preparando una ley del 
Registro civil, que además de cumplir su objeto pri- 
mordial, comprendiera todos los habitantes de las is- 
las de Cuba y Puerto-Rico que han pasado de la escla- 
vitud á la libertad. 

No desconocía yo que es preciso legislar asimismo, 
respecto de la forma de celebración del matrimonio; 
pero hube de dejar la realización de esta empresa para 
más adelante, no porque creyese que son insuperables 
las dificultades que reviste, sino porque abrigo la con- 
vicción de que, cualesquiera disposiciones que se adop- 
ten, por atinadas que sean, han de caer en el mayor 
descrédito, mientras el Registro civil no se asiente so- 
bre sólidas y acertadas bases. 

Quizá ande equivocado en estas apreciaciones; pero 
tengo por evidente que el no haber arraigado eh nues- 
tras costumbres la ley de matrimonio de 1870 se debe 
en gran parte al desorden que existe en muchas de las 
oficinas del Registro. Así lo comprendió el Sr. Montero 
Ríos; el cual, reconociendo en la ley que por primera 
vez reguló en España institución tan importante de- 
fectos muy difíciles de prever cuando se legisla sin pre- 
cedentes que sirvan de guía, presentó al Senado en 
Diciembre de 1872 un proyecto que es de lamentar no 
se discutiese, porque introducía en el Registro organi- 
zado dos años antes atinadas reformas, que sin duda al- 
guna hubieran producido ventajosos resultados. 

Mas como acontecer suele, y por mala fortuna, con 
bastante frecuencia en España, después del Sr. Montero 
Ríos nadie volvió á acordarse de la situación^del Registro 
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civil. De fecha posterior á la indicada sólo conozco un 
proyecto sobre el matrimonio presentado á las Cortes en 
Mayo de 1880, por elSr. Bugallal, proyecto que revela 
el celo del Ministro, pero que no podía prosperar porque 
le faltaba el punto de partida, el Registro de las personas. 

Los Jueces municipales, por lo general poco conoce- 
dores de los principios del derecho, son los encargados 
de este Registro, que, por escasez de recursos ó aban- 
dono de los Gobiernos, se lleva en libros muchas veces 
sin encuadernar, y con escasas ó ningunas formalidades. 
Cuidanse poco dichos Jueces, lo mismo que sus Se- 
cretarios de que resulten completas las inscripciones y 
sean registrados todos los actos del estado civil; y 
esto, que ocurre con excepción de las poblaciones im- 
portantes, donde el archivo civil aventaja al parroquial, 
no pasa inadvertido para los habitantes de la res- 
pectivas localidades. He aquí por qué no se observan 
las disposiciones sobre el matrimonio, por qué no pa- 
rece serio ir ante el juez municipal á autorizar ó ratifi- 
car las uniones conyugales, y por qué el precepto legis- 
lativo ha quedado sin cumplir. 

Organícese el registro en forma conveniente, y ha- 
brá llegado la hora de legislar acerca del matrimonio, 
que aun siendo materia delicada, no por eso deja de 
tener solución, sin abdicar el Estado en poco ni en 
mucho sus legítimos derechos, que á la vez se le impo- 
nen como ineludibles deberes. 

No me proponía exponer mi pensamiento respecto á 
la celebración y manera de hacer constar el matri- 
mcMiio; pero ya que he iniciado la cuestión, no quiero 
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dejar al lector en la natural curiosidad, y aunque lige^ 
ramente, manifestaré cómo entiendo que debe resol- 
verse el problema tantas veces discutido y nunca hasta 
ahora bien resuelto. 

Para ello principiaré por apuntar algunas noticias 
sobre ciertos antecedentes que conviene no olvidar. 

Con arreglo á la ley de 17 de Junio de 1870, para 
que el matrimonio produzca efectos civiles es preciso 
contraerlo ante el juez municipal con independencia del 
acto religioso que puede preceder al vínculo civil. La 
libertad y demás condiciones de aptitud de los contra-- 
yentes, han de acreditarse también ante el encargado 
del Registro. 

No hay necesidad de que yo consigne la suerte que 
tuvo el precepto del legislador, porque nadie ignora 
que fué desobedecido, y que una gran parte de los es- 
pañoles casados canónicamente, ni aun tuvieron en 
cuenta la existencia de la ley citada. 

Corrieron los años, y la desobediencia fué autorizada 
por el decreto de 9 de Febrero de 1875, en cuya virtud 
los matrimonios canónicos celebrados desde 1870 se 
reputaron válidos para todos los efectos civiles, debien- 
do, no obstante, trascribir los interesados las partidas 
correspondientes en el registro, lo cual tampoco se cum- 
plió, siendo causa de que se dictase el decreto de 17 de 
Febrero de 1879 (c). 



(i) £1 decreto de 9 de Febrero de 1875, aunque declaró civilmente vá- 
lidos los matrimonios canónicos celebrados desde Setiembre de 1870, dis- 
puso su inscripción en el Registro. Para ello señaló los plazos de 90 y 8 días, 
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Es decir, que de la ley del Sr. Montero Ríos, sólo 
queda triunfante un principio, el reconocimiento del 
derecho que al Estado asiste de tener noticia de los 
matrimonios que se celebran, derecho indiscutible, por 
cuanto tales uniones producen muchos é importantísi- 
mos efectos en el orden civil, y que basta para justifi- 
car los propósitos de los legisladores de 1870; mas al 
llevar á la práctica tan laudable pensamiento no se 
hizo en forma adecuada á la manera de ser y á las 
tradicionales costumbres del pueblo español, cuyas 
creencias religiosas, acaso sin motivo bastante, se juz- 
garon lastimadas, produciéndose tales diferencias en- 
tre la interpretación dada á la ley por los encargados 
de mantener sus preceptos y la opinión general del 
país, que las consecuencias habrían sido dolorosas, si 
no hubiese conjurado el conflicto producido por el cho- 
que de las pasiones, y la tenacidad de unos y otros la 
disposición dictada por el Ministerio-Regencia , que á 



€egún que se tratara de matrimonios anteriores ó posteriores al decreto y 
conminó con las penas de multa y prisión subsidiaria á los que infringiesen 
este precepto. 

Mas como transcurriesen los referidos plazos, y la mayoría de las parti- 
das de matrimonios no se trascribieran, concediéronse diferentes prórogas 
por decretos de 31 de Agosto de 1875, 14 de Febrero y 28 de Diciembre 
de 1876, 13 de Julio de 1877 y 4 de Febrero de 1 878, hasta que convencido 
el Ministro de Gracia y Justicia, Sr. Alvarez Bugallal, de que las penas men- 
cionadas no producían resultado ni podían imponerse, dictó el decreto de 
J7 de Febrero de 1879, que abandonando el sistema de plazos determinados 
para la trascripción, negó efectos civiles á los matrimonios que no consten 
en el Registro. 
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la par que evitaba un peligro, in(!ulcaba en el corazón 
del pueblo la perniciosa doctrina que muestra la im- 
punidad para los que desobedecen las leyes. 

Conocidos estos antecedentes, ocurre indagar cuáles 
hayan sido los principales motivos de que la ley de 1870 
fuese mal recibida, y quedasen sus preceptos como no 
escritos. 

A mi entender, el exigir doble expediente para la ce- 
lebración del matrimonio fué el primer obstáculo con el 
que hubo de luchar la reforma. 

Las autoridades eclesiásticas, en los casos en que los 
contrayentes fueran católicos, exigían las partidas de 
bautismo de estos, y los demás documentos y solemni- 
dades necesarias para comprobar la personalidad y 
acreditar la libertad de los futuros cónjniges. El Esta- 
do, por su parte, no prescindía tampoco ni dispensaba 
de análogos requisitos, y de que se instruyese ante el 
encargado del Registro el respectivo expediente; con lo 
cual fácil será comprender las vejaciones y dispendios 
que á los particulares se producían, y que quizá fueran 
aún mayores de los que la ley autorizaba, aquí, donde 
no sin trabajo se van desterrando ciertos defectos de la 
curia que la opinión se complace en abultar. Y , como 
es natural, nadie atribuía estos nuevos sacrificios á la 
Iglesia, que continuaba con su antigua legislación. El 
culpable aparecía siendo el poder civil, que poco á poco 
quedó en completo aislamiento, divorciado de sus sub- 
ditos; y en verdad que no puede ser más crítica la si- 
tuación del legislador cuando se obstina en mantener la 
observancia de leyes que las costumbres rechazan. 
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Y no se crea que él doble expediente fuera el único 
valladar que en la práctica encontrase la obra del se- 
ñor Montero Ríos. 

Los lectores de estas páginas saben cuan acaloradas 
fueron las discusiones sobre el carácter con que el 
párroco interviene en la celebración del matrimonio ca- 
nónico, y convendrán conmigo en que, si posible pa- 
rece sostener la doctrina, casi por completo abandona- 
da, de que no son los contrayentes, sino el párroco, el 
ministro que autoriza y crea el vínculo, está fuera de 
duda que, prescindiendo del sacramento, el consenti- 
miento constituye la única base de la unión conyugal. 
Partiendo de este supuesto, cuando se legisla sobre el 
matrimonio en la esfera del derecho civil, hay que re- 
conocer la voluntad del hombre y de la mujer como el 
elemento que por sí solo da vida al vínculo, bien que se 
regule este después por las prescripciones de la ley en 
cuanto á su naturaleza, duración y demás circunstan- 
cias, y que el delegado del poder público intervenga so- 
lamente para dar autenticidad al acto, del propio modo 
que los notarios son parte en los contratos que ante 
ellos se otorgan. La base, repito, es el contrato de de- 
recho natural, el consentimiento de los interesados; 
el encargado del Registro no tiene otra misión que ha- 
cerlo constar, como prueba de que el consorcio se ha 
celebrado, y desde aquel momento produce efectos en 
el orden civil. 

Partiendo de estas consideraciones, á mi modo de ver, 
el legislador de 1870 debió huir, en la fórmula que esco- 
gitara, de que por cualquier incidente el encargado del 
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Registro apareciese como el factor principal en la cele- 
bración del matrimonio, y apartarse todo lo posible de 
la teoría de Melchor Cano. Ignoro si se tuvo ó no esto 
presente; pero leyendo el texto del art. 38 de la ley, 
parece que el Juez municipal, al pronunciar las frases 
sacramentales • quedan unidos en matrunonio perpetuo t 
indisoluble, 9 es quien celebra el matrimonio, y no los 
contrayentes. No necesito decir, el desdén con que fué 
recibido este precepto al creer el pueblo que el Juez 
municipal, hombre generalmente vulgar y de escaso 
prestigio, sobre todo en las poblaciones rurales, susti- 
tuía al párroco en sus funciones. La critica ha sido 
mordaz, con mengua de la ley, que resultó aún más 
desautorizada al hacerse pública la informalidad con 
que se llevan los Registros civiles, archivo sagrado 
donde han de conservarse los actos de que dimanan los 
derechos de las personas. 

Mas si la ley de 17 de Junio de 1870 adolecía de los 
defectos que acabo de enumerar, no por eso se justifica 
la disposición del Ministerio-Regencia, que en vez de 
mejorar las condiciones de vitalidad de la institución 
creada por las Cortes Constituyentes, haciendo desapa- 
recer las dificultades expuestas, quiso borrarla por com- 
pleto volviendo á la legislación antigua: equivocación 
lastimosa, error lamentable, porque en el orden legal, 
en el orden de las ideas, acontece lo mismo que en el 
orden físico. A nadie ocurrirá destruir por completo un 
árbol cuyo tronco y cuya raíz rebosen fuerza y robus- 
tez, siquiera ramas enfermizas impidan su desarrollo y 
crecimiento. Cuando esto sucede, basta separar los ele- 



V V 



65 

anentos morbosos, y el árbol adquiere nueva vida y vi^- 
;gorosa organización. 

El primer Ministerio del Sr. Cánovas anduvo en este 
asunto poco acertado. El decreto de 9 de Febrero de 1875 
^ nadie satisfizo. Suscitó reclamaciones de una parte im- 
portantísima del clero, cuyos escritos hacían prever que 
las autoridades de la Iglesia no facilitarían dato ninguno 
al objeto de la inscripción de los matrimonios canónicos 
■en el Registro civil; y produjo asimismo, como era de 
esperar, la más dura oposición de la escuela liberal, 
porque estableciéndose formas distintas para la cele- 
bración de los matrimonios entre españoles, al mismo 
tiempo que se desconocía el principio de igualdad ante 
la ley, dábase motivo para que puedan ser considera- 
dos por la opinión de manera diversa los hijos de ma- 
trimonios legítimos, cosa que rechazan de consuno 
los adelantos de la ciencia y el espíritu de nuestro si- 
glo, tanto más cuanto que el Estado regula relaciones 
del orden civil y no del religioso. 

En la necesidad de emprender distinto camino, y de 
-apartarse así de la obra del Sr. Cárdenas, como de la 
ratificación que se le pretendió dar con el proyecto de 
ley de 17 de Mayo de 1880, proyecto que no pasó sin 
protesta de la curia romana por ciertas innovaciones 
introducidas en la lista de los impedimentos dispensa- 
bles, y con relación á los efectos del adulterio para la 
declaración del divorcio, paréceme que toda reforma 
-en materia matrimonial debiera asentarse sobre las si- 
guientes bases: 

I.* Las diligencias anteriores á la celebración del 
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matrimonio, como son las relativas á la manera de acre^ 
ditar la personalidad, las condiciones de libertad y apti- 
tud de los contrayentes, la no existencia de impedi- 
mentos 6 la circunstancia de haber sido dispensados, y 
al otorgamiento del consentimiento ó consejo paterno,, 
deben practicarse ante el funcionario civil. 

No obstante, cuando siendo católicos los futuros cón- 
yuges hubiesen de celebrar ó hayan celebrado matrimo- 
nio canónico, podrán acreditar, por medio de documenta 
expedido por la autoridad eclesiástica, las circunstan- 
cias expresadas, á excepción del consentimiento ó con- 
sejo paterno, que se harán siempre constar ante el en- 
cargado del Registro ó el juez municipal. 

2.* Para contraer matrimonio que produzca efectos- 
en el orden civil, todos los españoles, cualquiera que 
sea su religión, están obligados á comparecer ante el 
encargado del Registro á fin de manifestar su voluntad. 
Este funcionario la hará constar en acta que extenderá 
inmediatamente á presencia de los interesados y dos. 
testigos, para que desde aquella fecha se considere ce- 
lebrada legalmente la unión conyugal. 

3." Los encargados del Registro civil no inscribiráii 
el matrimonio de los católicos, si estos no presentan cer- 
tificado de la autoridad eclesiástica del que resulte que 
pueden contraer el vínculo. Asimismo los párrocos se- 
abstendrán de autorizar los matrimonios de individuos 
que no presenten certificación del encargado del Regis- 
tro haciendo constar que de los libros respectivos na 
aparece circunstancia alguna que impida que tal unió» 
se celebre. 
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No sé si será vana presunción mía, pero conceptúo 
que la ley que se calcase en estas máximas merecería 
la aprobación de todos los gartidos, y cesarían el desa- 
sosiego y la incertidumbre que necesariamente existen 
cuando las parcialidades políticas no renuncian á sus 
intransigencias, y á establecer en el poder principios 
extremados por el lado de la reacción ó por el de la re- 
forma, borrando ó destruyendo cuanto hiciera su ante- 
cesor. La aceptaría la escuela liberal, porque el Estado 
habría reivindicado el derecho de tener una legislación 
propia y de observancia general, sin excepciones, en 
materia tan importante y que tantos efectos civiles pro- 
duce. La aceptaría la escuela conservadora, porque se- 
rían respetadas hasta el último límite las creencias re- 
Hgiosas de! católico; y escaso sacrificio es, si ♦sacrificio 
puede llamarse, la obligación de expresar ante el fun- 
cionario civil la voluntad y el consentimiento para unirse 
en matrimonio. Y aunque sacrificio fuera, bien podría 
exigirse en cambio de los derechos que de tales unio- 
nes nacen, derechos que garantiza el Estado con la 
autoridad y el prestigio de las leyes. 

Ningún peligro ni inconveniente se produciría con 
admitir certificaciones de las autoridades eclesiásticas, 
con objeto de acreditar la aptitud y demás condiciones 
necesarias para la celebración del matrimonio cuando 
los interesados profesen la religión católica. La legis- 
lación civil habrá de aceptar, con ligeras variantes, los 
sabios preceptos canónicos, con la particularidad de 
que si esas variantes existiesen en algunos casos, siem- 
pre tenderían á reducir la escala de los impedimentos. 
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de suerte que el que pueda casarse canónicamente tam- 
bién podrá hacerlo con arreglo á la ley civil. Por otra 
parte, no hay temor de que surjan conflictos con otor- 
gar á la Iglesia la facultad expresada, que ejercerá por 
delegación, pues la experiencia de largos siglos tiene 
demostrado la discreción y la cautela con que las auto- 
ridades religiosas han procedido para que no se den 
casos de matrimonios nulos ó malamente contraídos. 

Solo se reservará el Estado lo relativo al otorga- 
miento del consejo y consentimiento paterno, ya por- 
que se trata de im requisito meramente civil, ya para 
evitar las complicaciones que actualmente se suscitan, 
y que han dado motivo á la intervención de los tribuna- 
les de justicia por haber sido interpretadas equivocada 
y torcidamente la ley de 20 de Junio de 1862 y la Real 
orden de 17 de Noviembre de 1864, con la marcada ten- 
dencia de arrancar al poder secular cuanto con el ma- 
trimonio se relaciona. 

Réstame explicar el fundamento y la significación 
de la base tercera. 

La existencia de un vínculo matrimonial anterior, 
no disuelto, ó del voto religioso que impida el matri- 
. monio, son causa bastante para que este no se celebre. 
Más claro : el casado canónicamente mientras el ma- 
trimonio no se disuelva , no puede casarse civilmente 
con mujer distinta y viceversa. El católico ordenado 
in sacris, 6 que haya hecho voto de castidad, no pue- 
de contraer matrimonio, á no ser que obtenga auto- 
rización. 

La conciencia nos impone estas reglas, cuyas trasgre- 
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siones producen el escándalo, y el más triste y funesto 
ejemplo. Todos hemos presenciado con honda pena el 
espectáculo que se ofreció á nuestros ojos en virtud de 
cierto matrimonio canónico celebrado por un individuo 
unido civilmente á la sazón con otra mujer, y la impu- 
nidad en que quedó tal delito, sin duda por deficiencia 
de nuestro derecho constituido : razones de diversa ín- 
dole no se me alcanzan. Pues bien; para evitar esas in- 
fracciones de la ley moral, siempre repugnantes y abo- 
minables , cualquiera que sea la jerarquía ó dignidad 
del que las cometa ó autorice, he redactado la base ter- 
cera, que no puede dejar de admitir el Estado , cuya 
ley de 1870 principió por consignarla; que no puede 
rechazar la Iglesia , porque significa la tranquilidad en 
el seno de la familia, la consideración de la mujer, la 
suerte de los hijos, y la consagración de uno de los 
grandes dogmas esculpidos en la conciencia del hom- 
bre por el mismo Dios. 

Tal es el objeto primordial de la base que examino, 
que además habría de producir otro importantísimo re- 
sultado. Actualmente la mayor parte de los matrimo- 
nios canónicos no aparecen en el Registro civil por ig- 
norancia ó apatía de los interesados, por no considerar- 
se los párrocos obligados á facilitar los datos que el po- 
der civil les reclama, y porque no se ha apreciado bien 
la trascendencia de no inscribir las partidas sacramen- 
tales. En vano se encarga á los jueces y fiscales muni- 
cipales que cuiden de que la inscripción tenga efecto. 
Estos funcionarios , aunque estuviesen dotados del ma- 
yor celo y competencia , faltos de todo antecedente que 
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les sirva de base para inquirir la celebración de matri- 
monios, pues hasta el consentimiento y consejo paterno 
se prestan ante los párrocos con notoria infracción de las 
leyes, nada pueden hacer; el Estado ignora por conse- 
cuencia la inmensa mayoría de las uniones conyugales 
de sus subditos, y de hecho estamos lo mismo que antes 
de empezar á regir la ley de matrimonio civil de 1870. 

Y, sin embargo, nada más fácil que tal estado de co- 
sas desaparezca. Con el sistema que propongo, los es- 
pañoles católicos tendrían que acudir al encargado del 
Registro civil antes de contraer matrimonio canónico 
para acreditar que de los libros respectivos no aparece 
ninguna circunstancia que impida su celebración ; este 
funcionario conocería previamente quiénes son los con- 
trayentes y los demás particulares necesarios para hacer 
exigible en su caso la obligación impuesta á todos los ciu- 
dadanos de manifestar ante él su voluntad; y merced á 
un procedimiento tan sencillo ni un solo matrimonio de- 
jará de constar en el Registro de las personas, lo cual 
bastaría por sí solo para evidenciar la indisputable con- 
veniencia de la adopción de la base que examino. 

Hasta aquí he analizado los puntos que son objeto 
de controversia en el pleito, si así puede llamarse, que 
ventilan los partidarios del matrimonio civil y los de- 
fensores del derecho tradicional, é hice más: he presen- 
tado mi fórmula , que pudiera servir para el arreglo de 
ambos contendientes por medio de un arbitraje hon- 
roso. Ahora, antes de pasar adelante, voy á consi- 
derar, aunque sea á la ligera , otro asunto que en la 
actualidad no reviste menor importancia. 
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La ley que regule la institución matrimonial en la 
esfera del derecho civil no ha de limitarse á determi- 
nar la naturaleza del vínculo, las circunstancias de los 
-contrayentes y la forma de celebración del acto, ni 
tampoco á consignar la situación de las personas den- 
tro de la familia, sino que debe extender sus preceptos 
-á las relaciones que del matrimonio nacen en cuanto á 
los bienes de los cónyuges y de los hijos, completando 
<ie esta suerte la obra iniciada por el Sr. Montero Ríos. 
Las dotes, las arras, las donaciones exponsalicias, los 
bienes parafernales, los gananciales, los heredamien- 
tos, el exponsaUcio y los peculios , en una palabra , el 
:sistema completo de bienes de la familia deben tener 
cabida en una ley de matrimonio, preparando de esta 
muerte la obra de la codificación civil, que quizá fuera 
ya un hecho si, en vez de tratar de imificar en un solo 
<iía todo el derecho vigente en España, se hubiesen ido 
hermanando las legislaciones ferales con la castellana, 
institución por institución, no de otro modo que las le- 
yes de Enjuiciamiento civil ó Hipotecaria establecieron 
"SUS preceptos aun á costa de añejas tradiciones, y arrai- 
gadas leyes y fueros que han cedido su puesto á los 
adelantos de la ciencia. 

No hay que forjarse ilusiones (y en esto me encuen- 
tro de completo acuerdo con el más antiguo de mis 
amigos políticos, eminente estadista, á quien en gran 
parte debe la patria uno de los períodos más florecien- 
tes de nuestra historia contemporánea), la codificación 
-civil es de necesidad, y de necesidad apremiante ; pero 
<ie igual manera que el ejército que intente apoderarse 
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de frente y por el camino recto de posiciones formida- 
bles, preparadas y defendidas con tesón por el enemi- 
go, se expone á que sus ñlas sean destruidas sin con- 
seguir el fin deseado, así todos los legisladores que eu 
España, dada nuestra manera de ser y el apego al de- 
recho de nuestros mayores, intenten llevar á cabo la 
unidad del derecho civil con un solo impulso y merced 
á un solo esfuerzo, verán trascurrir infructuosamente 
díasydias, desvanecidas sus esperanzas, debilitadas 
sus fuerzas y quebrantada su voluntad, si por otros me- 
dios no se suavizan asperezas y se allanan diñcultades. 

Hé aquí la prudencia de mi consejo, y cuan conve- 
niente será que desde luego se aproveche al redactar 
la ley de matrimonio. 

Y basta de este asunto, y volvamos al examen de la. 
legislación del Registro civil en Cuba y Pucrto-Ríco. 



ORGANtZACIÓK DEL REGISTRO CIVIL. 

Divilión del Regii tro.— Libro» y penoDil del niiimo. — Li ley deemplei- 
do>.— Otrai diferenci» de la ley de Cuba y Puerto-Rico companda con 
la de la Peníntula.- CcrtiScacionei.- Eitadíitica. 

La naturaleza é importancia del Registro civil, y la- 
explicación, ya de los preceptos fundamentales , ya de 
muchas de las disposiciones que debe comprender toda 
ley que regule esta materia, fueron objeto de examen 
por parte del Sr, Montero Ríos, que en la brillante ex- 
posición que precede al proyecto presentado á las- 
Cortes Constituyentes consignó cuanto era necesario 



73. 

para dar idea clara y precisa de su obra legislativa. No 
he de acometer yo, por tanto, de nuevo esa empresa, 
y me limitaré á enumerar las modificaciones que intro- 
duje en la legislación vigente en la Península para 
aplicarla á nuestras provincias de América, exami- 
nando al efecto la ley de 8 de Enero del corriente 
año, y el proyecto de reglamento, inserto en otro lugar 
de este folleto, y que, juntamente con los modelos res- 
pectivos , tenía preparados para su publicación cuando 
sobrevino la última crisis. 

División del Registro civil, — Aunque nuestro Registro 
civil se halla dividido en las cuatro secciones de naci- 
mientos, matrimonios, defunciones y ciudadanía, y al- 
gunos jurisconsultos entienden que hay otros actos en 
la vida del hombre que merecen sección especial, sien- 
do de esta opinión el autor del nuevo Código civil ^ que 
agrega á las cuatro expresadas la de legitimación y reco- 
nocimiento de hijos naturales , me parece más acertado el 
criterio de los que juzgan que los actos culminantes y 
de mayor trascendencia en la esfera del derecho con 
relación al hombre son los nacimientos, los matrimo- 
nios y las defunciones, y que, en su consecuencia, 
tres deben ser solamente las secciones del Registro 
civil. 

Las legitimaciones y reconocimientos de hijos natu- 
rales llenan un vacío de ciertas inscripciones de naci- 
mientos, en las cuales, por cualquiera de las múltiples 
causas que en la vida se producen , hállanse ocultas al- 
gunas circunstancias, como los nombres del padre ó de 
la madre del inscrito, ó los de ambos. Al margen de las 
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inscripciones que, mediante el reconocimiento ó la le- 
gitimación se completan, deben hacerse constar estos 
actos , expresando el legajo en que se encuentra el do- 
cumento que los acredita ó que sirvió de base á la nota 
marginal, para el caso de que fuera necesario conocer 
más pormenores. Nada faltará por este procedimiento 
que evita los inconvenientes originados por la existen- 
cia de más libros oñciales de los necesarios, y la sepa- 
ración de los elementos que, constituyendo un todo, no 
deben hallarse separados. 

£1 Registro de ciudadanía se organiza en forma dis* 
tinta á la adoptada por la ley vigente en la Península. 
Como es natural, en esta se reconoció la necesidad de 
identificar ó deñnir la personalidad del domiciliado ó 
naturalizado, obligándole á presentar la partida de na- 
cimiento, para hacer constar su naturaleza, edad y filia- 
ción, y también la de matrimonio, si estuviese casado. 
Pero el sistema establecido para consignar en el Re- 
gistro todas estas circunstancias resulta confuso, pues 
han de enumerarse en un solo asiento, expresando en el 
mismo el decreto en que se haya concedido la naturali- 
zación, ó los datos que resulten del expediente instruido 
para probar que se ha ganado la vecindad. Más claro 
me parece que en una breve inscripción extendida en los 
libros especiales, que vienen á auxiliar las operaciones 
del Registro, se consignen estos dos últimos particula- 
res del decreto ó del expediente, transcribiendo en las 
secciones respectivas las certificaciones de nacimiento 
y matrimonio, y poniendo al margen de cada uno de 
los asientos, notas de mutua referencia. En este senti** 



J 



75 

do he redactado la ley, que en mi concepto mejora la 
que le sirve de base. 

Completarán el Registro de las islas de Cuba y Puer- 
to-Rico los libros especiales que han de abrirse para 
acreditar la situación de los individuos que sufren penas 
correccionales ó aflictivas, ó se hallan por otras causas 
incapacitados civilmente, y de los de raza de color, 
comprendiendo, para evitar fraudes y suplantaciones, 
así á los patrocinados como á los que no se hallan 
sujetos á esta limitación en su libertad; todo sin per- 
juicio de inscribir su nacimiento en la sección corres- 
pondiente. 

La condición de tales personas influye en su capaci- 
dad civil, y por tanto necesario es que aparezca en el 
Registro, el cual debe seguir al hombre en todas sus 
vicisitudes desde la esclavitud á la libertad, y desde la 
privación de los derechos hasta la extinción de la pena 
ó la rehabilitación por los medios que establezcan las 
leyes.- 

Pocas palabras bastarán para exponer las razones 
que me han decidido á hacer constar en libros especia- 
les la situación de los incapacitados y de los individuos 
á quienes afectan las leyes de abolición de la esclavitud. 
Si se estampara al margen de las partidas de nacimien- 
to, se cometería la injusticia de hacer para siempre pú- 
blica y patente la incapacidad, y se convertiría la pena 
temporal en perpetua, alcanzando á toda una descen- 
dencia. La inscripción de nacimiento del que fué escla- 
vo ó del que sufre interdicción ó condena, así como la 
de defunción del que espía con la pena capital la enor- 
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midad de su delito, deben hallarse limpias de todo con- 
cepto que rebaje ó desdore la dignidad del hombre; y 
esta doctrina ha sido atendida al redactar la ley y el re- 
glamento, en cuyo articulado se podrán apreciar las 
medidas adoptadas para la realización del fin propuesto. 

Son en mi concepto tan importantes los registros 
que examino, que bastarían por sí solos para justiñcar 
el establecimiento de las oficinas del estado civil en 
nuestras provincias de América; sin que nada signifi- 
que el argumento de que habrán de producirse gastos 
para precisar la personalidad y derechos de los que 
por desgracia suya y de la nación entera han per- 
manecido en la esclavitud hasta el último tercio de 
nuestro siglo. 

Cuando se trata de garantir la libertad de las perso- 
nas, y de darles un nombre de que carecen , toda de- 
mora, toda oposición es injustificada, y más si la oposi- 
ción y la demora proceden del orden económico, pues 
á esta necesidad se debe acudir en primer término en 
el presupuesto. Cuando se procura consignar cualquier 
incapacidad en el orden civil, bien provenga de la impo- 
sición de pena ó de otras causas, cualquiera negligencia 
en el legislador es indisculpable, 'como lo es también el 
abandono en que yace este servicio en la Península des- 
de hace bastantes años, sin que los Gobiernos se hayan 
preocupado de conocer la criminalidad en sus propor- 
ciones y circunstancias, como medio poderoso de atacar 
este mal, cuyo progresivo desarrollo se ofrece en nues- 
tros días con caracteres alarmantes. 

Libros del Registro, ^^Tampoco he reproducido las dis- 
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posiciones de la ley de 1870, en cuanto preceptúan que 
se lleven por duplicado los libros del Registro civil; no 
porque considere desprovista de fundamento esta me- 
dida encaminada á evitar ios conflictos que surgen de 
la pérdida ó destrucción de dichos cuadernos cuando 
son únicos, sino porque no es posible su adopción. 

Se quiere que el Registro civil no grave con cantidad 
alguna el presupuesto, que tampoco imponga sacriñcios 
á los particulares, y que no obstante se organice con 
lujo, por duplicado, sin parar mientes en que no hay 
poder humano que realice tan contradictorios ñnes. 
Así es que á poco de publicarse la ley en la Penín- 
sula , no solamente hubo que desistir de que los asien- 
tos se extendiesen por duplicado, sino también de que 
los libros fueran talonarios y uniformes, autorizán- 
dose á los jueces municipales por la disposición 2.* 
transitoria del reglamento para que los formasen de 
papel común, con lo cual la naciente institución reci- 
bió tan rudo golpe, que quizás fuese bastante para im- 
pedir se estableciese con autoridad y prestigio. No 
quiero insistir sobre este punto, porque el cuadro re- 
sultaría desconsolador si describiere los libros de mu- 
chos Registros, á los cuales, por la falta de formalidad 
que en ellos se advierte, puédese aumentar ó disminuir 
el número de hojas, sin que estas operaciones dejen 
huella material que permita reconocer el fraude. 

Con tales precedentes, sabiendo que el. Tesoro de 
nuestras provincias ultramarinas no puede dedicar 
grandes sumas al Registro civil, me pareció convenien- 
te prescindir de que por ahora se lleve este por dupU- 
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cadoy sin perjuicio de que, si más adelante las circuns" 
tancias varían, se haga la oportuna modiñcación en la 
ley, que, bien examinado el asunto, no creo haya de 
. apremiar mucho, pues es de esperar que los casos de 
destrucción de Registros no han de repetirse con fre- 
cuencia, como no se habrían repetido en la Península, 
si al frente de las oficinas estuvieran funcionarios ce- 
losos que las hubieran defendido del irracional fana- 
tismo de las turbas, evitando la desaparición de lo& 
libros, con los cuales desaparecieron los defectos y omi- 
siones de los asientos, causa de responsabilidad para 
los jueces y secretarios que generalmente por negligen- 
cia ó ignorancia habían en ella incurrido. 

Mas si el llevar por duplicado los libros tiende ár 
evitar principalmente los efectos de la destrucción, en 
los preceptos de la ley y reglamento por mí formulados 
para nuestras provincias de América, no se deja de 
prever este peligro. Cada cabeza de familia tendrá un 
libro donde consten cuantos actos civiles afecten á su 
persona y á las demás sometidas á su potestad; los 
asientos de estos cuadernos, ya bastante usuales en Eu- 
ropa, tendrán la misma fuerza que las certificaciones y 
cualesquiera otros instrumentos públicos, y su presen- 
tación, unida á los índices circunstanciados que de cada 
uno de los libros oficiales de las diferentes oficinas ha- 
brán de remitirse al Ministerio de Ultramar , facilitará 
sobremanera las operaciones que se practiquen cuando 
haya de ser reconstituido algún Registro. Y adviértase 
que por este procedimiento, aunque la inscripción de 
los actos civiles ha de ser gratuita, como seguidamente 
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se copiará en el libro de familia, devengándose los ho- 
norarios de una certificación, á menos que sea pobre el 
interesado, han de ingresar en el Tesoro cantidades de 
consideración, que si no son bastantes á sufragar por 
completo los gastos que el nuevo servicio ocasione, re- 
ducirán notablemente la cifra que haya de consignarse 
en el presupuesto. 

Podemos pasar, pues, sin el doble Archivo del Re- 
gistro, pero no sin que los libros se formen bajo la vi- 
gilancia del Gobierno y con todos los requisitos nece- 
sarios para su autoridad ; considero yo que si ha de 
llevarse á nuestras provincias de Ultramar una disposi- 
ción análoga á la segunda de las transitorias del Regla- 
mento de 1870, es preferible desistir de establecer en 
ellas las oficinas del Estado civil, pues abundo en la 
opinión de los que creen que es preferible no hacer las 
cosas á hacerlas mal. 

Personal del Registro y manera de inscribir los actos del 
Estado civil. — Los funcionarios públicos deben reunir 
condiciones de honradez, constancia en el trabajo y 
aptitud para el servicio á que estén destinados. No ne- 
garé yo las dos primeras cualidades á la inmensa ma- 
yoría de los jueces municipales, á cuyo cargo se halla 
en España el Registro civil; pero no puedo reconocer 
la competencia de la mayor parte de ellos en esta ma- 
teria, ni tampoco es dable que se les exija. Así lo com- 
prendió el Sr. Montero Ríos, quien no dejó de apreciar 
los inconvenientes que por tal motivo se habían de opo- 
ner á la aplicación de la ley. Juzgaba este ilustre juris- 
consulto sumamente ventajosa la creación de un cuerpo. 
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-especial ; pero sin duda le detuvo en su pensamiento la 
cuantía de los gastos que se hubieren ocasionado por el 
crecido número de oñcinas que es preciso sostener, pues 
que siendo muchas las establecidas en la Península, 
•tantas como Ayuntamientos, no son aún bastantes, 
como lo prueban los obstáculos que se ofrecen y los 
peligros que existen en muchos casos para la presenta* 
ción de los recien nacidos y para dar el parte de las 
defunciones, ya por la falta de vías de comunicación, 
ya por la configuración topográfica del país , ya por la 
extensión de los términos municipales, dando todo ello 
motivo á repetidas quejas dirigidas al Ministerio de 
Gracia y Justicia. 

El problema que ha de resolverse consiste, por lo tan- 
to, en dotar á los Registros civiles de personal compe*- 
tente sin producir grandes gastos, y en establecer tantos 
Registros como sean necesarios para que, sin atravesar 
grandes distancias, puedan los interesados obtener las 
inscripciones de nacimiento , matrimonio ó defunción. 

Para ello he dividido las oficinas del Registro en dos 
clases. Las unas, que comprenderán grandes demarca- 
ciones, estarán á cargo de funcionarios retribuidos por 
el Estado, en quienes concurrirán cuantas circunstan- 
cias deban exigirse para el buen desempeño de sus atri- 
buciones. En ellas se practicará directamente la ins- 
cripción de los actos civiles que ocurran á menor dis- 
tancia de 5 kilómetros del punto donde se hallen esta- 
blecidas, y cuantas operaciones requieran el orden y la 
claridad con que debe conservarse la prueba auténtica 
de los actos del estado civil. La apreciación de las dis- 
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posiciones legales, sin perjuicio de las facultades de los 
superiores jerárquicos, la formación de los índices y de 
la estadística, y cuanto afecta al régimen y organización 
interior de una dependencia pública estarán encomenda- 
dos á personas de probada aptitud. Para la inscripción 
de los nacimientos, matrimonios y defunciones que ten- 
gan efecto á más de 5 kilómetros de distancia de las 
oficinas expresadas, los alcaldes ó alcaldes de barrio 
llevarán libros impresos en que se extenderá el oportuno 
asiento que ha de remitirse al encargado del Registro 
vde la demarcación correspondiente para su inscripción 
-definitiva. De esta suerte el Registro será siempre fá- 
<:il y asequible y ningún inconveniente podrá ofrecerse 
que impida la ejecución de la ley, cuyo cumplimiento, 
«n cuanto á la obligación impuesta á los alcaldes, solo 
^xige que sepan estos escribir; y quedará así resuelto 
el problema planteado, pues á la vez que se consigue 
el resultado apetecido, la retribución del personal no 
.será carga abrumadora para el contribuyente. 

Con la organización expuesta, el poder judicial no in- 
tervendrá en lo que afecta al estado civil de las perso - 
ñas, mientras no sea este objeto de controversia en 
juicio; mas no por ello podrá merecer seria impugna- 
xíión el sistema que propongo, porque el servicio de. que 
^e trata es puramente administrativo , y así puede fa- 
cilitar, pruebas para la decisión de un litigio, como ser- 
vir de base á la confección de las listas de reemplazo 
ó de censo electoral. Con tal criterio, del propio modo 
x|ue en la Península haría depender las oficinas del Re- 
^^istro civil del Ministerio de la Gobernación, en las 
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provincias de Ultramar deben encomendarse estas su- 
periores atribuciones á la Subsecretaría del respectivo- 
departamento, auxiliada de funcionarios inteligentes^ 
prácticos y ya probados, que no pueden ser otros que 
los de la Dirección de los Registros* 

Respecto á la forma en que debe crearse, según mi 
opinión, el personal que ha de tener á su cargo las ofi- 
cinas del estado civil, puede verse examinando el arti- 
culado del capítulo xii del Reglamento. Conviene que 
el ingreso en la carrera se verifique mediante oposición- 
y en condiciones tales que entre los aptos permitan^ 
elegir los más idóneos; los ascensos deben darse á la 
antigüedad y al mérito, no al favor ni al capricho; y^ 
en cuanto al castigo del funcionario que no cumpla 
sus deberes , forzoso es que el Gobierno se reserve 
facultades, que usadas con prudencia y con justicia, y^ 
nunca arbitrariamente, garanticen una pura y recta- 
administración. No procede que se lleve á cabo la re- 
moción de los empleados sin oirles y sin que medien 
causas convenientemente acreditadas ; pero como mu- 
chas veces estas causas son difíciles de probar , ó no- 
revisten importancia bastante para acordar la separa- 
ción, las penas de suspensión impuestas por los Go- 
bernadores generales y las excedencias sin sueldo por 
un término que no exceda de dos años, serán estimula 
suficiente para que los funcionarios del Estado no co- 
metan abusos que con harta frecuencia se denuncian, y 
no siempre sin fundamento. 

Estas reglas aplicables al servicio especial de que 
se trata, y las de la ley general de empleados que 
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estudio en otro lugar, mejorarían la situación pre- 
sente, que requiere pronto y eficaz remedio. La cues- 
tión del personal alto y bajo, por su importancia y al- 
cance, y porque caracteriza la rectitud é independencia 
de toda sitiíkción política, debe preocupar en primer 
término la atención de los Gobiernos. Nuestro decoro, 
nuestro prestigio y los rendimientos de las rentas van 
unidos al criterio que en este asunto se adopte. Bien sé 
yo que en nuestras provincias de América el mal se 
halla arraigado y reviste proporciones alarmantes, que 
subsistirán en tanto que exista el cebo del contraban- 
do y no desaparezcan los estímulos del fraude. Mien- 
tras nuestra legislación arancelaria no se funde en 
principios distintos de los que la informan en el día; 
mientras la producción y los elementos de riqueza que 
el país encierra no sacudan la sofocante carga que los 
mata por la asfixia , los presupuestos no se redacten 
con reformas sustanciales y no se asigne á los funcio- 
narios públicos sueldos suficientes para sufragar sus 
necesidades, se lamentarán la prevaricación y el cohe- 
cho, pero de todas suertes nadie podrá poner en duda 
los beneficios que habría de reportar una buena ley de 
empleados. 

Organizado el Registró civil de Cuba y Puerto-Rico 
sobre las bases indicadas, en la parte especial procuré 
completar la ley y el reglamento vigentes en la Penín- 
sula, é introducir en sus disposiciones variantes que 
revisten un carácter esencialmente práctico. 

No he creído oportuno separarme de la ley de 1870 
en cuanto obliga á que los recien-nacidos sean presen- 
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tados en el Registro civil para su inscripción. Aunque 
á juicio de muchos esta formalidad á nada conduzca, y 
pueda ser sustituida con ventaja por la certificación del 
facultativo que haya asistido al parto, paréceme el 
punto de trascendencia tal, que toda innovación debe 
llevar la autoridad que prestan amplios y detenidos de- 
bates y los acuerdos del poder legislativo. Pero el plazo 
de tres días para hacer la presentación es corto, y lo he 
ampliado á ocho. 

Al mismo tiempo se incluyen en la ley preceptos 
indispensables á fin de que puedan inscribirse los naci- 
mientos de personas adultas y de origen y filiación des- 
conocidos, evitando dificultades que si en la Península 
se han presentado al hacer constar la naturalización de 
subditos del imperio de Marruecos, en las islas de Cuba 
y Puerto-Rico habrían de embarazar de continuo las 
operaciones del Registro. 

Poco podía hacer en la sección de matrimonios, por 
no ser materia propia de una ley de Registro; y en tal 
concepto me fué forzoso Hmitarme á consignar el prin- 
cipio de la necesidad de inscribir todas las partidas ma- 
trimoniales para que produzcan efectos en el orden civil. 

En la sección de defunciones se preven los casos 
en que no haya facultativo que practique el recono- 
cimiento de los fallecidos, ó no sea este posible, bien 
por haber desaparecido el cadáver, como sucede con 
frecuencia en los naufragios, bien por haberse verifi- 
cado el enterramiento sin que precediera la inscripción, 
como acontece con los muertos en acción de guerra 
pertenecientes á fuerzas rebeldes, y asimismo se dictan 
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reglas precisas para hacer constar las defunciones pro- 
ducidas por hundimientos, incendios ú otros accidentes 
análogos. 

También estudié con el mayor detenimiento los me- 
dios para que la ley se cumpla fielmente cuando se 
trate de inscribir nacimientos ó defunciones que ocu- 
rran en viajes por mar, en lazaretos, hospitales ó en 
campaña. Con este objeto han de facilitarse libros im- 
presos á los contadores ó capitanes de buques y á los 
jefes de dichos establecimientos y de los cuerpos ar- 
mados; y tales son las disposiciones que se adoptan, 
que, aim luchando con la ignorancia y la apatía en el 
cumplimiento de los deberes de todo ciudadano, queda 
garantido el cumplimiento de la ley. 

Respecto á las certificaciones de asientos del Regis- 
tro, ya antes adelanté la idea de que han de expe- 
dirse inmediatamente después de practicada una ins- 
cripción, utilizando al efecto el libro de familia. Ade- 
más se dispone que el que necesite certificación de un 
Registro de cualquier punto distinto de su residencia, 
no necesita pedirla por sí ó por medio de apodera- 
do al encargado del Registro donde el acto se halle 
inscrito, sino al de su domicilio, pagando solamente, 
además de los derechos respectivos , los gastos de co- 
rreo ó de telégrafo, según el conducto por el cual 
quiera que la certificación se reclame. 

Esta medida supone un adelanto y ha de reportar 
grandes ventajas, siendo muy conveniente que los Mi- 
nistros de Gracia y Justicia y de Ultramar se pongan 
de acuerdo para que en la Península se obtengan por 
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el procedimiento expresado certificaciones de los Re- 
gistros de Cuba y Puerto-Rico y viceversa. 

Tainpoco desatendí la estadística. No desconozco 
su importancia , ni el abandono en que este servicio se 
encuentra, a^ en la Península como en las provincias 
de Ultramar. 

A pesar de los esfuerzos hechos por el personal de 
la Dirección de los Registros no ha sido aún posible 
formar una estadística completa de los actos del es- 
tado civil ocurridos en las 49 provincias. La organiza- 
ción dada al Registro por la ley vigente fué la remora 
principal que impidió la realización del fin deseado, 
hasta el punto de que, estando muy adelantados los 
trabajos de formación de un cuaderno correspondiente 
al año 1871 , hubo que desistir de terminarlo, porque 
no fué posible que n^uchos jueces municipales facilita- 
ran los datos que se les pidieron. 

No alcanzó mejor éxito la Real orden de 4 de Julio 
de 1876 que ordenaba la publicación de la estadística re- 
lativa á los nacimientos y las defunciones ocurridas en 
las capitales de provincia; así es que los trabajos de 
esta índole se hallan reducidos en la actualidad al mo- 
vimiento de población en Madrid, reunido en notables 
estados que forma el cuerpo de médicos del Registro 
civil, y al Boktin demográfico Sanitario, que se debe á la 
iniciativa de la Dirección general de Beneficencia y 
Sanidad, á la cual ignoro si se le suministran datos con 
la exactitud y puntualidad que fueran de desear. 

Mal estamos, por tanto, en materia de estadísticas 
de nacidos, casados y muertos; pero no hay datos más 
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luminosos en Cuba sobre la transformación continua é 
incesante que viene operándose en las personas desde 
^1 estado de esclavitud al de libertad, no obstante la 
-conveniencia de que fuera conocido mensualmente por 
lo menos; ni aquende ni allende los mares se han pu- 
blicado desde 1862 estados de la criminalidad en todos 
sus pormenores y del número y calidad de las penas 
impuestas por los Tribunales de justicia (i). 

Pues bien, á fin de salir de esta situación, que si hu- 
biera de servir de regla para apreciar el grado de pro- 
egreso de nuestra patria, aparecería España entre las 
naciones más atrasadas, se prescribe en la ley que ha 
de aplicarse á Cuba y Puerto-Rico la publicación diaria 
^n todas las oficinas del Registro del número de actos 
inscritos, sin perjuicio de que estos datos se compren- 
dan cada quince días en un solo estado que habrá de 
insertarse en la Gaceta respectiva, y que servirá de base 
á los resúmenes anuales que por el Ministerio de Ultra- 
mar han de formarse, y en los cuales el hombre de es- 
tado, el jurisconsulto, el higienista y en general todas 
las clases sociales tendrán mucho que estudiar. 

El lector comprenderá por lo expuesto que la^ ley del 

(i) Escritas estas líneas he visto con especial satisfacción que el ilustra- 
•^o Ministro de Gracia y Justicia, D. Francisco Silvela» reconociendo la 
importancia de la estadística criminal, ordenó su publicación por Real de- 
creto de 18 de Marzo del corriente año, inspirándose en el mismo criterio á 
•que obedecen los artículos 43 y 46 de la ley del Registro civil de Cuba y 
Puerto-Rico, publicada en la Gaceta de 10 de £nero último, donde se orga- 
niza el Registro de incapacitados y penados en forma aún no adoptada para 
la Península, así como el servicio de la estadística respectiva. 
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Registro civil de las islas de Cuba y Puerto-Rico, difie- 
re en puntos sustanciales de la vigente en la Península. 
Las adiciones y variantes introducidas, quizá na 
respondan al fin que me he propuesto al inspirarme eir 
el deseo del mejor acierto, pero son producto de con- 
cienzudo estudio y del examen de las dificultades que 
en la práctica ha suscitado la ley de 1870. 
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REFORMA DE LAS LEYES HIPOTECARIAS DE CUBA 

Y PUERTO-RICO. 

Desde 'el primer día de mi gestión ministerial pensé 
con detenimiento en la mejor manera de llevar á la 
práctica las ideas que de tiempo atrás tenia adoptadas 
como conducentes á una provechosa reforma en la le- 
gislación hipotecaria que rige en las provincias de Cuba 
y Puerto-Rico. 

Partidario de la mayor unidad posible en la legisla- 
ción , y más cuando se trata de provincias tan similares 
y cercanas entre sí , no se me alcanza razón suficiente 
para que sea una la ley hipotecaria de Puerto-Rico y 
otra distinta la que rige en Cuba. Porque aún conce- 
diendo que circunstancias excepcionales de esta última 
isla demanden disposiciones inaplicables en la otra , á 
tal necesidad debería acudirse por medio de artículos 
transitorios ó especiales, impresos á continuación de 
los títulos correspondientes , ó bien al final de una ley 
hipotecaria única, que sustancialmente no puede menos 
de ser idéntica para ambas regiones. El inconveniente 
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de la duplicidad actual , se me ofrecía como de mayor 
consideración de lo que puede parecer á primera vista. 
Importa mucho, en efecto, facilitar el estudio de las 
nuevas teorías hipotecarias planteadas en aquellas pro- 
vincias; y no es buen medio, para obtener este resultado, 
presentar simíiltáneamente dos cuerpos de doctrina, 
que, aunque en el fondo no son distintos, se ofrecen 
con todos los inconvenientes de tales, por efecto del 
orden diferente de su articulado, motivo notorio de 
confusión , y que embaraza y alarga las citas. 

Pensé , en consecuencia , en lo muy conveniente que 
sería una refundición conscientemente realizada, ya 
que no podía satisfacerme bajo este punto de vista nin- 
guna de ambas leyes ultramarinas , ni tampoco la que 
rige en la Península , cuyo desorden é incoherente re- 
dacción son reconocidos. 

Ardua era la empresa, y como tal se me ofrecía. Re- 
formar la legislación hipotecaria equivalía , en mi jui- 
cio, á producir el orden en una materia en que las leyes 
se han cuidado poco hasta ahora de esta base esencial 
del conocimiento, á poner de relieve los principios fun- 
damentales en que estriba toda interpretación, frecuen- 
temente disimulados ú oscurecidos , á elevar á ley es- 
crita las experiencias hipotecarias obtenidas , llenando 
vacíos y subsanando omisiones , á cambiar , en ñn , la 
manera de ser del Registro de la propiedad , adaptán- 
dole á una forma más expedita y sencilla. Y todo esto, 
bien se comprende , demandaba una suma de tiempo y 
de trabajo considerable. 

Precipitábanse á más andar los sucesos políticos, y 
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era cada vez más escasa mi esperanza de poder some- 
ter á la deliberación de las Cortes un cuerpo completo 
de doctrina. Ante esta improbabilidad, y considerando 
que había puntos importantes que reclamaban reforma 
urgente , la cual podía realizarse adelantando un pro- 
yecto de ley, opté por este medio presentando el de lo 
de Enero del presente año. 

En la exposición que le precede procuré explicar los 
principales fundamentos sobre que descansan las mo- 
dificaciones propuestas, acerca de lo cual poco necesito 
añadir en este lugar, porque el pensamiento se com- 
prendió bien desde el principio, y la forma de su reali- 
zación ha obtenido plácemes de publicaciones y de per- 
sonas autorizadas. 

Dos fueron los intentos que principalmente perse- 
guía ; facilitar las operaciones de registro simplificán- 
dolas, y producir la mayor claridad posible en los dere- 
chos inscritos. 

El asiento del Libro Diario y que acredita el hecho im- 
portante de la presentación de los documentos , fué lo 
primero que se me ofreció como objeto de una innova- 
ción necesaria. Su forma actual es trabajosa para la 
oficina, no ofrece en determinadas circunstancias la 
expedición suficiente, y le sustrae aciertos fines á que 
el asiento mismo debe responder. 

Un^sistema de libros encasillados en que se conten- 
gan bajo distintos y claros epígrafes las circunstancias 
esenciales en la ley prevenidas, produciría, á no dudar, 
grande economía de tiempo y de trabajo , presentando 
al primer golpe de vista, y sin el menor esfuerzo, par- 
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ticulares tan esenciales como la situación de los pre-- 
dios , los nombres de sus trasmisores y adquirentes , la 
especie ó clase . del derecho de que se trate , su valor, 
cuando consta , y otros varios datos , involucrados hoy 
y confundidos en la difusa prosa que es de uso, la cual 
hay que leer en totalidad si se quiere conocer un data 
especial cualquiera. 

El Libro Diario, llevado por el nuevo sistema, evitaría 
libros auxiliares, siéndolo á su vez de la estadística, y de 
los índices, puesto que por él, además del orden crono- 
lógico ó de entrada de los documentos , se podría pun-^ 
tualizar con la mayor prontitud cualquier dato de refe-^ 
rencia á las operaciones inscritas, suspendidas ó dene- 
gadas. La extensión de los asientos sería naturalmente 
más breve , evitándose la escritura de todos los epígra- 
fes , impresos á la cabeza de cada folio , y facilitándose 
la operación de presentar, hasta el punto de que los tí- 
tulos comprensivos de una sola ñnca solamente deman^ 
darían , por punto general, una línea de escritura en el 
Libro Diario. 

No obstante que tal era mi convencimiento, hube 
de satisfacerme con formular el modelo para cuanda 
las circunstancias permitan adoptarle, porque la exis- 
tencia de un buen número de libros en blanco del ac- 
tual sistema obligó á aplazar por entonces la confecdto 
de los nuevos. 

De otro género, encaminadas á fines distintos, y de 
adopción posible en la actualidad, son las dos reformas 
que se contienen en los siete primeros artículos del 



r 
i- 



93 

proyecto. Encamínase la primera de ellas á crear 
un asiento de presentación provisional , que se podrá 
extender en virtud de simple solicitud al Registrador, 
Jiecha por el dueño de una finca en unión de cualquier 
otra persona que intente celebrar con aquel algún con- 
trato. Tal asiento provisional subsistirá en vigor, como 
lodos los del Diario, durante treinta días desde su fe- 
cha, y si dentro de este término se presenta al Registro 
documento que acredite haberse celebrado el contrato 
de que el asiento mismo es preparatorio, se retrotraerá 
á la fecha de este la de presentación del documento, 
anteponiéndose así el adquirente ó el prestamista á 
cualquier otra persona que en el intermedio haya podi- 
do inscribir otro derecho real , incluso el dominio. 

Viene, pues, á ser el asiento provisional una verda- 
dera y útil advertencia para todo aquel que pretenda 
operar sobre fincas, respecto de las cuales existe ya una 
negociación pendiente ; y recibe así el Libro Diario una 
aplicación nueva, que ni en la ley hipotecaria de la Pe - 
nínsula, ni en las de Ultramar, le ha sido reconocida. 

Podrá otorgarse con seguridad completa, y en un 
«olo documento inscribible, cualquier venta ó impo- 
sición de gravamen ; y caerá en desuso , como falto de 
objeto, el procedimiento que actualmente* se emplea 
por las sociedades de crédito y aun por algunos parti- 
culares, y que consiste en dividir (por decirlo así) la 
continencia del acto , haciéndole consignar en dos docu- 
mentos distintos, ó sea, ima escritura condicional y un 
acta notarial de cumplimiento de la condición, en la 
cual acta debe acreditar el vendedor ó prestatario, con 
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certificación nueva del Registro, haberse inscrito la es- 
critura, y no resultar impuesta sobre las fincas ninguna 
carga desde que se inició la negociación. 

Si á la mayor sencillez , expedición y brevedad , que 
el nuevo procedimiento proporciona , se une su notoria 
baratura, se tendrá idea exacta de los efectos que debe 
producir el asiento de presentación provisional, y de la 
conveniencia de que cuanto antes se convierta esta 
parte del proyecto en un precepto legal utilizable. 

Otra dificultad , respecto del Lihro Diario, debía fijar 
mi atención. Desde que la ley ordena á cualquier fun- 
cionario ú oficina que realice una determinada opera- 
ción en el momento mismo en que le sea exigida, se 
hace indispensable que se establezcan los medios nece- 
sarios al efecto ; y si estos faltan , se recurrirá á ficcio- 
nes y subterfugios, con que aparentemente quedará 
cumplida la imprevisora disposición, pero burlada y 
desconocida en él fondo. Algo análogo ha ocurrido con 
el precepto hipotecario que obliga á los registradores 
á extender el asiento de presentación de los títulos en 
el acto de serles presentados. Pueden serlo muchos al 
propio tiempo; puede alguno, ó varios de ellos, com- 
prender crecido número de fincas , que han de relacio- 
narse con brevedad ; y dado que más de una persona 
no pueden escribir al propio tiempo en el Diario, se 
ocasionarán largas dilaciones, haciéndose imposible 
que el presentante firme en el acto el asiento, que es la 
aspiración justa, pero irrealizable de la ley, por el solo 
medio que ha puesto en práctica. 
Dos se me ofrecían como eficaces para evitar este 
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mal ; la apertura de un índice ó cuaderno especial de 
presentaciones, que después se trasladarían por orden 
cronológico al Diario; y la consignación de la nota de 
« presentado » al final del documento mismo, á reserva 
de hacer igual traslación á la brevedad posible. Com - 
paradas sus ventajas respectivas, decidí darla preferen- 
cia á este segundo medio, entre otras consideraciones 
por no aumentar los libros oficiales duplicando el 
Diario^ y por la confusión que fácilmente se originaría 
á no ser que se reseñasen en el cuaderno ó índice 
muchos particulares referentes á cada título, con lo 
cual quedaba defraudado el objeto, puesto que era 
forzoso renunciar á la brevedad apetecida. 

Se proponía, por tanto, en el art. 6.*^ que en los indi- 
cados casos de presentarse simultáneamente gran nú- 
mero de documentos, ó de que alguno de ellos com- 
prendiese muchas fincas impidiendo el uso del Diario 
para las restantes, se extendiera una nota en cada uno 
de aquellos títulos, suscrita por el registrador é inte- 
resado ó presentante y expresiva solamente del día y 
hora en que se realizaba la presentación. Así quedaba 
logrado por un medio eficaz y franco, el fin de la ley, 
y prevenida toda obstrucción en el despacho, porque 
ni el crecido número de títulos, ni el de fincas que 
comprendieran, podría ya ocasionarla. 

Pensé lógicamente con este motivo, en la posibilidad 
y conveniencia de generalizar á todos los casos y á 
todos los documentos, este medio de presentación por 
nota, y, por consiguiente, en la supresión del Libro 
Diario, medida que ya se ha indicado en más de una 
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ocasión por personas amantes del progreso y de la 
simplificación en el modo de llevar los registros. Pero 
aparte de que no se ha propuesto por nadie un medio 
de sustitución exento de inconvenientes, compréndese 
bien que tal reforma ha de engranarse con la de los 
libros de la sección de la propiedad, que la reclaman, 
por cierto, con mayor urgencia. 

Los derechos que se originan en el pacto de yeito 
debían fijar preferentemente mi atención por dos dis- 
tintas consideraciones. Es la primera la naturaleza 
especial de dicho pacto, no bien definida por las leyes 
ni sancionada de un modo unánime por la jurispruden- 
cia; y la segunda, la deficiencia de disposiciones hipo- 
tecarias que regulen de un modo expreso las facultades 
á que da origen en favor de compradores y vende- 
dores. 

Los artículos 115 de la Ley hipotecaria de Puerto- 
Rico y 121 de la de Cuba, copiando el correspondiente' 
de la peninsular, permiten que se hipotequen los bienes 
vendidos con pacto de retro, tanto por el vendedor 
como por el comprador ó adquirente. El vendedor á 
retro puede gravar con nueva hipoteca el mayor valor 
que los bienes tengan sobre lo que el comprador debe 
percibir si se rescinde la venta por el ejercicio del 
retracto; y por su parte el comprador puede constituir 
hipoteca sobre la cantidad que en el indicado caso ha 
de devolvérsele, debiendo darse conocimiento al ven- 
dedor del nuevo gravamen, para que si retrae los 
bienes antes de cancelarse este, no devuelva el precio 



97 

sin anuencia del acreedor, cuyo derecho, de otro modo, 
-quedaría fácilmente burlado. 

En estas disposiciones se contiene de un modo 
implícito el concepto de derecho real que la ley atri- 
buye al que nace del retrOy tanto en favor del que 
•enajena las ñncas como del que las adquiere con 
<iicha condición resolutoria; y con efecto, ninguno de 
los caracteres constitutivos del derecho real faltan en 
el de que se trata, ni sobre este punto se han suscitado 
<iudas. Pero han surgido acerca de la trasmisión ó 
-enajenación de este derecho por todos los títulos 
reconocidos, de la posibilidad de gravarle con cargas, 
y de su consignación en asiento propio y especial del 
Jlegistro. 

La ley 42, tít. 5.° de la 5.* Partida, de donde origi- 
nariamente provienen estas dudas, establece como 
regla general, la devolución de la cosa una vez 
reintegrado el precio, y en tal sentido favorece 
'evidentemente la opinión de que el pacto de retro 
■envuelve la reserva á favor del vendedor de un verda- 
dero derecho real. Pero como la propia ley, se entra 
luego á decidir casos particulares, en que la cosa 
vendida no se devuelve, en que haya ó no pena estipu- 
lada en el contrato, y en que lo vendido no se halle ya 
en poder del comprador, imponiendo á éste la obliga- 
•ción de pagar daños y menoscabos, no han necesitado 
más los comentaristas ni la jurisprudencia para sentar 
el principio de que la acción emanada del retro es 
personal y no real, puesto que no compete contra el 
'Sucesor singular del comprador de la cosa. Segün la 

7 
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opinión de los citados intérpretes, únicamente cuando* 
se pacta la no enajenación de la cosa por el adquirente 
á retro ^ se tendría por nula la que realizase; ó bien si 
se hubiere estipulado que vendida la cosa por segunda 
vez, se tuviere por no hecha la venta primera: pera 
notorio es que en estos casos la reivindicación de la 
finca por su dueño primitivo no se realiza por efecta 
próximo ni remoto del retro, sino de una condición 
distinta, ó pacto nuevo, añadido al contrato principal; 
y ambos supuestos caen fuera de la cuestión determi- 
nada de que se trata. 

Volviendo á ella, podrá notarse sin grande esfuerza 
la confusión y el trastorno de los buenos principios que 
envuelve aquella interpretación de las escuelas, por 
virtud de la que, se ha colocado entre las personales 
la acción de retracto convencional. Ninguna de las que 
nacen de otros retractos tiene este carácter, sin que se 
alcance el fundamento que pueda haber para otorgar á 
la comunidad ó al parentesco, que al fin no son el do- 
minio, atribuciones preeminentes respecto de las que de 
un modo expreso se reserva el dueño al enajenar su 
propiedad con una condición tan limitativa. El efecta 
necesario de esta es trasmitir al comprador un dominio 
revocable é incompleto, sin que puedan purgarle de 
este defecto de origen hechos posteriores en que el 
vendedor no interviene. 

Esto en cuanto á la naturaleza jurídica del retro. La 
observación atenta de cómo se contrae en la práctica 
este género de obligaciones persuade, todavía con 
mayor fuerza, de que convendría rectificar sin demora 
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no lo hubiese sido por las leyes hipotecarias. Sabido es 
que en la venta con pacto de retrocesión se oculta '--' 
siempre un préstamo más ó menos usurario á la j 
piedad, cuya enajenación se simula. Apetitos de I 
ó ilícita ganancia, preferencia por una forma detei 
nada de garantía, falta de bancos locales 6 provinci 
que universalicen el préstamo en más aceptables co 
ciones, hé aquí lo que principalmente cohibe al ] 
pietario necesitado de fondos, determinándole á 
onerosa enajenación, que confía poder rescindir p( 
ejercicio del pacto de retrocesión que se reserva, 1 
no respondiendo siempre los sucesos á las humí 
previsiones, suele trascurrir el término prefijado 
que el vendedor ó prestatario pueda dejar sin efí 
por el pago, un contrato en que por regla geners 
estipula un precio inferior al verdadero de la cosa 
dida, viniendo así el rigorismo excesivo de las ley 
sancionar una expropiación injusta en cuanto al exc 
Necesario es, por tanto, facilitar al vendedor las 
mas del rescate, en lo cual ninguna gracia ni favo, 
le otorga, sino que se le reconocen solamente los 
dios de disponer de lo suyo como mejor convenga é 
intereses. No basta al efecto que la ley autorice al ' 
dedor para constituir hipoteca sobre el mayor valor 
las fincas tengan; es indispensable que expresamenl 
le permita operar sobre la reserva misma con que 
lizó la venta, trasmitiendo su derecho á retraer Ó in 
ñiéndole gravámenes, tanto por última voluntad o 
por contrato. De cualquiera de estos actos se po( 
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practicar inscripciones especiales en los Registros, que- 
dando así resueltas las dudas de conformidad á la esen- 
cia del pacto y al espíritu que informó la primitiva Ley 
hipotecaria, según la cual, inscrita la condición reso- 
lutoria en el Registro, todo tercer adquirente de la fin- 
ca ha de permitir que el retracto se efectúe dentro del 
tiempo y de la forma estipulados. 

Este complemento de las disposiciones hipotecarias 
que rigen en Cuba y Puerto-Rico es lo que el proyecto 
persigue con la disposición breve, pero importante, de 
su art. 8.®, según el cual para los efectos del Registro 
se considerará derecho real el de retraer. 

La sociedad legal que se constituye por el matrimo- 
nio, 5' los derechos que en ella se originan, han ocasio- 
nado prácticas y opiniones diferentes en lo relativo á 
la libre disposición de los bienes gananciales. Sabido 
es que, sin perjuicio ni aminoración de los derechos 
que respecto del haber ganancial conceden las leyes 
al marido, en materia hipotecaria viene predomi- 
nando el principio de que aquel y su consorte cons- 
tituyen para el Registro dos personalidades diferen- 
tes; interpretación y doctrina conforme en el fondo 
con el derecho civil sustantivo , según el cual la mu- 
jer adquiere para sí la mitad de los gananciales, por 
más que no sean de su libre disposición, constante 
el matrimonio. Importa, por consiguiente, determi- 
nar con perfecta claridad en el Registro las per- 
sonas de los cónjruges cuando se trata de adquisi- 
ciones realizadas á título común oneroso, determina- 
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ción que no causa novedad alguna en los respectivos 
derechos mientras subsiste la sociedad con3rugal, y que 
previene las dificultades que surgen á la disolución de 
aquella, puesto que, inscritos los bienes en la forma 
indicada, sólo la representación legítima del cónyuge 
premuerto, en unión del sobreviviente, podrá realizar 
sobre dichos bienes actos inscribibles. A esto se enca- 
mina el art. 9.* del proyecto, en el cual se exceptúa el 
caso de que en la escritura de adquisición conste que 
esta se realiza con dinero de uno solo de los cónyuges, 
como ocurre en los bienes comprados con el importe 
de la dote ó con el precio obtenido en la venta de finca 
propia de uno de ellos, por faltar el supuesto de la cues- 
tión, que es la comunidad de adquisición que da á lo 
adquirido el concepto de bienes gananciales. 

La inscripción de las pequeñas fincas en los Regis- 
tros de la Propiedad es actualmente el fin más impor- 
tante que se ofrece á todo intento serio de reforma. No 
se pone por nadie en duda la justicia intrínseca de los 
principios que informan el sistema hipotecario ; pero á 
la posibilidad de su realización práctica se dirigen ata- 
ques, fundados unas veces en las dificultades de índole 
jurídica que surgen para proporcionarse una titulación 
solemne, y otras en la suma de gastos, de diligencias y 
de requisitos que exige esa misma titulación con rela- 
ción á fincas ó derechos de corta cuantía. 

El principio general hipotecario es que no se inscri- 
ban en los Registros de la Propiedad sino los títulos 
consignados en escritura pública, ejecutoria ó docu- 
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mentó auténtico y su conveniencia y sólido fundamen- 
to son incuestionables. Pero la experiencia acredita 
que de sostener dicho principio en todo el rigor de su 
integridad hay que renunciar á ver inscritas las pe- 
queñas fincas, más numerosas con grande exceso que 
las grandes , más fáciles en sus trasmisiones , y al pro- 
pio tiempo más necesitadas de la garantía de la ins- 
cripción como de individualización más incierta. 

Ante un estado de cosas semejante , sentido en Ul- 
tramar tan intensamente por lo menos como en la Pe- 
nínsula, debía yo meditar sobre el aludido principio 
contenido en el art. 3.* de las leyes hipotecarias de Cuba 
y Puerto-Rico, sobre el verdadero concepto de la au- 
tenticidad que debe ostentar tgdo documento inscribi- 
ble, y sobre si era dado hallar una forma de titulación 
menos dispendiosa y que escapara , sin embargo , á los 
inconvenientes y á la perturbación que ocasionaría la 
abrogación de aquel precepto , aunque sólo se dictase 
para fincas y derechos de escaso valor. 

El documento privado, convenido y suscrito por par- 
ticulares sin otra formalidad alguna, se ofrece desde 
luego como desprovisto de las condiciones que los fines 
del Registro reclaman. Expresión imperfecta y multi- 
forme de un consentimiento sobre cuya existencia que- 
dan dudas, debieron prescindir de él las leyes hipote- 
carias mientras abrigaron la esperanza de que todo acto 
traslativo del dominio, ó de los derechos reales sobre 
inmuebles, alcanzara en el ánimo de los contratantes 
importancia suficiente para ser consignado en docu- 
mento expedido por un archivo público. Mas esta aspi- 
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ración se ha desvanecido, ó aplazado su logro indefini- 
-damente, cuando menos. 

Es, en efecto, un hecho que en la actualidad se com- 
pra, permuta y hereda grandísimo número de fincas sin 
que medie en ello solemnidad alguna, y con la confian- 
za y buena fe por única garantía. Cierto que en oca- 
siones sobrevienen los naturales riesgos de la omisión; 
pero en la mayoría de los casos se sostienen estos actos 
informales y sus efectos , lo que basta para desviar del 
Registro una gran parte de la contratación y de las 
transmisiones. 

Y es que en el documento privado existe el fondo de 
una convención, que sería vano intento el de empe- 
ñarse en desconocer, y que, lejos de esto, debe utili- 
zarse, aunque con precauciones. 
. No es esto una idea nueva en el derecho patrio : la 
ley 114, título 18, de la Partida 3.*, al negar la vali- 
dez al documento privado para acreditar la venta ó cam- 
bio de bienes raíces, reconoce, no obstante , que puede 
inducirse por él la existencia del convenio, « como quier 
que faga alguna presunción ;ii y esto sentado, toda la 
cuestión queda reducida á robustecer de algún modo 
esta misma presunción legal , á fin de que sirva de base 
á un acto de Registro. 

. Basta, en mi concepto, revestirla de alguna formali- 
dad ó autenticación posterior, siempre que sea fácil, 
económica y expedita , y se me ofreció , como preferi- 
ble á otras , la ratificación ante notario. 

Aceptando, pues, respecto de la cuantía, el propio 
tipo de 300 pesos, que para la reducción á la mitad de 
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los honorarios del registrador adoptaron ambas leyes 
hipotecarias^ procuré fijar la forma de la diligencia de 
ratificación y asignar al notario un módico derecho por 
esta diligencia. 

No era, como se ve, un simple quirógrafo lo que iba 
á inscribirse en el Registro; era un documento interme- 
dio entre aquel y el protocolizado , debiendo constar 
siempre con claridad las circunstancias esenciales y,, 
sobre todo, la expresión del consentimiento ratificada 
ante el depositario de la fe pública , el cual la daría 
también de conocer á los contratantes. 

Por este medio que, aunque no esté exento de im- 
pugnación, me parece de los pocos que pueden ser con- 
ducentes al objetó, me prometía generalizar el registra 
de las pequeñas fincas, y obtener para ellas todas las 
ventajas que de la inscripción recaba siempre el dere- 
cho de propiedad. 

El muy considerable número de fincas, respecto de 
las cuales no existe titulación registrable, impuso á las 
leyes hipotecarias de la Península como de Ultramar la 
necesidad de adoptar un medio supletorio por virtud 
del cual pudiera llevarse aquella propiedad á los libros 
del Registro. Este medio lo constituyen las informacio- 
nes de posesión, y se estableció por las leyes hipoteca- 
rias de Cuba y Puerto-Rico con csirácter permanente^ 
autorizando la inscripción posesoria en favor de todo 
propietario que carezca de título escrito, cualquiera 
que sea la época en que haya tenido lugar la adquisi- 
ción. Previniéronse los trámites necesarios al efecto^ 
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mas no quedó regulada la materia de posesión inscrita, 
ni sus efectos fundamentales, como tampoco lo está en 
la ley de la Península. 

Comprendía yo bien las dificultades que ofrece este 
importante asunto, propio , en primer término del Có- 
digo civil; no obstante lo cual me pareció ofrecérseme 
ocasión oportuna de mejorar lo que existe, haciendo 
posibles en algunos casos en que no lo son actualmente 
las inscripciones de posesión, y ampliando expresa- 
mente sus efectos hipotecarios en beneficio de los ter- 
ceros. 

El principio general consignado en el art. 28 de am- 
bas leyes, es que para inscribir ó anotar títulos en que 
se transfieran ó graven bienes inmuebles, ha de constar 
previamente inscrito el derecho de la persona en cuyo 
nombre se haga la transmisión , debiendo denegarse la 
inscripción solicitada, siempre que el acto que en ella 
se pretende consignar resulte realizado por persona 
distinta de la que tiene inscrito á su nombre. Apli- 
cado dicho principio á las inscripciones de posesión, 
resultan necesariamente imposibles las de todas las fin- 
cas cuyo dominio conste del Registro á nombre de 
persona distinta de aquella que posee , ya se halle el 
asiento en las antiguas Anotadurías ó en el Registro 
moderno; y aunque por punto general hay razón para 
que esto suceda, puesto que no han de concederse á la 
posesión efectos privilegiarios sobre los que alcanzan 
otros títulos más fuertes, la naturaleza revocable y pre- 
caria del título posesorio aconseja relajar en algunos 
casos el rigor del citado art. 28, si no se quiere impo- 
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sibilitar de hecho para el Registro toda continuación de 
asientos respecto de ciertas ñncas. 

Si, con efecto, se justifica haber ocurrido el falleci- 
miento del último dueño con anterioridad, cuando me- 
nos de diez años al día en que se pretende inscribir la 
posesión; como quiera que la finca no puede continuar 
perteneciendo á persona que de tan larga fecha dejó de 
existir, la inscripción de dominio realizada á su nombre 
está de hecho caducada, y no constando del Registro 
ningún otro acto posterior á nombre de los herederos ó 
causa-habientes del finado, podrá consignarse sin. obs- 
táculo el hecho de la posesión en favor de otra persona. 

Por este medio procuraba el proyecto devolver á la 
circulación considerable número de predios, respecto de 
los cuales no es fácil proporcionarse títulos de dominio 
inscribibles, ya por las muchas transmisiones que se de- 
berían justificar, ya por la desaparición de las personas 
entre quienes aquellas se realizaron. 

Tanto para las aludidas inscripciones de posesión, 
como para las generales que se extienden en los Re- 
gistros como primeras respecto de cada finca, se dis- 
pone que si dentro de diez años, contados desde sus fe- 
chas respectivas, se presenta título de dominio en fa- 
vor de distinta persona, se inscriba este, cancelándose 
la inscripción de posesión y cuantas sobre ellas se ha- 
yan fundado; disposición que se completa con otra de 
efectos importantes, la que se contiene en el art. 14 se- 
gún la cual, trascurrido sin perturbación del que posee 
el indicado plazo de diez años, puede pedirse que la 
inscripción de posesión se convierta en otra de dominio. 
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Puesto que el Registro es el medio eficaz y único de 
hacer públicos los derechos sobre bienes inmuebles, 
lógico parece utilizarle para conceder aquel efecto na- 
tural á las inscripciones de posesión no contradichas en 
tan largo plazo, en vez de dejar completamente entre- 
gada su consolidación al dudoso resultado de un juicio 
como al presente sucede, del mismo modo que si el Re- 
gistro de la propiedad no existiera. 

No basta, en efecto, que esta oficina consigne el he- 
cho inicial de la posesión ; es preciso que alguna vez 
acredite y demuestre la consolidación. del derecho que 
en aquel se origina, lo cual, después de todo, no es otra 
cosa que sancionar la prescripción de derecho civil en 
favor del que se cuidó de inscribir, contra el descuida- 
dísimo dueño á quien ni el aviso de la inscripción po- 
sesoria, ni el, largo tiempo transcurrido, han bastado á 
sacar de su abandono. 

Pero ha de procederse en tal materia con la debida 
circunspección. Siendo la conversión de que se trata un 
acto generador de importantes efectos ulteriores, no 
debía dejarse al exclusivo arbitrio del Registro instado 
por el poseedor que ha insprito y manifiesta su deseo 
de convertir; sino que se establece un procedimiento 
de publicidad, poco costoso y el más eficaz que pudo 
idearse, á fin de que cualquier persona interesada pu- 
diera desde luego formular su oposición á la conversión 
solicitada, lo que bastaría para que el Registro suspen- 
diese el curso del expediente, reservando sus respecti- 
vos derechos á los interesados que los ejercitarían don- 
de vieran convenirles. 
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Con mayor razón debía suspenderse el curso del ex" 
pediente de conversión por efecto de anotación preven- 
tiva de demanda referente á la finca ó fincas, cuya 
conversión se haya pretendido, puesto que en tales ca- 
sos es notoria la oposición de otro interesado, estimada 
preventivamente por el juez. 

Para que la conversión de la inscripción posesoria 
en otra de dominio pueda realizarse sin más trámite 
que la solicitud del que ha inscrito aquella, seria preci- 
so el trascurso de 30 años desde su consignación en el 
Registro sin haber sido interrumpida. Tan largo tér- 
mino, trascurrido sin protesta, hace presumir la extin- 
ción de todo derecho no inscrito, y debe excusar la 
necesidad de las notificaciones y de la fijación de 
edictos. 

Fácilmente se comprende, después de expuestas, el 
objeto de estas disposiciones; que es el de colocar la 
considerable masa de propiedad inscrita por informa- 
ción en condiciones de que pueda ser objeto seguro de 
contratación, y utilizar su crédito levantando fondos 
en regulares condiciones. De aquí el que las indicadas 
reformas, aplicando en un todo el espíritu general de 
las leyes hipotecarias, se dirijan sólo á salvar los dere- 
chos del tercero que sobre tales fincas contrata, dejan- 
do en vig'or, en cuanto á lo restante, las disposiciones 
del derecho común, por las cuales continuarán regulan» 
dose las relaciones entre el poseedor, haya ó no con- 
vertido, y el verdadero dueño. 

Resta la última innovación en lo referente á inscrip- 
ciones posesorias. El art. g.* de las leyes de Cuba y 
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Puerto-Rico, siguiendo al 402 de la que rige en la 
Península , dispone que si con ocasión del examen que 
del Registro debe hacerse antes de inscribir las infor- 
maciones , hallasen los registradores algún asiento de 
adquisición de dominio ó posesión no cancelado que 
esté en contradicción con el hecho posesorio que se 
acredita por el expediente, hagan de este anotación 
preventiva si se solicita, y remitan al juez copia de 
■dicho asiento, para que, previos ciertos trámites, con- 
firme ó revoque el auto. Este medio , que desde luego 
se ofrece como impropio del objeto á que se le destina, 
y que no ha dado hasta ahora satisfactorio resultado, 
quedaba suprimido por el proyecto, previniéndose á 
los registradores que en tales casos denegasen la ins- 
<:ripción. El poseedor, si realmente podía ostentar algún 
derecho atendible , lo utilizaría ante los tribunales, de 
donde en todo caso podría recabar la inscripción por 
los medios y en las condiciones ordinarias. Nada 
aconseja alterar estas, ni la adopción de un trámite 
anómalo, como es el establecido por el indicado ar- 
tículo. 

Necesario era también moderar el rigor de la legisla- 
ción hipotecaria de Ultramar en lo relativo á cancela- 
ciones. El Real decreto de 20 de Mayo de 1880, esta- 
bleció para la Península la posibilidad de realizarlas en 
casos determinados sin necesidad de escritura en que 
los interesados las consientan, ni de ejecutoria contra 
la cual no exista recurso pendiente. Esta doctrina , que 
aunque nueva para el Registro , no lo era en el derecho 
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civil, como se demuestra por la jurisprudencia del 
Tribunal Supremo anterior á dicho decreto, és la 
misma que el proyecto aplica á las Antillas , sin que en 
este punto sean precisas mayores aclaraciones, porque 
su utilidad y su justicia, aunque controvertidas un 
tiempo, han venido á reconocerse y aplicarse con 
unanimidad en la práctica. 

Era ya un gran paso facilitar la cancelación en los 
casos ordinarios en que es de justicia realizarla sin 
consentimiento ni judicial contienda, como el decreto 
antes citado previno; pero de no haberse intentado más 
por el proyecto , la materia, aún en el caso de haberse 
convertido en ley, hubiera quedado incompleta como 
lo está en la Península. La constitución , frecuente ya 
para las grandes fincas que abundan en las Antillas, 
de obligaciones hipotecarias endosables ó al portador, 
exige que se regulen de antemano formas expeditas de 
cancelarlas. 

Las leyes hipotecarias de Ultramar transcribieron el 
art. 153 de la de la Península, según el cual la hipo- 
teca constituida para garantizar obHgaciones transfe- 
ribles por endoso , ó títulos al portador, puede cederse 
válidamente sin dar de ello conocimiento al deudor ni 
hacerlo constar en el Registro; pero como no hay 
establecida forma alguna especial de cancelar estas 
mismas obligaciones en armonía con su naturaleza , el 
proyecto procuraba subsanar esta omisión regulando la 
manera en que la cancelación debía practicarse en los 
diferentes casos á que pueden dar lugar los especíales- 
préstamos de que se trata. 



Regulábase también ta cancelación de hipoteca er 
los casos de adjudicación en pago de los Inmueblei 
sobre que se constituyó aquel derecho real, y la dt 
las hipotecas anteriores y posteriores que pudierai 
gravar á los mismos predios. No envuelve esto real- 
mente novedad alguna; es la sencilla aplicación di 
los principios que regulan la hipoteca, pero conviení 
mucho consignarlo con claridad, previniendo dudas ] 
prácticas diversas. 

El principio general hipotecario por virtud del cua 
fué establecido el expediente de liberación, debía am 
pliarse extendiendo este á un caso nuevo, el de lo: 
gravámenes inscritos sobre fincas determinadas, per< 
que habiéndolo sido en época remota, ha lugar á pre 
sumir su ineficacia, presunción que todo interesad' 
podrá combatir acudiendo á formular su protesta en e 
expediente de liberación. El término de 30 años desdi 
el último asiento practicado ha parecido suficiente par. 
autorizar la liberación respecto de tales gravámenes 
no dispensándoles, sin embargo, de ninguna de la 
formalidades que para los generales no inscritos está 
prevenidas. 

La indicada disposición, que hace posible libera 
gravámenes inscritos, facilitaría en un buen númer 
de casos la contratación sobre fincas que estando d 
hecho libres de cargas resultan con ellas en el Registre 
Es además armónica con la adoptada en el proyect 
respecto del art. 28 de la Ley, permitiendo en detei 
minados casos la inscripción de posesión no obstan! 
hallarse inscrito el dominio; y representa bajo otr 
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punto de vista, una facilidad estimable para la cance- 
lación de asientos defectuosos, que existen en gran 
número en las Anotadurías. 

La inspección de los Registros de la propiedad es 
asunto del mayor interés, sobre todo en los primeros 
años del planteamiento del sistema hipotecario. Si ha 
de practicarse con fruto , exige en los funcionarios que 
la realicen, una preparación que desgraciadamente no 
es común entre el personal de la judicatura, de que se 
sigue la precisión de confiarla á funcionarios especiales 
con las suficientes condiciones de independencia y de 
imparcialidad. 

Esto no obstante , y mientras el servicio pueda orga- 
nizarse en las condiciones apetecidas, procuré en el 
proyecto conservar Jas visitas que en la actualidad 
•practican los delegados, aunque convirtiéndolas en 
semestrales y limitando la inspección á la parte mate- 
jrial ó externa de la oficina , que es lo que en realidad 
suele inspeccionarse por los jueces. Ocioso es consig- 
nar, después de esto , que mi pensamiento no se con- 
tiene en estas disposiciones del proyecto, que deberán 
modificarse, sustituyéndolas por una inspección-verdad 
tal como la reclaman las dificultades de la materia y 
los altos intereses confiados á los Registros. 

Para explanar en un cuerpo legal completo mis 
ideas sobre los puntos precedentes, y otros de no 
menor interés , terminaba el proyecto solicitando auto^ 
rización para refundir en una sola las dos leyes hipo- 
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tecarias de las Antillas. En el indicado trabajo, que 
meditaba, hubieran hallado propia cabida, y la amplia- 
ción conveniente , disposiciones de índole muy diversa, 
quedando así resueltas muchas dudas y mejorado lo 
que existe. 

Proponíame principalmente facilitar, cuanto ser pu- 
diere, la marcha de los Registros cambiando su forma. 
Tal como en la actualidad se halla establecida, ofrece 
á cada paso en partidos de alguna contratación dificul- 
tades insuperables. Retraso en las presentaciones, 
tarea material abrumadora , complicación en todas las 
claves , que entorpecen en lugar de servir de auxilio ; y 
por resultado de todo la carestía del servicio , la irres- 
ponsabilidad del registrador, ó la suprema injusticia 
con que á las veces se le hace responsable. 

Abrigo la convicción profunda de que la actual 
manera de ser del Registro envuelve un vicio funda- 
mental que urge destruir por la acción eficaz de una 
ley nueva , en que conservando los principios cardina- 
les, que realmente.no tienen sustitución, se perfec- 
cione su desarrollo mediante un sistema distinto. 
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APÉNDICES. 



PARTE PRIMERA. 

SECCIÓN OFICIAL. 



Madrid 21 de OcEubrc de 1SS3. 

El Ministro de Ultramar al Gobernador gene 
Puerto-Rico. 

tCon propósito fomentar Instrucción pública e: 
tilla, queda V. E. autorizado para plantear Ei 
profesional proyectada dentro crédito presup 
conforme espíritu reglamento consultado y sin [ 
cío resolución definitiva, vistos dictámenes Indis] 
bles, nombrando personal interino necesario pa: 
señanzas más urgentes. • 



Puerto-Rico 15 de Octubre de 1SS3. 

El Gobernador general al Ministro. 

«Con entusiastas demostraciones de júbilo de 
las clases sociales y de las corporaciones, centros 1 
les, científicos, bteraríos y de recreo, asociados 
prensa periódica se ha recibido aquí la autoris 
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de V. E. para el planteamiento de la i 
nal: en nombre, pues, de estos agrai 
habitante^, de cuyos unánimes sentimi 
térprete y en el mío doy á V. E. expre 
el inmenso beneñcio que ha dispensadc 
con aquella oportunísima dispoáción.ii 



NUMERO 2. 



REAL DECRETO. 



A propuesta del Ministro de Ultramar y de acuerde 
con el Consejo de Ministros, vengo en decretar lo si 
guíente: 

Art. i.° Se autoriza al Gobernador general de h 
isla de Cuba, para que, siempre que las necesidades de 
servicio lo requieran, acuerde la traslación de los fun 
cionaríos de la Administración civil ó económica á otro 
destinos en dichas carreras y de igual categoría á lo 
que desempeñen. 

Art. 2." El Gobernador general dará cuenta al Go 
bierno de las resoluciones que adopte en uso de l¡ 
autorización que se le confiere en el artículo anterior 

Art. 3.° Por el Ministerio de Ultramar, se dictará) 
las órdenes oportunas para la ejecución de lo preventd< 
en este decreto. 

Dado en Palacio á quince de Noviembre de mi 
ochocientos ochenta y tres, — ALFONSO.— £/ Mims 
tro de Ultramar, Estanislao SuArez Inclín, 
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NÚM£RO 3 



EXPOSICIÓN. 

Señor: La necesidad de introducir en el proyecto del 
plan de carreteras para la isla de Cuba algunas iiio(K- 
ficaciones que reclamaban los intereses generales de 
aquellas provincias» y la necesidad de atender en los 
trazados de tales vias de comunicación, no sólo á los 
elementos de riqueza del país, sino á las condiciones 
de defensa de aquel territorio, impidió que este plan se 
sometiera á la sanción de V. M. al mismo tiempo que 
el decreto de i.* de Junio del corriente año, en virtud 
del cual rige en aquella isla la ley de Carreteras análo- 
ga á la de la Península. 

Llenados ya todos los requisitos que faltaban; limi- 
tado el plan de carreteras únicamente á las más nece- 
sarias y que tienen un interés más directo para el Es- 
tado; comprendidas todas bajo la misma denominación 
y agregando á ellas, de acuerdo con el ramo de Guerra, 
las que más especialmente interesan á la defensa de 
aquel territorio, se ha formado el adjunto plan ó rela- 
ción de tan importantes vías de comimicación, colocán- 
dolas por el orden que más interesan. 

Entre estas carreteras hay algunas que han de seguir 
la misma dirección y servir idénticos intereses que los 
ferrocarriles considerados ya como preferentes para su 
ejecución; y como debe evitarse la construcción de dos 
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vías de comunicación paralelas, cuando tanta necesidad 
hay de ellas en la isla y tan escasos recursos existen 
para ejecutarlas, y no estando, por otra parte, deter- 
minado cuándo y cómo han de realizarse ciertas líneas 
de caminos de hierro, conviene no suprimir del plan 
tales carreteras, sin perjuicio de tomar en cuenta opor- 
tunamente sus circunstancias. 

Por estas consideraciones el Ministro que suscribe, 
de conformidad con la Junta consultiva de Caminos, 
Canales y Puertos, y con el parecer del Consejo de 
Ministros, tiene la honra de someter á la aprobación 
de V. M. el adjunto proyecto de decreto. 

Madrid 22 de Noviembre de 1883. — Señor: A 
L. R. P. de V. M. — Estanislao Suárez Inclán. 



REAL DECRETO. 

Atendiendo á las razones que Me ha expuesto el Mi- 
nistro de Ultramar, y de acuerdo con el Consejo de 
Ministros, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo i,° El plan general de carreteras que ha 
de regir en la isla de Cuba para los efectos del art. 5.® 
de la ley mandada aplicar por Real decreto de i.* de 
Junio del corriente año comprenderá las siguientes: 

De Holguín á Gibara por Auras. 

De Victoria de las Tunas á Manatí. 

De Bayamo á Manzanillo. 

De Santa Catalina de Guaro al puerto de Tánamo 
por Sagua de Tánamo. 

De Victoria de las Tunas á Holguín. 



De Holguín á Jiguaní por Cacocum. 

De Puerto Príncipe al surgidero de San 

De Santa Clara á Sancti Spiritus por Ji| 
nía de Soto, Fernández (estación del ferroi 
nidad) y Banao. 

De la de Guanajay al Masiel á Cabanas. 

De Bahía Honda al embarcadero de Sabi 
San Cristóbal. 

De Holguín á Sabanilla del ferrocarril < 
Tacamar y Mayan. 

De Pinar del Río al embarcadero de S 
por Río Hondo y Consolación del Norte. 

De Pinar del Río al embarcadero de Ba: 
Juan y Galafre. 

Del embarcadero de Bailen al de los 
Guane y Mantua. 

De Santa Catalina de Guaro á Baracoa. 

De Cabanas á Bahía Honda por San DÍe¡ 

De Cienfuegos á Trinidad por Arimao 
Cabaiguán. 

Carreteras que interesan A la defensa del ii 

De Tunas á Puerto del Padre. 

De Puerto Príncipe á la Guanaja. 

De San Jerónimo á Vertientes. 

De Bahía Honda á Mantua. 

De Santiago de Cuba á Vicana por el C 
y Zarzal. 

Art. 2.» Las carreteras comprendidas 
de los dos grupos han de estudiarse y cor 
el orden en que están colocadas. 

Art. 3.° Se suspenderá el estudio ó con 
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cualquiera de las carreteras cuyo trazado general hu- 
biere de seguir la dirección de un ferrocarril que se 
hallase en vías de ejecución. 

Dado en Pídacio á veintidós de Noviembre de mil 
ochocientos ochenta y tres. — ^ALFONSO. — El Ministro 
de Ultramar^ Estanislao Suárez Inclán. 
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NtJMERO 4. 



EXPOSICIÓN. 



Señor: El precepto contenido en el art, i.** de la ley 
de abolición de la esclavitud de 13 de Febrero de 1880 
trasformó la condición de los siervos, dándoles los de- 
rechos de los ingenuos, y en consecuencia, no es lícito 
aplicarles los castigos del cepo y del grillete que esta- 
bleció el art. 36 del reglamento aprobado en 2 de Julio 
del mismo año. 

Hay, pues, necesidad de restablecer el recto sentido, 
la genuina aplicación de la ley, y ninguna ocasión más 
oportuna pudiera ofrecerse para ello y para hacer pa- 
tentes los magnánimos sentimientos de humanidad y de 
progreso que enaltecen el carácter de V. M. como la 
del día que recuerda el de su natalicio. 

Tales son los objetos que se propone el Ministro que 
suscribe, al someter, de acuerdo con el Consejo de Mi- 
nistros, á la aprobación de V. M. el siguiente proyecto 
de decreto. 

Madrid 27 de Noviembre de 1883. — Señor: A 
L. R. P. de V. M. — Estanislao Suárez Inclán. 

REAL DECRETO. 

A propuesta del Ministro de Ultramar, de acuerdo 
con el Consejo de Ministros, y de conformidad con el 
Consejo de Estado en pleno. 

Vengo en decretar lo siguiente: 
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Artículo I.* Quedan suprimidos los castigos del 
cepo y del grillete que establece el art. 36 del regla- 
mento para la aplicación de la ley de 13 de Febrero 
de 1880, aprobado por Real orden de 2 de Julio del 
mismo año. 

Art. 2.** Las faltas de los patrocinados pueden ser 
castigadas por los patronos, en virtud de la facultad 
tutelar que la ley les concede, con la disminución de 
los estipendios mensuales proporcionalmente á la cali- 
dad de la falta del patrocinado, hasta el límite del im- 
porte de los jornales de un mes, ó con encierro y ais- 
lamiento en las horas y días de descanso por un plazo 
máximo de veinticuatro horas. 

Dado en Palacio á veintisiete de Noviembre de mil 
ochocientos ochenta y tres. — ALFONSO. — El Minis', 
tro de Ultramar, Estanislao Suárez Inclák. 
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NÚMERO 5. 



REAL DECRETO. 



Para establecer las debidas condiciones de reciproci- 
dad entre el comercio de la isla de Cuba y el de los 
Estados-Unidos, y sin perjuicio de lo que se resuelva 
al redactar los Aranceles en estudio para la expresada 
isla, procurando con urgencia fundar sólida y equitati- 
vamente nuestras relaciones mercantiles con aquella 
República, y armonizar todos los intereses, de confor- 
midad con lo informado por la Sección de Ultramar 
del Consejo de Estado á propuesta del Ministro de Ul- 
tramar y de acuerdo con mi Consejo de Ministros. 

Vengo en derogar el art. 5.® del Real decreto de 12 
de Marzo de 1867, en que sé disponía que las mercan- 
cías procedentes de los Estados Unidos conducidas en 
bandera española pagarán á su importación en la isla 
de Cuba los derechos señalados en el Arancel á las mis- 
mas mercancías en bandera extranjera, cuya medida 
empezará á regir á los 30 días de publicado este decre- 
to por los cónsules y vicecónsules de España en los pe- 
riódicos oficiales de las respectivas localidades. 

Dado en Palacio á veintiséis de Diciembre de mil 
ochocientos ochenta y tres. — ALFONSO. — El Minis- 
tro de Ultramar, Estanislao SuArez InclAn. 
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NÚMERO 6. 



DIRECCIÓN GENERAL 

DE 

ADMINISTRACIÓN CIVIL DE FILIPINAS. 

Excmo. Sr.: Por Real orden núm. 623 de 26 de Ju- 
lio último, se traslada á V. E. el dictamen que ha emi- 
tido la Sección de Ultramar del Consejo de Estado, en 
el expediente sobre reforma del régimen municipal de 
los pueblos de este Archipiélago, á fin de que V. E. dé 
cumplimiento á los extremos que en el mismo se pro- 
ponen y han sido aceptados por el Gobierno de S. M. 

Al estudiar aquel alto cuerpo tan delicado y trascen- 
dental asunto, ha encontrado el referido expediente 
sin la preparación necesaria, falto de los fundamentos 
y datos que juzga indispensables para proponer los tér- 
minos de llevarla á cabo, lo cual le ha movido á pedir 
la ampliación del mismo, de la manera que cree menes- 
ter, para verificar con acierto, aquella importantísima 
reforma. 

Es innegable, Excmo. Sr., que los municipios no han 
tenido hasta ahora existencia en estas islas y que dada 
la forma rudimentaria con que se crearon las princi- 
palias, su acción se ha visto siempre y se ve hoy total- 
mente anulada y en absoluto 'sustituida por la de la Ad- 
ministración Central, á tal extremo, que, con rigorosa 
propiedad, puede decirse que hasta hace las veces de 
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Ajmntamiento en cada localidad, puesto que no deja á 
los pueblos la más pequeña facultad para resolver, ni 
aun siquiera iniciativa en la gestión de sus intereses, 
ni en el régimen de las funciones que por naturaleza 
debieran serle peculiares. Los jefes de cada circuns- 
cripción local, que se denominan Gobernadorcillos y 
esas especies -de corporaciones municipales llamadas 
príncipalias, no son, en realidad, sino simples auxilia- 
res del poder central, careciendo de las atribuciones 
más insignificantes en la administración y dirección de 
los intereses procomunales. 

No es de la ocasión presente el examinar si semejan- 
te estado ha de considerarse natural producto de los 
tiempos y especiales condiciones en que estos pueblos 
se constituyeron. De cualquier modo que sea, parece 
incuestionable que el desarrollo lento, pero constante, 
que este país viene experimentando en todos sus esta- 
dos, ha ido poniendo de relieve y haciendo sentir los 
grandes inconvenientes y los graves males que al bie- 
nestar de los pueblos ofrece tan anómalo sistema. Pen- 
sar en su reforma había de ser, por tanto, cosa inevi- 
table, y en efecto, vemos que de algunos años á esta 
parte viene estudiándose sin descanso, en varios pro- 
yectos formulados para intentarla. 

Pero sin duda por esa vacilación y temor con que se 
emprende todo tránsito radical, es lo cierto, que de 
aquellos proyectos ninguno provee á la verdadera nece- 
sidad sentida, que es dar vida propia y cierta al munici- 
pio. El último de ellos, que es el que parece haber teni- 
do á la vista el Consejo de Estado, á semejanza de los 
demás, no los establece con su verdadera naturaleza, 
pues si bien crea los alcaldes y unas corporaciones aná- 
logas en la forma á los Ayuntamientos, no les asigna, 
en suma, otras funciones que las mismas que hoy ejer- 
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cen los Gobernadorcillos, ministros de justicia y prin- 
<:ipalías, encaminándose más bien, á definir, reglamen- 
tar y regularizar dichas funciones; pero de ningún 
modo rompe con la centralización actual; no establece 
la administración municipal efectiva; no da al conse- 
jo facultades para disponer de su hacienda; ni señala á 
esta sus recursos y sus gastos, ni regula su contabilidad; 
no fija finalmente, los deberes y derechos del munici- 
pio y de los vecinos, en sus recíprocas relaciones. Y fal- 
tando todas estas cualidades en aquel proyecto, que 
son la esencia del organismo municipal, claro es que 
no contiene una verdadera reforma del sistema actual 
sino la consagración del mismo, bajo formas más regu- 
lares y definidas. 

Semejante deficiencia ha llamado tanto la atención 
del Consejo de Estado, que se resuelve en su dictamen 
por abandonar todo intento de reforma, si no ha de 
realizarse en las debidas condiciones. Y en efecto para 
<:rear municipios sin vida propia, preferible es no crear- 
los ciertamente, pues de aquella suerte solo se lograría 
liacer más palpables los males del sistema y evidenciar 
lo ilusorio del remedio que se aplicaba. 

Tiempo es ya de romper con injustificadas preocupa- 
"ciones. Con la exagerada centralización de hoy, no 
es posible que los pueblos obtengan desarrollo efectivo 
«n sus intereses materiales; que haya buenas comuni- 
caciones, ni servicio alguno local, en una palabra. Con 
ella además se rebajan las funciones de la Administra- 
ción superior, que no debe ejercer sobre los pueblos 
sino la alta dirección y el protectorado que componen 
la esencia de su misión respecto é ellos. Téngase con- 
fianza en las aptitudes del pueblo indígena para el ma- 
nejo de la hacienda local, que si es cierto que hoy solo 
alcanzan un grado muy relativo de desenvolvimiento. 
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con una legislación prudente y previsora, al lado de 
una dirección y vigilancia inteligente y eficaz y sin dar 
de pronto al municipio todo lo que por naturaleza le 
corresponde, es seguro que se obtendrán los resultados 
apetecidos, dando un gran paso en el camino de la 
prosperidad de estas islas. 

Resuelta la Sección de Ultramar del Consejo de Es* 
tado en el sentido de que se organicen los Ayuntamien- 
tos en la forma antes dicha, se vio empero imposibili- 
tada de formular un proyecto de ley concreto, en armo- 
nía con sus propósitos, por no encontraren el expediente 
los materiales adecuados; cosa que no es de extrañar, 
si se tiene en cuenta que no habiendo presidido al ini- 
ciarse la reforma el intento de conferir á los Ayunta- 
mientos la gestión económica, no era de necesidad acu- 
mular los elementos que ^hora se echan de menos. 

La Sección reclama antecedentes para fijar las bases^ 
sobre que han de formarse las escalas y categorías de 
los municipios; para determinar sus necesidades y re- 
cursos en orden á las condiciones del territorio, y todos 
los demás datos necesarios para fundar un organismo 
municipal adecuado al estado del país ; antecedentes y 
datos que concreta en el interrogatorio que al efecto 
ha formulado y que se acompaña á la Real orden de 
que el jefe que suscribe tiene la honra de dar cuenta 
áV. E. 

Tarea grave y complicada es en verdad, la que de- 
manda aquel alto Cuerpo; pues dada la magnitud del 
asunto sobre que versa , la falta casi completa de los 
datos estadísticos que se necesitan y la insuficiencia de 
los medios de que esta Administración dispone para. 
adquirirlos, máxime si se tiene en cuenta la urgencia 
con que se piden, su realización tiene que presentarse, 
por necesidad, erizada de dificultades. Cumpliendo, sin 



131 

embargo, el Director que suscribe las terminantes ór- 
denes de V. E., conocedor como es, de lo inquebran- 
table de sus decisiones cuando se trata de asuntos que, 
como el que nos ocupa, han de redundar en beneficio 
general del país, emprende el trabajo decididamente y 
confiado en que el celo y buen deseo de todos, suplirá 
la carencia ó deficiencia de los medios, para ver si se 
logra al fin ejecutar lo que el Gobierno de S. M. pre- 
viene y V. E. desea, si no con exactitud matemática, 
al menos con una aproximación tal que ofrezca garan- 
tías de acierto. 

Respecto de los otros puntos que comprende el inte- 
rrogatorio, parece lo más acertado adoptar el procedi- 
miento de información que la misma Sección de Ultra- 
mar del Consejo de Estado, viene á indicar al haber 
formulado el suyo, y que es sin disputa el más adecua- 
do para asunto tan complejo y tan capital como el de 
que se trata ; pues oyéndose el parecer de las corpora- 
ciones y entidades más autorizadas, se abre ancho 
campo y pueden conocerse todas las fases de las cues- 
tiones que han de tratarse, obteniéndose así seguros in- 
dicios para resolver en su día con pleno conocimiento 
de causa. 

Resta al jefe que suscribe llamar la atención de V. E. 
sobre uno de los extremos de la Real orden, que se 
refiere á la cuestión planteada en el penúltimo capítulo 
del interrogatorio de que nos ocupamos. Se pregunta 
en él si sería conveniente organizar parcialmente la 
reforma municipal, comenzando por las Secretarías de 
los' Ayuntamientos. La Sección en su dictamen se in- 
clina claramente por la afirmativa. 

Mas si la conveniencia de anticipar la organización 
de las Secretarías, reconocida por todos y muy espe- 
cialmente por V. E., se aplaza á consultarla al tiempo 



13a 

de remitir aquel trabajo, es evidente que aunque se 
acepte por el Gobierno de S. M., vendrá á ser inútil, 
en cuanto al objeto que se busca anticipando su plan- 
teamiento, que es el de servir de preparación á la total 
reforma municipal. 

Por otra parte, siendo esas Secretarías, más que 
convenientes, necesarias, ajín en el caso de que no lle- 
garan á crearse los Ayuntamientos , no hay razón nin- 
guna para dilatar la resolución de lo que á ellas se re- 
fiere. 

Estos motivos parecen de importancia bastante para 
proponer á V. E. el que se forme expediente por sepa- 
rado respecto al referido capítulo penúltimo del inte- 
rrogatorio. 

Fundado en las anteriores consideraciones el Direc- 
tor general que suscribe entiende, que para el mejor 
cumplimiento de lo dispuesto en la Real orden de refe- 
rencia, es conveniente que Y. E. se sirva aprobar el 
adjunto decreto que tiene el honor de someter á su con- 
sideración. 

Manila 31 de Diciembre de 1883. — ^' Rufz Mar- 
tínez. 



GOBIERNO GENERAL DE FILIPINAS. 

ADMINISTRACIÓN CIVIL. 

De conformidad con lo propuesto por la Dirección 
general de Administración civil, este Gobierno general 
viene en decretar lo siguiente: 

I .• La expresada Dirección procederá con la mayor 
urgencia á adoptar las disposiciones y practicar losfara- 
bajos que sean necesarios para el más exacto cimipli- 
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miento de cuanto se dispone en la Real orden de 26 de 
Julio último sobre reforma del régimen municipal en 
estas islas y en el presente decreto. 

2.° Con el fin de obtener los datos que den á cono- 
cer la importancia absoluta y relativa de los distintos 
pueblos del Archipiélago y sirvan de fundamento indis- 
pensable para su clasificación, como entidades munici- 
pales, se crea en cada pueblo una Junta compuesta del 
R. C, párroco Como presidente, del gobernadorcillo 
como vicepresidente, y como vocales, del maestro de 
escuela, jueces de sementeras y de ganados y dos ó tres 
principales de los que gocen de mejor fama de aptitud. 
En la ciudad de Manila desempeñará este cometido su 
Ayuntamiento. 

Para la dirección y resumen de estos trabajos se crea 
igualmente en la cabecera de cada, provincia, á excep- 
ción de Manila, para la que se dictarán disposiciones 
especiales, una Junta compuesta del jefe de aquella 
como presidente, del juez de primera instancia como 
vicepresidente, y en su defecto, del administrador de 
Hacienda pública ó del interventor, y como vocales 
del administrador de Hacienda donde no ejerza funcio- 
nes de vicepresidente, del R. C. párroco, del jefe de la 
Guardia civil, ayudante de montes, dos vecinos dedi- 
cados al comercio y otros dos á la industria y á la agri- 
cultura, elegidos por los jefes de provincia. 

3.* Tan luego se hayan adquirido los datos y noti- 
cias que se requieren , el expresado centro procederá á 
resumirlos ordenadamente y á redactar un anteproyec- 
to de las bases que podrán servir para resolver los ca- 
pítulos A, B, C, E y F del interrogatorio que acompa- 
ña á la misma Real orden. 

4.® Practicada que sea la anterior disposición se re- 
mitirán al mismo tiempo á los MM. RR. Prelados dio- 
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cesanos, provinciales de las órdenes religiosas, Junta 
de agricultura, industria y comercio, Sociedad Econó- 
mica de Amigos del País y directores de los periódicos 
de esta capital, copias de los capítulos A, B, C, F, G, 
H y J del referido interrogatorio, del resumen de los 
datos que se obtengan y del anteproyecto prevenido en 
la disposición anterior para que se sirvan informar so- 
bre dichos capítulos cuanto se les ofrezca y parezca- 
fv 5.^ Producidos estos informes se unirán á su expe- 
diente y se pasarán sucesiva y respectivamente á la 
presidencia de la Audiencia de este territorio, á la In- 
tendencia general de Hacienda y al Consejo de Admi- 
nistración para que emitan dictamen detallado acerca 
de todos los capítulos del interrogatorio, excepción he- 
cha del penúltimo. 

6.° Cumplidos estos trámites, la Dirección general 
de Administración civil consultará á este Gobierno gene- 
ral, en acuerdo, la solución definitiva de dichos capítu- 
los, proponiendo á la vez el proyecto que previene el 6.® 

7." El expresado centro procederá con urgencia á 
dar cuenta por separado del capítulo penúltimo del in- 
terrogatorio de referencia. 

S.' Asimismo procederá á la formación del oportu- 
no expediente del crédito necesario para sufragar los 
gastos que la ejecución de este decreto haga precisos. 

g.^ Oficiase atentamente á los excelentísimos é ilus- 
trísimos Prelados, RR. PP. Provinciales de las órde- 
nes religiosas y á los Excmos. Sres. Intendente gene- 
ral y Presidente de la Real Audiencia para que encar- 
guen á sus respectivos subordinados la más activa y 
eficaz cooperación en el cumplimiento del importante 
servicio de que se trata. 

Manila 31 de Diciembre de 1883. — ^Jovellar. 
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DIRECCIÓN GENERAL 

DE ADMINISTRACIÓN CIVIL DE FILIPINAS, 

En cumplimiento de lo ordenado por el excelentísi- 
mo señor Gobernador general en decreto de fecha 3 1 
de Diciembre para llevar á efecto la Real orden núme- 
ro 623 de 26 de Julio último, y en uso de las facultades 
concedidas por el mismo, esta Dirección dispone ló si- 
-guiente: 

I.** Los jefes de provincia procederán con la mayor 
urgencia y actividad á constituir las Juntas locales y 
provinciales á que dicho decreto se refiere, dando cuen- 
ta inmediata de haberlo efectuado y distribuyéndoles 
los estados impresos que se remitirán al efecto por esta 
Dirección general. 

2.^ Las Juntas locales serán las encargadas de la 
adquisición de los datos respectivos á cada pueblo, con- 
signándolos en los estados antes referidos. Dependerán 
inmediatamente de la Junta central de su provincia, á 
la cual deben dirigir las consultas que se les ofrezcan 
para el mejor cumplimiento de su encargo, remitién- 
doles sus trabajos y observando las indicaciones y rec- 
tificaciones que aquella les prevenga. 

Dichas Juntas podrán reclamar, siempre que lo con- 
sideren necesario, el auxilio de los agrimensores ó prác- 
ticos que se encuentren en la localidad , así como el de 
las personas de reconocida competencia, para la ejecu- 
ción de los trabajos propios de su cometido. 

3.** Las Juntas provinciales tendrán á su cargo: di- 
rigir los trabajos de las locales, haciéndoles las preven- 
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ciones que juzguen convenientes para su mayor exac» 
titud y ordenándoles la rectificación de los que adolez— 
can de cualquier defecto 6 irregularidad; evacuar las 
consultas que estas les dirijan y resumir, en estados y 
relaciones generales, los de todos los pueblos de la pro- 
vincia, remitiendo unos y otros, con una Memoria que 
redactarán para la mejor inteligencia de los datos ad- 
quiridos, al jefe de aquella. 

4." Los jFuncionarios del cuerpo de Montes y los 
auxiliares de Fomento coadyuvarán, en cuanto sea com- 
patible con sus ocupaciones ordinarias, á los trabajos 
de las Juntas locales y provinciales en la forma que es- 
tas determinen. Al efecto, y por lo que respecta á 
aquellos, la Inspección generad del ramo deberá comu- 
nicar las órdenes convenientes. 

5.* Las Juntas locales adquirirán y las provinciales 
resumirán, en su jurisdicción respectiva, los datos si- 
guientes: 

A. Número de habitantes que en la actualidad re- 
siden en cada uno de los pueblos de la respectiva pro- 
vincia. Nombre y número de habitantes de cada una 
de las agrupaciones, barrios ó visitas afectos á los pue- 
blos. 

B. Extensión superficial del territorio que com- 
prende cada pueblo, expresada en leguas cuadradas, 
porción de dicha extensión superficial que se halla 
destinada á toda clase de cultivo, la que se halle desti- 
nada á pastos y la que está inculta y sin ningún apro- 
vechamiento; extensión que de estas porciones perte- 
nezca respectivamente al Estado, á los pueblos, á cor- 
poraciones civiles ó religiosas y á particulares. 

C. Ganado existente en cada localidad con expre- 
sión de su número, clase y destino. 

6." Las mismas Juntas adquirirán y resumirán los 
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datos necesarios á formar para cada jurisdicción , rela- 
ciones expresivas: 

A. De las fincas rústicas y urbanas que sean propie- 
dad del común de vecinos de cada pueblo y de cuantas 
pertenencias les correspondan, con expresión del valor 
aproximado de las mismas y utilidades ó productos que 
rindan ó sean susceptibles de rendir anualmente. 

B. De las producciones agrícolas que en cada pue- 
blo se obtienen, con expresión de sus clases y calida- 
des, importancia media de cada cosecha al año 'y pre- 
cios que alcanzan en los mercados. 

C. De la industria, comercio ó granjeria á que se 
dediquen los vecinos de cada localidad, con expresión 
de los productos aproximados que de ellas obtengan 
anualmente por término medio. 

7.* Terminados que sean los trabajos conferidos a 
las Juntas provinciales, los alcaldes mayores ó gober- 
nadores PP. MM., presidentes de las mismas, remiti- 
rán á esta Dirección general los estados-resúmenes de 
los datos adquiridos para las locales^ , acompañados de 
la Memoria á que se refiere la regla 3.* y de un infor- 
me en que hagan constar sus observaciones personales. 

8.® Por el negociado respectivo se procederá á la 
formación del oportuno expediente para adquirir los 
impresos necesarios al objeto á que este decreto se re- 
fiere. 

Manila 5 de Enero de 1884. — R» Ruíz Martínez. 
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DIRECCIÓN GENERAL 

DE ADMINISTRACIÓN CIVIL DE FILIPINAS. 

Circular, 

En la Gaceta de hoy podrá ver V. S. el decreto del 
Excmo. Sr. Gobernador general, relativo á la organi- 
zación de los trabajos que deben llevarse á cabo, para 
determinar la importancia absoluta y relativa de todos 
los pueblos de este Archipiélago. 

Trátase de dar cumplimiento á órdenes que el Go- 
bierno de S. M. ha dictado para preparar y establecer 
la reforma del régimen municipal en el Archipiélago, 
creando Ayuntamientos en condiciones adecuadas al 
estado de estos pueblos. No ha de encarecer á V. S, el 
jefe que suscribe lo trascendental de esta reforma, ni 
los grandes resultados que para el bienestar y prospe- 
ridad del país ha de producir, por lo que desde luego 
lo comprenderá S. S.; pero si se han de obtener esos 
resultados, necesario es llevar á la práctica tan impor- 
tante reforma, con previsión y acierto, lo cual solo ha 
de lograrse poniendo todos y cada uno de los que esta- 
mos llamados á contribuir á su planteamiento el mejor 
buen deseo y la mayor actividad. 

Los datos, cuya investigación se ordena por la auto- 
ridad superior de estas islas, son los que especifican los 
estados que se publican en la Gaceta , juntamente con el 
decreto referido y se encaminan á conocer el estado de 
desarrollo de este país en orden y proporción á su po- 
blación, producción y riqueza para deducir las bases 
sobre que han de formarse las escalas y categorías de 
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los Municipios, determinar sus necesidades y recursos 
en lo relativo á la condición del territorio y cuanto es 
necesario para fundar un organismo municipal com- 
pleto. 

V. S. se penetrará de lo delicado que es el trabajo, 
cuya dirección se le encomienda, y de la necesidad de 
que esos datos se adquieran con toda la exactitud y es- 
crupulosidad posibles, si han de reportar la utilidad 
práctica que se desea. 

Con el fin de facilitar los medios necesarios para la 
más perfecta ejecución de aquellos importantes y com- 
^ piejos trabajos, el Excmo. Sr. Gobernador general se 
ha servido crear, por el decreto que antes se cita. Jun- 
tas locales en los pueblos y una provincial en esa ca- 
becera, que se encarguen de la preparación de los mis- 
mos. Proceda V. S. sin demora á constituirlas, procu- 
rando inculcarles la importancia de su cometido y ex- 
citando su patriotismo para que cooperen con el más 
decidido empeño á darles cima satisfactoria. 

Facilite V. S. á esas Juntas las instrucciones, datos 
y noticias que necesiten para el buen desempeño de sus 
funciones; vigile constantemente sus trabajos para que 
estos no sufran la menor interrupción y consulte á este 
centro cuantas dudas ó dificultades se le ofrezcan, ha- 
ciendo uso en todos los casos de urgencia de los medios 
más breves de comunicación. 

Oportunamente se remitirán á esa provincia los ejem- 
plares necesarios de los modelos á que han de ajustar- 
se los trabajos que se encomiendan á las Juntas. V. S. 
cuidará de distribuirlos convenientemente. 

Los resultados parciales de las Juntas locales y los 
resumidos por la provincial, con la Memoria que á esta 
se encarga, los elevará V. S. á esta Dirección con la 
mayor prontitud, pudiendo, al efectuarlo, hacer las ob* 
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servaciones que se le ofrezcan acerca de dichos tra- 
bajos. 

Del ilustrado celo de V. S. espera esta Dirección el 
más exacto cumplimiento de cuanto se le encarga. 

Manila 5 de Enero de 1884. — R. Ruíz Martínez. — 
Señor Jefe de la provincia de,,. 
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NUMERO 7. 



ACUERDO COMERCIAL 

ENTRE LOS GOBIERNOS DE ESPaRa Y DE LOS 
ESTADOS-UNIDOS DE AMÉRICA. 

El Gobierno de S. M. el Rey de España y el Gobier- 
no de los Estados-Unidos de América , deseando me- 
jorar las relaciones comerciales entre dichos Estados 
y las provincias españolas de Cuba y Puerto-Rico; 
el Excmo. Sr. D. Servando Ruíz Gómez, Ministro de 
Estado, y John W. Foster, Enviado extraordinario y 
Ministro plenipotenciario de dicha República en Ma- 
drid, debidamente autorizados por sus respectivos Go- 
biernos, han convenido en los siguientes artículos : 

«Artículo 1,° En virtud de la autorización otorgada 
al Gobierno español por el art. 3.° de la ley de 20 de 
Julio de 1882, se aplicarán desde luego Jos derechos de 
la tercera columna de los Aranceles de Aduanas de 
Cuba y Puerto-Rico, que implica la supresión del de- 
recho diferencial de bandera , á los productos y proce - 
dencías de los Estados-Unidos de América. 

Art. 2.° Como consecuencia de este acuerdo, queda 
sin efecto, para los Estados-Unidos, la Real orden de 
13 de Marzo de 1882, que impuso un derecho especial 
al pescado vivo importado en Cuba en bandera ex- 
tranjera. 

Art. 3.® Los funcionarios españoles consulares en 
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los Estados-Unidos, dejarán de imponer ó cobrar los 
derechos por tonelada de mercancía sobre los carga- 
mentos de los buques que salgan de los puertos de los 
Estados-Unidos para Cuba y Puerto-Rico. 

Art. 4.° El Gobierno de dichos Estados-Unidos 
suprimirá el recargo que tiene establecido de 10 por 100 
ad valorem sobre los productos y procedencias de Cuba 
y Puerto-Rico en bandera española. 

Art. 5.° Se establece la perfecta igualdad de trato 
entre las indicadas provincias españolas y los Estados- 
Unidos, desapareciendo cualquier recargo ó diferencia 
no general á los demás países que tengan el trato de la 
nación más favorecida. 

Art. 6.° Las Aduanas de los Estados-Unidos faci- 
litarán á los respectivos Cónsules españoles, siempre 
que estos los reclamen, certificados de los cargamentos 
de azúcar y tabaco que conduzcan los buques proce- 
dentes de ambas Antillas españolas , especificando las 
cantidades recibidas de dichas mercancías. 

Art. 7.* * Las precedentes estipulaciones empezarán 
á regir, tanto en los Estados-Unidos de América coma 
en las provincias de Cuba y Puerto-Rico, el i.° de 
Marzo de 1884. 

Art. 8.° Ambos Gobiernos se obligan á dar princi* 
pió desde luego á un Tratado completo de comercio y 
de navegación entre los Estados-Unidos de América y 
las indicadas provincias de Cuba y Puerto-Rico. 

Hecho por duplicado en Madrid el día 2 de Enero- 
de 1884.— Firmado, Servando Ruiz Gómez. — Firmado^ 
John W. Foster. » 
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NÚMERO 8. 



EXPOSICIÓN. 



Señor: Por decreto de 2 de Marzo de 1883 publicá- 
ronse como ley en las islas de Cuba y Puerto-Rico las 
disposiciones contenidas en el cap. v de la de ma- 
trimonio civil de 18 de Junio de 1870. Estas disposi- 
ciones, que señalan verdaderos adelantos en la impor- 
tante rama del derecho civil á que se contraen , guar- 
dan, cual todas las de su clase, consorcio íntimo y 
perfecta armonía con otras materias del mismo dere- 
cho , que facilitan y completan el ordenado desarrollo 
y práctica aplicación de los principios é instituciones á 
que sirven de fundamento. Con frecuencia no es posi- 
ble cumplir exactamente sus preceptos si existen solu- 
ciones de continuidad que interrumpen , en puntos im- 
portantes, el natural y necesario enlace que es bien se 
observe siempre en asuntos de esta índole; así ha ocu- 
rrido, entre otros casos, con el art. 61 de dicha ley, que 
requiere como prueba legal y directa de la legitimidad 
la presentación de la partida de nacimiento del hijo con- • 
signada en- el Registro civil. Y como no es hacedero llenar 
este requisito hasta que se halle establecido el Registro 
en aquellas islas, aparece demostrada con perfecta 
evidencia la necesidad de suplir omisión tan esencial, 
adoptando las medidas que con más rapidez y eficacia 
puedan acudir al remedio y plantear de una manera 
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fácil y verdaderamente práctica instituciones en tal 
grado beneficiosas. 

Inspirándose el Ministro que suscribe en este crite- 
rio, y siguiendo la constante tradición observada en el 
departamento de su cargo, no ha vacilado en hacer uso 
de la autorización que concede al Gobierno el art. 8g 
de la Constitución de la Monarquía, para llevar á Cuba 
y Puerto-Rico la ley que con el carácter de provisional 
se dictó en 17 de Junio de 1870, y regula en la Penín- 
sula la institución del Registro civil. A este fin ha in- 
troducido en aquella ley algunas modificaciones que 
reclama desde luego la especial índole de las provincias 
donde ha de aplicarse, y que principalmente se dirigen 
á preparar en época no lejana la organización definitiva 
y completa de cuanto se refiere al estado civil de las 
personas. 

Conservando en su esencia todos los preceptos im- 
portantes de la citada ley, ha dejado solamente los que 
consignan verdaderos principios: las demás prescrip- 
ciones que ya por su carácter transitorio ó secundaria 
importancia no deban figuraren aquella, se incluirán 
en el reglamento que al efecto ha de dictarse. 

Atendidas las circunstancias topográficas y etnográ- 
ficas propias de las mencionadas provincias se da nue- 
va organización al personal del Registro, confiando 
este á funcionarios especiales cuyas dotes de aptitud 
constituyan segura garantía de que podrá implantarse 
aquella institución en verdaderas condiciones de regu- 
laridad. 

Al propio tiempo, y empleando un método ya inicia- 
do, se dispone que se anoten en libros especiales, por 
un procedimiento sencillo, cuantas indicaciones y noti- 
cias afecten, aunque sea indirectamente, al estado ci- 
vil, y que como las relativas á los que sufren determi- 
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nadas condenas , las que se refieren al registro de los 
patrocinados y demás relacionadas con las leyes y 
reglamentos de abolición de la esclavitud, tienen una 
trascendental importancia que no es dable desconocer. 

El sistema de transcripción para determinados actos 
y el de inscripciones provisionales ó de notoriedad en 
lo que concierne á personas imposibilitadas de exhibir 
su certificado ó partida de nacimiento, ha de contri- 
buir por modo eficaz á la identificación circunstanciada 
y legal de muchas personas, las cuales, en la confusión 
que actualmente existe con motivo de las referidas 
leyes, pudieran sustraerse á la saludable influencia de 
ciertas prescripciones dictadas principalmente para 
mejorar su condición. Se cumplirá de tal suerte el ob- 
jeto fundamental de esta ley, que viene á constituir 
preciada garantía de la libertad de los esclavos, siendo 
solemne prueba y demostración notoria de la sinceri- 
dad é indiscutible franqueza con que se observan las le- 
yes sobre abolición de la esclavitud en la isla de Cuba. 

Fundado, pues , en las consideraciones expuestas , el 
Ministro que suscribe tiene la honra de someter á la 
aprobación de V. M. el adjunto proyecto de decreto. 

Madrid 8 de Enero de 1884.— Señor: A L. R. P. de 
V. M., Estanislao Suárez Inclán. 



REAL DECRETO. 

« 
Atendiendo á las razories expuestas por el Ministro 
de Ultramar, de acuerdo con el Consejo de Ministros, 
y en virtud de la autorización que concede á mi Go- 
bierno el artículo 89 de la Constitución de la Mo- 
narquía, 

Vengo en decretar lo siguiente : 

10 






I • 
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Artículo I.® La ley provisional del Registro civil 
de 17 de Junio de 1870 se publicará desde luego en las 
provincias de Cuba y Puerto-Rico con las modificacio- 
nes que constan en la que se acompaña. 

Art. 2 .^ La citada ley empezará á regir el día i .° de 
Setiembre del corriente año. 

Art. 3.° Por el Ministerio de Ultramar se dictarán 
las disposiciones necesarias para la ejecución del pre- 
sente decreto, del cual dará el Gobierno cuenta á las 
Cortes. 

Dado en Palacio á ocho de Enero de mil ochocientos 
ochenta y cuatro. — ALFONSO. — El Ministro de Ultra"^ 
mar, Estanislao Suárez Inclán. 



LEY PROVISIONAL DEL REGISTRO CIVIL 

PARA LAS ISLAS DE CUBA Y PUERTO-RICO (l). 
TITULO PRIMERO. 

DISPOSICIONES GXNZRAL18. 

Artículo I.* En las islas de Cuba y Puerto-Rico se 
establecerán oficinas del Registro del estado civil en los 
Gobiernos generales respectivos y en las poblaciones 
que determine el reglamento. 

Cada una de estas oficinas será desempeñada por un 
encargado del Registro del estado civU, asistido del 
correspondiente secretario. 



(i) Véase el proyecto de reglamento del Registro en la parte segunda 
de estos apéndices. 



147 

Art. 2." Cuando los nacimientos, matrimonios ó 
defunciones que hayan de inscribirse tengan lugar en 
puntos que disten más de 5 kilómetros de las poblacio- 
nes donde se hallen instaladas las oñcinas que se crean 
en virtud del artículo anterior , se harán constar en li- 
bros impresos que llevarán los alcaldes y alcaldes de 
barrio. Uno de los dos ejemplares del acta que extien- 
dan estos se remitirá al Registro del estado civil res- 
pectivo para su inscripción definitiva. 

Art. 3.® Los Registros del estado civil dependerán 
del Ministerio de Ultramar, por el que habrán de dic- 
tarse las disposiciones oportunas para la inspección de 
los mismos y el exacto cumplimiento de esta ley. 

Art. 4.** Los actos concernientes al estado civil de 
las personas que tengan lugar en las islas de Cuba 
y Puerto-Rico desde el día en que empiece á regir esta 
ley, y los demás que en la misma se determinan, se 
probarán con las certificaciones de los asientos del 
Registro del estado civil. Los que hubieren ocurrido 
con anterioridad se acreditarán por los medios esta- 
blecidos en la legislación vigente hasta la fecha indi- 
cada. 

Art. 5.° El Registro del estado civil se dividirá en 
tres Secciones, denominándose la primera de nacimien- 
tos, la segunda de matrimonios y la tercera de defun- 
ciones. Cada Sección se llevará en libros distintos, cuya 
forma y requisitos determinará el reglamento. 

Art. 6.*^ En todos los asientos del Registro civil 
habrá de expresarse : 

i.° La fecha en que sean redactados, 

2.' Los nombres y apellidos de los funcionarios que 
los autoricen. 

3." Los nombres y apellidos y filiación dé las partes 
y de los testigos que intervengan en el acto. 
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No se extenderá asiento alguno, á no ser de los que 
comprendan solamente la transcripción de documentos, 
sin que además del declarante concurran dos testigos 
mayores de edad, á quienes conste la certeza de las 
circunstancias que hayan de consignarse. 

Art. y,"* Todo español está obligado á inscribir los 
actos que afecten á su estado civil, y los que, refirién- 
dose á sus hijos , parientes ó personas extrañas , deba 
declarar con arreglo á esta ley. 

Art, 8.° Los encargados del Registro del estado 
civil falicitarán las certificaciones que se les pidan de 
los asientos que se designen, ó negativas si estos no 
existieren. 

Art. 9.° Firmada una inscripción no podrá hacerse 
en ella rectificación , adición ni enmienda que altere 
sustancialmente el acto á que se refiera, sino en virtud 
de ejecutoria del tribimal competente, con audiencia 
del ministerio público y de las personas á quienes in- 
terese. Esta ejecutoria se inscribirá en el Registro, po- 
niéndose al margen de la inscripción rectificada y de la 
que se haga nuevamente una sucinta nota de mutua re- 
ferencia. 

En el reglamento se determinará la forma de recti- 
ficar las inscripciones cuando los errores ü omisiones 
no afecten al contexto sustancial de las mismas. 

Art. 10. Los interesados ó personas que como de- 
clarantes deban asistir á la formalización de un asiento 
podrán hacerse representar en este acto ; pero será ne- 
cesaria la asistencia personal ó que el apoderado lo sea 
en virtud de poder especial y auténtico en los casos en 
que las leyes y reglamentos así lo prescriban. 

Art. 11^ Los funcionarios encargados del Registro 
.civil y los que intervengan en las inscripciones como 
secretarios no podrán autorizar aquellas que se refieran 
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á sus personas ó á las de sus parientes ó afines en línea 
recta ó en la colateral hasta el segundo grado. Para 
estas inscripciones los reemplazarán los que deban sus- 
tituirles en el desempeño de sus respectivos cargos. 



TITULO II. 

DK LOS NACIMIENTOS. 

Art. 12. Dentro del término de ocho días, contados 
desde aquel en que hubiese tenido lugar el nacimiento, 
habrá de ser presentado el recién nacido al encargado 
del Registro del domicilio ó residencia de los padres, ó 
al alcalde ó alcalde de barrio respectivo, cuyos funcio- 
narios procederán en el mismo acto á practicar la co- 
rrespondiente inscripción. En el caso de existir una 
causa grave ó temor para la salud del que ha de ser 
inscrito, los funcionarios expresados se trasladarán al 
sitio donde aquel se encuentre para cerciorarse de su 
existencia, recibir las declaraciones de las personas 
que deban presentarle y practicar la inscripción. La 
apreciación de estas causas corresponde al encargado 
del Registro. 

Art. 13. Cuando sean presentados al Registro ni- 
ños abandonados, mayores al parecer de tres años, ó 
personas adultas, cuyo origen y filiación sean comple- 
tamente desconocidos, no podrán inscribirse definitiva- 
mente sino en virtud de sentencia judicial, recibiéndo- 
seles desde luego una breve información de notoriedad, 
y levantándose el acta oportuna en la forma que pres- 
criba el reglamento. 

Art. 14. Están obligados á hacer la presentación y 
declaraciones que se expresarán en los artículos suce- 



sivos las personas siguientes por el orden en que se 
menóionan : 

I.® El padre. 

2.* La madre. 

3." El pariente más próximo, siendo de mayor edad. 

4.* El facultativo 6 partera que haya asistido al 
parto, ó en su defecto cualquiera otra persona que lo 
haya presenciado. 

5.* El jefe del establecimiento público 6 el inquilino 
de la habitación en que el nacimiento haya ocurrido. 

G."" Respecto de los recién nacidos ó abandonados, 
la persona que los haya recogido. 

Art. 15. La inscripción de nacimiento expresará^ 
además de las circunstancias que se deterníinan en el 
art. 6.® y de las especiales que se fijen en el reglamen- 
to, las siguientes: 

El acto de la presentación del niño.* 

El sexo, filiación y el nombre con que se le designe. 

Su legitimidad ó ilegitimidad. 

La fecha exacta del nacimiento. 

Respecto de los recién nacidos abandonados ó expó- 
sitos se expresará además la fecha y sitio en que hayan 
sido hallados ó expuestos, su edad aparente y las señas 
particulares y defectos de conformación que les dis- 
tingan. 

También se mencionarán en estas inscripciones los 
documentos ú objetos que sobre el recién nacido ó á su 
inmediación se hubiesen encontrado, los vestidos ó ro- 
pas en que estuviesen envueltos, y todas las circuns- 
tancias cuya memoria sea útil conservar para la futura 
identificación de su persona. 

Art. 16. Respecto á los recién nacidos de origen 
ilegítimo no se expresará en el Registro quiénes sean 
el padre ni los abuelos paternos, á no ser que el mismo 
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padre por sí ó por medio de apoderado, con poder es- 
pecial y auténtico, haga la presentación del niño y la de- 
claración de su paternidad. Lo mismo se observará en 
cuanto á la expresión del nombre de la madre y de los 
abuelos maternos. 

Art. 17. Habiendo nacido el niño de constante ma- 
trimonio ó en tiempo en que legalmente deba conside- 
rarse nacido dentro de él, no puede expresarse en el 
Registro declaración alguna contraria á la legitimidad 
mientras no lo ordene el Tribunal competente en sen- 
tencia firme. 

Art. 18. Cuando el nacimiento tuviere lugar en un 
lazareto, el jefe del establecimiento, en presencia del 
padre, si se hallare en el mismo, formalizará en libros 
impresos, dentro de las veinticuatro horas, acta dupli- 
cada en que se expresen todas las circunstancias que 
deben contener los asientos del Registro civil. 

Uno de los dos ejemplares de esta acta se remitirá in- 
mediatamente al encargado del Registro en que el laza- 
reto se halle situado para su inscripción en el libro co- 
rrespondiente. 

Art. 19. Los contadores de los buques de guerra y 
los capitanes ó patrones de los mercantes redactarán 
asimismo acta duplicada de los nacimientos ocurridos 
en viaje por mar, insertando copia de ella en el diario 
de la navegación. 

Ambas actas se remitirán al efecto prevenido en el 
artículo anterior al encargado del Registro del domici- 
lio de los padres, si lo tuviere conocido, y en otro caso 
al Gobierno general respectivo. 

Art. 20. El nacimiento de los hijos de militares, na- 
turales ó domiciliados en las islas de Cuba y Puerto - 
Rico, que tenga lugar en el extranjero, donde los padres 
se hallaren con motivo de guerra, se hará constar por 
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el jefe del cuerpo á que el padre pertenezca, formali- 
zando un acta duplicada análoga á la que determinan 
los artículos anteriores, cuyas disposiciones serán apli- 
cables á este caso. 

Art. 21. Al margen de las inscripciones de naci» 
mientos se anotarán los actos siguientes relativos á las 
personas á quienes aquellas se reñeren. 
I.* Las legitimaciones. 

Los reconocimientos de hijos naturales. 
Las ejecutorias sobre filiación. 
Las adopciones. 
Los matrimonios. 

Las ejecutorias de divorcio, sin expresarla cau- 
sa que lo hubiere motivado. 

y.^ Las en que se declare la nulidad del matrimonio. 
8.° Las interdicciones de bienes por efecto de la im- 
posición de pena. 

9." Los discernimientos de tutelas y de toda espe- 
cie de cúratelas. . 

10. Las remociones de estos cargos. 

Las emancipaciones voluntarias ó forzosas. 
Las naturalizaciones. 
Las dispensas de edad. 
Los cambios de nombres y apellidos. 
La defunción. 

Y en general todos los actos jurídicos que mo- 
difiquen el estado civil del inscrito. 

Art. 22. Las personas obligadas, según esta ley, á 
presentar en el Registro civil el recién nacido, que no 
lo hicieren sin justa causa incurrirán en la multa de 5 
á 10 pesos, y del doble en caso de reincidencia. Los en- 
cargados del Registro vigilarán constantemente para 
que la presentación tenga efecto. 



II. 
12. 

13' 
14. 

16. 
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TÍTULO III. 



DE LOS MATRIMONIOS. 



Art. 23. Los que contraigan matrimonio desde la 
fecha en que empiece á regir esta ley estarán obligados 
á inscribirlo en el Registro civil. 

No podrán admitirse en los Juzgados y Tribunales, 
ni en los Consejos y oficinas del Estado para acreditar 
los matrimonios, otros documentos que las certificacio- 
nes expedidas con referencia á los asientos de dicho 
Registro. 

Art. 24. El matrimonio de los extranjeros contraí- 
do con arreglo á las leyes de su país deberá ser inscrito 
en el Registro del estado civil de las islas de Cuba y 
Puerto-Rico, cuando los contrayentes ó sus descendien- 
tes tengan ó fijen su domicilio en estas provincias. Al 
efecto deberán presentar los documentos que acrediten 
la celebración del matrimonio. 

Art. 25. El matrimonio contraído en el extranjero 
por españoles ó por un español y un extranjero deberá 
ser inscrito primeramente en el libro del Agente diplo- 
mático ó consular de España en el mismo país, y con 
posterioridad en el Registro de Cuba ó Puerto-Rico á 
que corresponda el domicilio de los interesados. 

En el caso de que siendo los contrayentes ó uno de 
ellos naturales de las provincias de Cuba y Puerto-Rico 
no tuviesen domicilio conocido, se practicará la inscrip- 
ción en el Registro del Gobierno general correspon- 
diente. 

Art. 26. Las ejecutorias en que se decrete el di- 
vorcio, ó se declare nulo un matrimonio, ó en que se 
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ordene la enmienda de su inscripción, se inscribirán 
también en el Registro en que se hubiese extendido la 
partida de aquel, poniéndose además notas marginales 
de referencia en uno y otro asiento. Con este objeto, el 
Tribunal que haya dictado la ejecutoria deberá ponerlo 
en conocimiento del encargado del Registro en que se 
deba inscribir, remitiéndole testimonio de ella en rela- 
ción; pero sin expresar en la de divorcio la causa que 
lo hubiere motivado. 



TÍTULO IV. 



DI LAS DKFUNCI0NI8. 



Art« 27. Ningún cadáver podrá ser enterrado, sin 
que previamente se haya extendido el asiento de defun- 
ción en el Registro civil del lugar en que esta ocurrió ó 
del en que se halle el cadáver, sin que el encargado del 
mismo expida la licencia de sepultura, y sin que, según 
la certificación facultativa, hayan transcurrido veinti- 
cuatro horas desde el fallecimiento. 

£1 encargado del cementerio en que sin la licencia 
mencionada se hubiere dado sepultura á un cadáver, y 
los que hubiesen dispuesto ó autorizado la inhumación, 
incurrirán en una multa de 10 á 100 pesos. 

Art. 28. El asiento de fallecimiento se hará en vir- 
tud de parte verbal ó por escrito que acerca de él de- 
ben dar los parientes del difunto ó los habitantes de su 
misma casa, y en su defecto los vecinos, los jefes del 
establecimiento donde haya ocurrido la defunción, y los 
jefes de los cuerpos respectivos si se tratare de milita- 
res muertos en tiempo de paz. 

Art. 29. Inmediatamente que se haya ejecutado una 
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sentencia de muerte, el juez encargado de hacerla cum- 
plir dará el parte prevenido en el artículo anterior. 

Art. 30. No se extenderá asiento alguno de defun- 
ción mientras no se presente en la oficina respectiva 
certificación del facultativo que haya asistido al difun- 
to en su última enfermedad, del titular del A3mnta- 
miento, ó en defecto de ambos de cualquier otro llama- 
do al efecto; haciendo constar el día y hora del falleci- 
miento, la clase de enfermedad que lo haya producido 
y señales de descomposición que ya existan. 

El encargado del Registro presenciará el reconoci- 
miento facultativo siempre que se lo permitan las de- 
más atenciones de su cargo ó haya motivos para creerlo 
de preferente atención. 

Art. 31. En el caso de que no hubiere facultativo, 
la certificación á que se refiere el artículo anterior, po- 
drá suplirse con la inspección del cadáver hecha por el 
encargado del Registro civil antfe la persona que haya 
dado parte de la defunción y dos testigos, haciendo 
constar en acta que habrá de formahzarse que el cada* 
ver presenta señales inequívocas de descomposición, y 
la fecha del fallecimiento si constare. 

El encargado del Registro civil deberá asegurarse de 
la identificación del cadáver, y será responsable de 
cualquier inexactitud de los hechos consignados en el 
acta. 

Art. 32. Si hubiere indicios de muerte violenta se 
suspenderá la licencia de entierro hasta que lo permita 
el estado de las diligencias que por la Autoridad com- 
petente habrán de instruirse en averiguación de la 
verdad. 

Art. 33. Los fallecimientos ocurridos en buques 
nacionales de guerra ó mercantes, se harán constar pri- 
meramente por acta, y luego en el Registro civil res- 
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pectivo con arreglo á lo prevenido para los nacimientos. 

Art. 34. Si el fallecimiento de militares ocurriere 
en campaña, en el extranjero ó en territorio español, 
donde á la sa2;ón no impere la autoridad del Gobierna 
legítimo, el jefe del cuerpo á que perteneciera el di- 
funto dispondrá el enterramiento y hará constar la de- 
función por medio de acta duplicada que extenderá en 
el libro impreso correspondiente, y remitirá uno de los 
dos ejemplares de la misma al Gobierno general res- 
pectivo, para que se practique la inscripción en el Re- 
gistro del último domicilio del finado si fuere conocido , 
ó en el de dicho Gobierno en otro caso. 

Art. 35. Si se presentase en el Registro civil el ca- 
dáver de un recien nacido manifestándose que la muer- 
te ocurrió sin que pueda reputarse nacido con arreglo 
á lo prescrito en el art. 60 de la ley de matrimonio ci- 
vil, se hará constar por declaración del facultativo en 
un solo asiento del libro especial que al efecto se lleva- 
rá, si la defunción fué anterior ó posterior al nacimien- 
to, y por declaración de los interesados el día y la hora 
en que este y el fallecimiento hayan tenido lugar. 

Art. 36. Los encargados del Registro civil proce- 
derán á instruir las oportunas diligencias con motivo 
de todas las defunciones ocurridas por accidente casual, 
á fin de hacer constar en las inscripciones cuantas cir- 
cunstancias deban estas contener. 

Cuando la inscripción haya de practicarse en virtud 
de mandamiento librado por el juez que entienda en el 
procedimiento que se instruya, el encargado del Regis- 
tro civil reclamará á dicho funcionario los datos nece- 
sarios. 

Art. 37. En los casos de incendio ó hundimiento, 
el encargado del Registro del punto donde haya tenido 
lugar el siniestro, cuidará de hacer constar por sí mis- 
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mo todas las circunstancias que puedan contribuir á la 
identiñcación detallada de cada una de las personas 
que hayan perecido. 

En los casos de naufragio exigirá, antes de practicar 
la inscripción, copia de las actuaciones que se hayan 
instruido con motivo del siniestro. 

Art. 38. En la inscripción de fallecimiento se ex- 
presarán, si es posible, á más de las circunstancias men- 
cionadas en el art. 6.": 

i.° El (Ka, hora y lugar en que hubiese acaecido la 
muerte. 

2.° El nombre, apellido, filiación, profesión, oficio 
y domicilio del difunto y de su cónyuge, si estaba 
casado. 

3.* La enfermedad que haya ocasionado la muerte. 

4.° Si el difunto ha dejado ó no testamento. 

5.° El cementerio en que se haya de dar sepultura 
al cadáver. 

Art. 39. En el caso de fallecimiento de una perso- 
na desconocida ó del hallazgo de un cadáver cuya iden- 
tidad no sea posible por el pronto comprobar , se ex- 
presarán en la inscripción respectiva: 

1 .° El lugar de la muerte ó del hallazgo del cadáver. 

2.° Su sexo, edad aparente y señales ó defectos de 
conformación que le distinguen. 

3.° El tiempo probable de la defunción. 

4.^ El estado del cadáver. 

5.° El vestido, papeles ú otros objetos que sobre sí 
tuviere ó se hallaren á su inmediación y que ulterior- 
mente puedan ser útiles para su identificación, los cua- 
les habrá de conservar al efecto el encargado del Re- 
gistro 6 la Autoridad judicial en su caso. 

Art. 40. Tan pronto como se logre esta identifica- 
ción, se extenderá una nueva partida expresiva de las 
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circunstancias requeridas por el art. 38 de que se haya 
adquirido noticia, poniendo la nota correspondiente al 
margen de la inscripción anterior, para lo cual la Au- 
toridad ante quien se hubiese seguido el procedimiento 
deberá pasar al encargado del Registro, testimonio del 
resultado de las averiguaciones practicadas. 

Art. 41. Cuando la muerte hubiere sido violenta ó 
hubiese ocurrido en cárcel, establecimiento penal ó por 
efecto de ejecución capital, no se hará mención en el 
asiento correspondiente del Registro civil de ninguna de 
estas circunstancias. 

Art. 42. En casos de epidemia ó de temor fundado 
de contagio por la clase de enfermedad que hubiere 
producido la muerte de una persona, se harán, en la 
puntual observancia de esta ley, las excepciones que 
prescriban las leyes y reglamentos especiales de Sa«« 
nidad. 

TÍTULO V. 

DI LOS RBGlSTKOt StPXCIALSS. 

Art. 43. Además de los libros que deben llevarse 
en las oficinas del Registro del estado civil referentes 
á cada una de las tres Secciones eiv que este se divide, 
se anotarán en libros especiales distintos y en la forma 
que el reglamento prescriba : 

Primero. Los actos en cuya virtud se adquiera, 
pierda ó recupere la nacionalidad española ; las conce« 
sienes de naturalización y la opción de nacionalidad y 
vecindad adquiridas con arreglo á las leyes. 

Segundo. Los cambios , adiciones ó modificaciones 
de nombres y apellidos autorizados por el Gobierno , ó 
en virtud de sentencia firme de Tribunal competente. 
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Tercero. Las ejecutorias que afecten á la capacidad 
civil, y cuantas se refieran á penas correccionales y 
aflictivas. 

Art. 44. Se anotarán igualmente en libros especia- 
les y en la forma que el reglamento prescriba los nom- 
bres, circunstancias y situación legal de los individuos 
que, hallándose en servidumbre antes de la promulga- 
ción de la ley de 13 de Febrero de 1880, estén actual- 
mente b^jo er patronato de sus poseedores, y de los 
declarados libres por la misma ley, asi como por las de 
29 de Setiembre de 1866 y 4 de Julio de 1870. 

Art. 45. No podrán practicarse ninguna de las ano- 
taciones ó asientos á que se refieren las disposiciones 
contenidas en este título sin que previamente se tras- 
criba al registro de nacimientos la partida correspon- 
diente de la persona á quien afecte la anotación. 

Si no existiese este documento , ó á juicio del encar- 
gado del Registro no pudiese presentarse, se suplirá 
por el medio establecido en el art. 13. 



TÍTULO VI. 

BB LA ESTADÍSTICA Y ARCHIVO DK DOCUMENTOS DU. REGISTRO. 

Art. 46, En todas las oficinas del Registro del es- 
tado civil se llevará una estadística diaria sacada de los 
libros de las diferentes secciones y de los registros es- 
peciales, la cual deberá resumirse quincenalmente en 
estados impresos, que se remitirán á los Gobiernos ge- 
nerales. 

Art. 47. Los encargados del Registro del estado 
civil llevarán por duplicado índices de cada uno de los 
libros y de los documentos púbHcos y privados que se 
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conserven en la oñcina respectiva. Uno de estos índi- 
ces se conservará con los libros y documentos á que se 
refiere remitiéndose el otro al Ministerio de Ultramar 
por conducto de los Gobiernos generales. 



DISPOSICIÓN GENERAL. 

ías encargados del Registro inscribirán 4 anotarán 
la Sección correspondiente, con sujeción á lo preve- 
lo en esta ley y que el reglamento determine, los ac- 
i civiles ocurridos en el extranjero y que autoricen 
Agentes diplomáticos ó consulares de España, 
mpre que se refieran á individuos nacidos ó domici- 
dos en las provincias de Cuba y Puerto-Rico ó á sus 
icendientes. 
Madrid 8 de Enero de 1%%^.— El Ministro de Ultramar, 

TANISUO SuÍREZ InCLÁN. 
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REAL DECRETO. 

De acuerdo con el Consejo de Ministros, 
Vengo en autorizar al Ministro de Ultramar para que 
presente á las Cortes un proyecto de ley reformando 
las hipotecarias de Puerto-Rico y Cuba de 6 de Diciem- 
bre de- 1878 y 16 de Mayo de 1879. 

Dado en Palacio á diez de Enero de mil ochocientos 
ochenta y cuatro. — ALFONSO- — El Ministro de Ul- 
tramar, Estanislao Suárez InclAn. 



A LAS CORTES. 

La ley hipotecaria, á la que cuadraría mejor una de- 
nominación más general y extensa , puesto que no solo 
regula el derecho de hipoteca, sino todos los reales, va 
implantándose en las provincias de Cuba y Puerto- 
Rico con notoria facilidad. 

No se han suscitado afortunadamente en Ultramar, 
al menos con la fuerza que aquí lo fueron, aquellas di- 
ficultades que en los años de 1863 y próximos siguien- 
tes pusieron la reforma hipotecaria en malos trances; 
van superándose las que han surgido , evitándose esco- 
llos y creando hábitos; pero por esta misma causa y 
para dar satisfacción á legítimas aspiraciones que no 
siempre de una vez pueden obtenerla, debe el Gobier- 
no concentrar su atención sobre el asunto, é impulsar 
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firme , pero prudentemente , el progreso hipotecario , á 
fin de que la beneficiosa institución del Registro de la 
propiedad se engrandezca y prospere. 

Con ánimo resuelto de cumplir este deber; convenció 
do de que es útil reformar en algunos puntos y ampliar 
en otros las leyes hipotecarias que rigen en las Anti- 
llas, y con el propósito de traer en su día á la repre- 
sentación nacional un cuerpo de doctrina más extenso^ 
el Ministro que suscribe ha reunido en el presente pro- 
yecto diferentes disposiciones que, ó por más urgentes 
ó por más realizables de momento, considera conve- 
niente adelantar. 

Varias de ellas son aplicación del derecho hipoteca- 
rio establecido para la Península en los últimos años; 
otras envuelven novedad, fundadas siempre en larga 
meditación, y en lo que aconseja la experiencia hasta 
hoy obtenida. 

Refiérese la primera de estas innovaciones al acta 
también primero que el Registro realiza respecto de 
cada documento; el asiento de presentación. Es ya fre-^ 
cuente, porque la garantía de la inscripción va esti- 
mándose en lo que vale, que el que desea adquirir un 
inmueble ó prestar sobre el mismo, solicite previamen- 
te del Registro una certificación de los gravámenes qu3 
puedan afectarle, y arregle su proceder á lo que de la 
certificación resulte. No es esta, sin embargo, una ga- 
rantía suficiente ni completa, porque con posterioridad 
á su expedición pueden imponerse nuevas cargas á la 
finca, é inscribirse antes que el contrato para cuya pre- 
paración se pidió el certificado. En el deseo de obviar 
este riesgo, algunos prestamistas ó compradores exigen, 
después de otorgarse las escrituras y antes de realizar 
la entrega de los fondos, otra certificación hacienda 
constar que en el tiempo desde que se expidió la ante- 
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rior hasta inscribirse la escritura , no sé han impuesto 
nuevos gravámenes que deban tener preferencia. 

Este medio^ costoso y dilatorio, pero único en el esta- 
do actual de la legislación, no es el que se propone para 
que tome carta de naturaleza en las leyes hipotecarias 
ultramarinas, sino otro sencillo y expedito, que consis- 
te en que se extienda en el libro Diario un asiento de 
presentación sobre la finca ó fincas que se pretenda ha- 
cer objeto del contrato , asiento que subsistirá en vigor 
durante el término de treinta días. Si dentro de este 
plazo se presenta documento fehaciente de haberse 
efectuado la referida convención, el asiento, de provi- 
sional que era , se convertirá en definitivo, y continua- 
rá en vigor por otro término igual de treinta días , á 
contar desde la presentación del título, de conformidad 
á lo que está prevenido en el art. 25 de ambas leyes. 

El indicado asiento provisional nunca podrá exten- 
derse sino de consentimiento expreso del dueño de los 
inmuebles; se practicará en virtud de acta notarial, ó 
bien de simple solicitud al registrador, donde consten 
las circunstancias exigidas, y será cancelado de oficio 
si trascurren treinta días hábiles sin que se presente el 
documento de que es preparatorio. También se cance- 
lará por desistimiento de su propósito de contratar en 
los que lo obtuvieron, el cual se hará constar al regis- 
trador en las mismas formas de acta notarial ó de soli- 
citud firmada por los interesados. 

P.or este medio fácil y económico , puesto que puede 
reducirse su trámite á la presentación de una breve ins- 
tancia, sé previene la imposición fraudulenta de gravá- 
menes sin coartar, antes bien ampliando con una for- 
ma nueva, las facultades del propietario, cuyo consen- 
timiento será siempre indispensable para obtener el 
asiento provisional y su cancelación una vez extendido. 
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Otra de las dificultades que la práctica viene ponien- 
do de relieve es la de extender los asientos en el libro 
Diario en el acto mismo de presentarse los documen- 
tos. Comprenden estos á las veces crecido número de 
fincas' que hay que relacionar, llenando así un solo 
asiento varias hojas; agloméranse en ciertas localida- 
des y en determinados días muchas presentaciones ; y 
como hay imposibilidad de que más de una persona es- 
criban á un tiempo mismo en el tomo corriente del Dia- 
rio, que siempre es único, resulta una de dos cosas: ó 
que el presentante que con la debida diligencia intenta 
procurarse la garantía del Registro ha de soportar lar- 
gas horas de espera, ó que se retire dejando la fijación 
del tiempo en que nace su derecho á la buena fe del 
registrador. 

Para evitar estos daños se establece que cuando á 
juicio de dicho funcionario ocurra lo que se deja indi- 
cado, se extienda una nota brevísima en los documen- 
tos, la cual firmará el mismo registrador y el presen- 
tante, debiendo aquel, luego que sea posible disponer 
del libro Diario, practicar el asiento con el número de 
orden que le corresponda. Cesa con esto la imposibili- 
dad efectiva que para dar cumplimiento al precepto 
legal se deja sentir actualmente, y todo queda reduci- 
do, aun en el caso de ser muchos los documentos que 
se acumulen, á escribir al final de cada uno brevísimas 
líneas, que son á la vez indicador exacto del orden cro- 
nológico en que se han reaHzado las presentaciones. 

Respecto de la forma actual del libro Diario y de los 
del Registro, fácil es persuadirse de la conveniencia de 
sustituirla por otra que , sin prescindir de nada esen- 
cial, pero abreviando el contexto, facilite la marcha de 
las operaciones y modere la considerable extensión que 
van tomando los archivos. Obliga, no obstante, á apla- 
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zar esta reforma la existencia de un crecido número de 
libros en blanco que pueden utilizarse, y el tiempo que 
exige la preparación de otros que han de obedecer á 
distinto sistema. 

La debatida cuestión sobre la naturaleza del derecho 
de retraer bienes inmuebles se decide en el proyecto 
para los efectos del Registro, aclarándose también lo 
relativo á la inscripción de fincas ó derechos pertene- 
cientes á la sociedad conyugal , previniendo las dudas 
que acerca de la posibilidad de disponer de ellos por 
los cónyuges mismos ó sus herederos se han suscitado 
frecuentemente . 

Mayor dificultad envuelve el intento de generalizar 
las leyes hipotecarias , haciendo venir á los libros del 
Registro la propiedad pequeña, que actualmente se sus- 
trae á la reforma, salvas contadas excepciones. Es esta 
una cuestión delicada, respecto de la cual ha pensado 
mucho el que suscribe , vacilando no poco antes de de- 
cidirse á proponer su resolución en la forma que habrá 
de exponer. Ofrecíasele por una parte la conveniencia 
del doble Archivo. notarial y del Registro, compren- 
diendo bien su razón de ser y el carácter de generali- 
dad que el precepto que lo establece tiene en las leyes 
hipotecarias de ambas islas. Consideraba por otra, que 
solo sacrificando en algún modo tal rigorismo puede 
favorecerse la inscripción de fincas de corta extensión 
y escaso valor, que son allí en gran número contra lo 
que generalmente se cree, y por resultado de todo ha 
formado la convicción de que solo después de haber 
hecho desaparecer los obstáculos que hoy impiden el 
registro de dichas fincas, podrá alcanzar vida robusta 
y abundante savia el árbol naciente del sistema hipo- 
tecario, al cual hay que allegar como sin par beneficio 
el elemento fértilísimo de las pequeñas parcelas. 
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Era necesario ante todo arbitrar al efecto un medio 
que sustituyese, con la menor desventaja posible, las 
solemnidades de la escritura pública, y ha parecido pre- 
ferible á otros el documento privado que contenga las 
circunstancias precisas para la inscripción, y en el cual 
se ratifiquen las partes ante notario, siempre que se 
trate de fincas ó derechos de un valor que no exceda de 
300 pesos. 

El notario dará fe del conocimiento de los contra- 
tantes , percibiendo por la breve diligencia que extien- 
da unos derechos que, aunque módicos, han de indem- 
nizarle acaso sobradamente de la pequeña baja que 
al protocolo pueda causar la ausencia de una propie- 
dad sobre la cual pocas veces se escritura solemne- 
mente. 

Al propio fin de facilitar el Registro, aunque por dis- 
tintos medios, van encaminadas las reformas que se 
proponen respecto de las inscripciones de posesión, y 
que son sin duda de las más importantes contenidas en 
el proyecto. 

Por una de ellas se permite inscribir la posesión en 
el caso de que hallándose inscrito el dominio de la 
finca á favor de otra persona, se acredite por el que 
dice poseer aquella, además de dicha posesión en la 
forma ordinaria, la circunstancia de que el citado due- 
ño ha fallecido con diez años á lo menos de anteriori- 
dad. No pudiendo la finca seguir perteneciendo á una 
persona que no existe, y habiendo descuidado los cau- 
sahabientes de la misma consignar en el Registro su 
derecho durante el largo período antedicho, parece 
equitativo relajar algún tanto el rigorismo del art. 28 de 
las dos leyes , según el cual no sería posible la inscrip- 
ción sin llevar al Registro todas las transmisiones inter- 
medias efectuadas después del planteamiento del siste- 
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ma hipotecario, que pueden ser varias y ofrecer difi- 
cultades insuperables. 

Propónese además, tanto para este caso como para 
X los generales en que se inscriba la posesión, que pueda 
convertirse la inscripción de esta en otra de dominio, 
después de transcurrir diez años sin haberse presentado 
título más fuerte, ni interrumpido el derecho del que 
posee. Al efecto se establece un procedimiento poco 
dispendioso, y en el cual se han escogitado las más 
eficaces garantías de publicidad, á fin de que toda per- 
sona á quien pudiese asistir mejor derecho á lo po- 
seído, tenga fácil noticia de la conversión que se pre- 
tende, y formule sencillamente su oposición ante el 
Registro mismo ; hecho que se reputa bastante á para- 
lizar el curso del expediente. 

Transcurridos treinta años desde que la posesión fué 
inscrita, podrá también obtenerse su conversión en ins- 
cripción de dominio con respecto á terceros, sin otro 
trámite que la petición del interesado , siempre que del 
Registro no conste interrumpido el derecho del que 
pretende convertir ó de su causante. 

Por estos medios, que no deben parecer inconsidera- 
dos ni violentos , se aspira á colocar un día la impor- 
tante masa de propiedad que entra en el Registro por 
medio del expediente posesorio en situación tal, que 
pueda servir de base á las modernas operaciones de 
crédito, ya que convertida la posesión será respecto de 
tercero un derecho de igual fijeza que el dominio ins- 
crito , en el cual se transmuta y cambia. 

En cuanto á las relaciones del poseedor , haya ó no 
convertido, con el verdadero dueño del inmueble, con- 
tinuarán rigiéndose por derecho común ; principio car- 
"dinal del sistema hipotecario, y en el cual ninguna con- 
sideración aconseja que se introduzcan alteraciones. 
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También se ofrece un medio de inscribir la posesión 
de bienes pertenecientes á mujeres casadas, cosa en la 
actualidad difícil, porque dada la forma de los amilla- 
ramientos, el exigir que se certifique de que aquellas- 
contribuyen cuando no resultan comprendidas en los 
repartos, sino que lo están sus maridos , equivale á ne- 
gar á una importante masa de bienes y derechos los 
beneficios de la posesión inscrita. 

Y se dispone que si en el examen que los registrado- 
res deben hacer del registro antes de inscribir la pose- 
sión hallaren algún asiento de esta clase, o de dominio 
subsistente, no pueda aquella inscribirse , salvo el caso- 
excepcional antes indicado. Queda, por tanto, resuelto 
esté punto en una forma análoga á la en que lo está en 
la Península, con la diferencia de que en lugar de ano- 
tar y remitir al juez copia del asiento, medio que la 
práctica acredita de insuficiente en muchas ocasiones, 
se opta por la negativa de inscripción , con reserva de 
su derecho al que la pretende. 

La cancelación de asientos extendidos en los Regis- 
tros, cuando puede lograrse sin dispendiosas formali- 
dades ni largos pleitos en que se suele amparar la 
temeridad ó la insolvencia para censurables fines, es 
asunto que reclama en Ultramar urgente reforma. Rige 
allí el principio rigorista de la ley de la Península, 
según el cual las inscripciones hechas en virtud de 
escritura pública no pueden cancelarse sino por provi- 
dencia ejecutoria contra la que no se halle pendiente 
recurso de casación, ó por otra escritura ó documento 
auténtico en el cual la persona á quien el asiento* favo- 
rezca ó sus causahabientes otorguen su conformidad 
para que se cancelen, y se originan iguales inconve- 
nientes á los que aquí obligaron á modificar esta lega- 
lidad por Real decreto de 20 de Mayo de 1880 y dispo- 
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siciones posteriores. Estas innovaciones se contienen 
en el proyecto, sin que sea preciso en este lugar mayor 
esclarecimiento acerca de las mismas, toda vez que su 
aplicación práctica en la Península las ha acreditado 
de beneficiosas. 

Se intenta , sin embargo , completarlas en un parti- 
cular interesante. Las formas modernas, en que el cré- 
dito territorial se utiliza, demandan las mayores facili- 
dades para la cancelación, haciéndose indispensable la 
ampliación y reforma de lo dispuesto en las leyes hipo- 
tecarias de Cuba y Puerto-Rico. El endoso de las obli- 
gaciones á favor del deudor , el depósito del capital y 
de los intereses, ó la justificación de su pago en los tí- 
tulos transmisibles por aquel medio, y la solicitud acom- 
pañando taladrados los expedidos al portador, ó bien la 
publicación de edictos y la consignación en forma del 
importe pendiente de cobro, son los medios que se pro- 
ponen por haber parecido los más expeditos, y que 
garantizan suficientemente el derecho de los acreedo- 
res, disponiéndose además lo necesario para el caso en 
que se proceda ala enajenación de los inmuebles dados 
en garantía. 

Conviene tanibién, sin género de duda, hacer exten- 
sivo el expediente de liberación á toda clase de censos 
y gravámenes adquiridos é inscritos sobre fincas deter- 
minadas con treinta años al menos de anterioridad en 
las antiguas Anotadurías; viniendo á ampliarse así con 
un nuevo caso los que se comprenden en los artículos 
373 de la ley de Puerto-Rico y 379 de la de Cuba. 
Consideraciones muy atendibles aconsejan esta des- 
viación del principio general hipotecario, según el cual 
solo ^pueden liberarse cargas no inscritas ó aquellas 
otras en que no sea posible determinar los predios 
gravados. La brevedad y facilidades que la moderna 
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contratación demanda, la imposibilidad de hecho que á 
menudo se produce para lograr por términos ordina- 
rios la cancelación, el tratarse de cargas caducadas en 
su mayor parte, ó pertenecientes á personas fallecidas 
ó ausentes en ignorado paradero, persuaden concluyen- 
temente la necesidad de ofrecer un medio utilizable 
para obtener la cancelación. 

Por otra parte , el expediente de liberación respecto 
de cuyo trámite nada se innova, ofrece medios sufi- 
cientes de que cualquier persona, ó el Estado en su 
caso, haga valer su derecho á las cargas inscritas y que 
se pretenda liberar, quedando así prevenida toda expo- 
liación ilegítima. 

De esperar es, por lo expuesto, que el expediente de 
liberación, que en la actualidad es de poco uso, se 
practique más en lo sucesivo, porque ha de ser el me- 
dio más fácil, y en ocasiones el único posible, de que 
la propiedad recobre su natural condición de libre, 
y pueda en consecuencia utilizar las modernas formas 
del crédito , levantando fondos con su garantía. 

Finalmente, se propone que la visita de inspección 
que los jueces delegados practican en los Registros, 
sea semestral en lo sucesivo; debiendo limitarse á ins- 
peccionar la instalación y forma externa de la oficina, 
el estado de orden y de conservación de los libros y le- 
gajos, las letras empleadas en los asientos, consignan- 
do si son legibles y claras, y el concepto general que 
en la localidad y en el partido merezca el registrador. 
Una inspección más fundamental y científica exige 
considerable tiempo, de que no es dado disponer á los 
jueces, y debe organizarse con funcionarios especiales 
que hayan acreditado la preparación y los conocimien- 
tos indispensables. 

Tales son las modificaciones que á la sabiduría de 
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las Cortes se proponen, y que si bien no integran un 
plan completo de reforma, mejorarán de un modo con- 
siderable lo existente. Queda pendiente, entre otras, la 
modificación de la forma actual del Registro, y la re- 
fundición en una sola de las leyes que rigen en ambas 
islas, solicitándose para este efecto la competente au-* 
torización. 

Madrid lo de Enero de 1884. — El Ministro de Ultra- 
mar, Estanislao Suárez Inclán. 



PROYECTO DE REFORMA 



DE LAS 



LEYES HIPOTECARIAS DE CUBA Y 'PUERTO-RICO. 

Artículo 1.° Todo el que intente celebrar un acto 
ó contrato inscribible, podrá pedir un asiento provisio- 
nal de presentación con el consentimiento del dueño 
del inmueble ó inmuebles que hayan de ser objeto de 
aquel; cuyo consentimiento se hará constar en acta no- 
tarial ó en solicitud por escrito al registrador, expre- 
sando el acto ó contrato que trata de celebrarse, in- 
mueble ó inmuebles á que se refiera y nombres de los 
otorgantes. 

Art. 2.° Si dentro de treinta días, contados desde 
la fecha del expresado asiento, se presentare el docu- 
mento concerniente al acto ó contrato de su referencia , 
se convertirá el asiento en definitivo, prorogándose á 
contar desde esta fecha por otros treinta días más di- 
cho plazo, que fija el art. 25 de la ley para la dura- 
ción de los asientos de presentación. Si transcurrieren 
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los treinta días sin haberse presentado el documenta 
correspondiente, se cancelará el asiento por el regis- 
trador. También se cancelará antes de este tiempo á 
petición de los interesados, consignada en acta notarial 
ó en instancia por escrito al registrador , quedando en 
este segundo caso archivada la solicitud en el Registro. 

Art. 3.° El registrador podrá asegiurarse de la 
identidad de las personas ó de la autenticidad de las 
firmas por los medios que estime pertinentes, cuanda 
el asiento de presentación provisional ó su cancelación 
se pidiesen en solicitud por escrito. 

Art. 4.° Para convertir un asiento provisional en 
definitivo, será requisito indispensable que en el titula 
presentado con este objeto se haga clara mención del 
documento que sirvió para hacer el primero, con ex- 
presión del número del asiento^ folio y tomo del Diario, 

En ningún caso se hará asiento de presentación pro- 
visional sin el consentimiento del dueño de la finca. 

Por la conversión de asientos provisionales en defi- 
nitivos devengará ^el registrador los honorarios de un 
nuevo asiento. 

Art. 5.° Los asientos provisionales de presentación 

se extenderán en esta forma: D presenta á las 

acta notarial otorgada en , ante á , ó bien instan^ 

cia suscrita por , en á para asiento provisional de 

presentación de (venta, préstamo, etc), de 6 con garantía 

de (finca ó fincas) que intentan contraer D y D , 

dueño de dicha finca 6 fincas, 

Art. 6.® Cuando por el grande número de fincas 6 
de documentos presentados, ó por la demasiada exten- 
sión de algunos de estos fuere imposible hacer im 
asiento de presentación en el acto, se pondrá una nota 
en el mismo documento, que suscribirán el interesado 
y el registrador , expresiva del día y hora de la pre- 
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sentación, en esta forma; Presentado hoy á las He- 
cho esto, se extenderá después el asiento en el Diario 
que firmará solamente el registrador, expresando el 
motivo. 

Art. 7.° Cuando por ser provisional el asiento se 
haya de hacer constar esta circunstancia, se indicará 
al margen con la palabra Provisional, Si se convirtiere 
en definitivo, se pondrá por nota marginal: Convertido 
en definitivo por haberse presentado con esta fecha el docu- 
mento de su razón, que es una escritura otorgada en , 

á , ante.,... Si se cancelare, la nota será la siguiente: 

Cancelado por haber transctirrido treinta días sin haberse 
presentado el documento correspondiente, ó bien por haberlo 
solicitado en acta de tal fecha ante el Notario de presen- 
tada hoy , ó en solicitud firmada por en á , pre- 
sentada hoy, que queda archivada en el Registro, 

Art. 8.*^ Para los efectos de la inscripción se consi- 
derará derecho real el de retraer. 

Art. 9.° Las inscripciones de fincas y derechos ad- 
quiridos á título oneroso durante la sociedad conyugal 
por cualquiera de los cónyuges, se harán á favor de 
ambos, á menos que conste en la escritura que se ad- 
quiere con dinero de uno solo de ellos, sin perjuicio de 
la facultad que para su enajenación y gravamen com- 
pete al marido durante el matrimonio. 

Art. 10. Los actos ó contratos inscribibles referen- 
tes á fincas ó derechos cuyo valor no exceda de 1.500 
pesetas (300 pesos), otorgados por personas jurídica- 
mente capaces, podrán inscribirse en virtud de docu- 
mento privado ratificado ante notario. 

Por esta diligencia devengará dicho funcionario el 
I por 100 del valor de la finca ó derecho, sin que en 
ningún caso pueda bajar de un peso. 

£n la diligencia de ratificación dará fe el notario del 
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conocimiento de las partes. La apreciación de la 
capacidad de estas es de la competencia del regis- 
trador. 

Copia simple de los documentos privados que se ins- 
cribieren quedará archivada en el Registro. 

Art. 1 1 . Los notarios y registradores que tuvieren 
motivos fundados para suponer que no es verdadero el 
valor dado á las fincas en el documento privado, lo 
pondrán en conocimiento de la Subintendencia de Ha- 
cienda ó Administración de Rentas, expresando los 
motivos de su opinión. 

Art. 12. Todo propietario que careciese de título 
de dominio escrito, cualquiera que fuese la época en 
que hubiere tenido lugar la adquisición, podrá inscri- 
bir su derecho justificando previamente la posesión, 
conforme á lo dispuesto en la ley. 

También podrá inscribirse la posesión, no obstante 
lo dispuesto en el art. 28 de la ley, cuando el dominio 
de la finca conste inscrito á favor de persona distinta 
del causante, siempre que se justifique haber ocurrido 
el fallecimiento del dueño último,' según el Registro, 
con anterioridad al menos de diez años al día en que 
se pretenda inscribir la información posesoria. 

El pago de la contribución á título de dueño se justi- 
ficará como la ley determina; pero bastará que en el 
certificado correspondiente conste que la satisface el 
marido, como administrador de la sociedad conyugal, 
cuando solicite la información la mujer, si bien la ins- 
cripción en este caso se hará solamente á nombre 
de esta. 

Art. 13. Si dentro de diez años, contados desde la 
inscripción de posesión, se presentare título de dominio 
á favor de otra persona, referente á la misma finca 6 
derecho objeto de dicha inscripción, se verificará la d^l 
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nuevo título, cancelándose la de posesión y cuantas de 
ella tengan origen. 

Art. 14. Transcurridos diez años, contados desde la 
inscripción de posesión, podrá pedirse que se convierta 
esta inscripción en inscripción de dominio con las for- 
malidades siguientes: 

Primera. El que pretenda la conversión la solicitará 
en instancia por escrito dirigida al registrador. 

Segunda. El registrador dispondrá que se ratifique 
en ella el interesado, y una vez cumplida esta diligen- 
cia, citara por edictos á todos los que puedan tener in- 
terés en oponerse, para que en el término señalado 
hagan en el Registro la manifestación correspondiente. 

Tercera. Los edictos se publicarán por cuatro veces 
consecutivas, con intervalo de sesenta días entre uno 
y otro, y se fijarán en el local del Registro, en el del 
Juzgado municipal del punto en que el Registro esté 
situado, y en el de costumbre del Ayuntamiento á cuyo 
término jurisdiccional pertenezcan los bienes; remitien- 
do á este efecto ejemplares al juez municipal y alcalde 
respectivos, quienes cuidarán bajo su responsabilidad 
que tenga cumplimiento lo que se dispone sobre este 
punto. 

Cuarta. Si en el término prefijado alguna persona 
ó su legítimo representante hiciere oposición á la soli- 
citud deducida para que se convierta la inscripción de 
posesión en inscripción de dominio, el registrador sus- 
penderá toda diligencia y entregará las practicadas,' con 
la instancia, al que la haya promovido, para que pueda 
usar de su derecho en la vía y forma que viere conve- 
nirle. 

Podrá, esto no obstante, hacerse la conversión cuan- 
do el que ce ha opuesto consienta después en que se ve- 
rifique^ haciendo constar su conformidad en escritura 
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pública, acta notarial ó instancia ratificada ante el re- 
gistrador. 

Tampoco se efectuará la conversidn solicitada cuan- 
do antes ó durante el curso del expediente necesario 
para verificarla, se tomare anotación de demanda de 
mejor derecho. En su consecuencia, si la anotación es 
anterior á la solicitud pretendiendo que se convierta la 
inscripción de posesión en inscripción de dominio, no 
se dará curso á la instancia. Si fuere posterior, se sus- 
penderá toda diligencia, conforme al párrafo primero 
de este número. En uno y otro caso se pondrá la co- 
rrespondiente nota al pie de la solicitud. 

Art. 15. Las inscripciones de posesión se conver- 
tirán, á instancia solamente de parte, en inscripciones 
de dominio, transcurridos que sean treinta años desde su 
fecha, á no ser que antes de espirar este plazo se haya 
tomado anotación preventiva de demanda de mejor de- 
recho. 

Art. 16. La conversión de inscripciones de pose- 
sión en inscripciones de dominio surtirá efecto sola- 
mente en cuanto á tercero que haya inscrito su dere- 
cho. Con respecto al mismo á cuyo favor conste la po- 
sesión , regirán las prescripciones de la legislación 
común. 

Art. 17. Los registradores, antes de inscribir algu- 
na finca ó derecho en virtud de información de pose- 
sión, examinarán cuidadosamente el Registro para ave- 
riguar si hay algún asiento no cancelado relativo al 
mismo inmueble ó derecho á favor de otra persona. 

Si hallaren algún asiento de adquisición de dominio 
ó de posesión no cancelado, denegarán la inscripción. 
Se exceptúa el caso del párrafo segundo del art. 12 de 
esta ley. 

Si el asiento no cancelado fuere de censo, hipoteca ó 
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cualquier derecho real impuesto sobre la finca que ha 
de ser inscrita, procederán á la inscripción, pero debe- 
rán hacer en ella mención de dicho asiento. 

Art» 1 8. Las inscripciones verificadas en virtud de 
escritura pública ó documento privado de los compren- 
didos en el art. lo de esta ley, y las anotaciones he- 
chas á consecuencia de mandamiento judicial, podrán 
•cancelarse sin que preste su consentimiento la persona 
4 cuyo favor se hayan hecho, ó sus causahabientes ó 
representantes legítimos, y sin necesidad de que recai- 
gan las providencias á que se refieren los artículos go 
y ^i de la ley de Puerto-Rico, y 96 y 97 de la de Cuba, 
cuando quede extinguido el derecho inscrito ó anotado 
por declaración de la ley, ó resulte así del mismo título 
inscrito. 

Para los efectos de este artículo se considera extin- 
.guido el derecho inscrito ó anotado, cuando llegada la 
fecha del cumplimiento del contrato se consignare ju- 
dicialmente el importe de la suma porque responde la 
finca gravada, y además, si el gravamen es de hipoteca, 
el de los intereses correspondientes á los dos últimos 
^ños transcurridos y parte vencida de la anualidad co- 
rriente, excepto cuando con documentos fehacientes, á 
juicio del registrador, se justificare el pago de dichos 
intereses, en cuyo caso bastará la consignación del ca- 
pital. 

También se considerará extinguido el derecho ins- 
crito cuando despachada ejecución á instancia de un 
segundo ó tercer acreedor hipotecario, se hubiere con- 
signado el importe de los créditos hipotecarios prefe- 
rentes. Para la cancelación en este caso será indispen- 
sable mandamiento judicial. 

Art. 19. En consecuencia de lo dispuesto en el ar- 
tículo anterior, la cancelación de las inscripciones cuya 

12 
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existencia no dependa de la voluntad de los interesados-^ 
en las mismas, se verificará con sujeción á las siguien- 
tes reglas: 

Primera. La inscripción de hipoteca sobre el dere- 
cho de percibir los frutos en el usufructo, se cancelará 
á instancia del dueño del inmueble con sólo presentar 
el documento fehaciente que acredite la conclusión de 
dicho usufructo por un hecho ajeno á la voluntad de los 
usufructuarios. 

Segunda. Cuando por consecuencia de la prelación 
consignada en el núm. 4.° del art. 115 de la ley de 
Puerto- Rico y 121 de la de Cuba, en favor del primer 
acreedor hipotecario se enajene judicialmente la finca 
ó derecho gravado, las inscripciones de crédito hipote- 
cario extendidas á favor de segundos ó posteriores 
acreedores y las anotaciones de mandamientos de em- 
bargo tomadas sobre la misma finca ó derecho, se can- 
celarán á instancia del que resulte dueño del inmueble 
ó derecho gravado con sólo presentar mandamiento en 
que la cancelación se ordene, en el cual deberá expre- 
sarse que el importe de la venta no bastó á cubrir el 
crédito del primero, ó que el sobrante, si lo hubo, se 
consignó á disposición de los acreedores posteriores. 

Tercera. Las inscripciones de hipotecas constitui- 
das sobre las obras cuya explotación concede el Go- 
bierno, y á que se refiere el núm. 6.° de los citados ar- 
tículos ii5yi2i,se cancelarán, si se declara extingui- 
do el derecho del concesionario, en virtud del mismo 
título en que se haga constar esa extinción y del docu- 
mento que acredite haberse consignado en debida forma^ 
para atender al pago de los créditos hipotecarios ins- 
critos, el importe de la indemnización que en su caso 
deba recibir el concesionario. 

Cuarta. La inscripción de subhipotecas á que se re- 
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fiere el núm. 8.° de los artículos 115 de la ley de Puerto- 
Rico y 121 de la de Cuba, constituidas sin las formali- 
dades que para las cesiones de créditos hipotecarios es- 
tablece el art. 161 de la ley de Puerto -Rico y el 167 de 
la de Cuba, y las de esta clase comprendidas en los ar- 
tículos 162 y 168 de las mismas leyes, podrán cancelarse 
en virtud de la escritura en que conste la resolución del 
derecho del subhipotecante ó cedente. 

Quinta. Las inscripciones de hipotecas constituidas 
sobre bienes litigiosos mencionadas en el núm. 10 de 
los artículos 115 de la ley de Puerto-Rico y 121 de la 
de Cuba, podrán cancelarse en cuanto al todo ó parte 
de la finca ó derecho, en el caso de que el deudor haya 
sido vencido en el juicio, con solo la presentación de la 
ejecutoria recaída. 

Sexta. Las inscripciones de venta de bienes sujetos 
á condiciones rescisorias ó resolutorias, y las de cons- 
titución de derechos reales impuestos sobre los mismos, 
podrán cancelarse, si resulta inscrita la causa de la res- 
cisión ó nulidad, presentando el documento que acre- 
dite haberse aquella rescindido ó anulado, y que se ha 
consignado judicialmente el valor de los bienes ó el im- 
porte de los plazos que con las deducciones que en su 
caso procedan haya de ser devuelto* 

. Lo dispuesto en las reglas anteriores se entiende sin 
perjuicio del derecho de los interesados para hacer va- 
ler ante los Tribunales el que crean les asiste. 

Art. 20. Las inscripciones de hipoteca en garantía 
de obligaciones endosables, se cancelarán mediante 
trasferencia de los títulos por endoso á favor del deu- 
dor; debiendo el registrador conjprobar por los medios 
que estime convenientes la autenticidad de la firma del 
endosante ó endosantes. Para la cancelación de las obli- 
gaciones cuyo cumplimiento sea exigible y no hubiesen 
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sido transferidas por endoso al deudor, será preciso que 
este justifique haber llamado á los obligacionistas por 
medio de cuatro edictos consecutivos , insertos con in- 
tervalo de seis meses entre uno y otro en la Gaceta de 
la Habana ó Puerto-Rico, y que en su consecuencia se 
ha consignado judicialmente el importe perteneciente 
á los que no hubieran acudido, con más los intereses de 
los dos últimos ^ños .transcurridos y parte vencida de 
la anualidad corriente, á no ser que con documentos fe- 
hacientes, á juicio del registrador, acreditare que dichos 
intereses están satisfechos, en cuyo caso bastará la con- 
signación del capital. 

Si para hacer efectivas las obligaciones se procedie- 
re á la enajenación de fincas, esta deberá efectuarse 
con citación de los obligacionistas, á los que se llamará 
cuatro veces por edictos en la Gaceta de la Habana ó 
. Puerto-Rico en el término de dos años. Hecha la venta 
con estos requisitos, la cancelación se verificará en vir- 
tud de mandamiento que expedirá el juez , después de 
pagados con su inter\'ención todos los obligacionistas 
completamente ó á prorrata hasta donde alcanzare la 
. suma líquida realizada en la enajenación, ó cuando se 
hubiere consignado en el establecimiento ú oficina pú- 
blica que designe el mismo juez, la cantidad que que- 
dare de la venta á disposición de los obligacionistas que 
. no se hubieren presentado, ó avenido á cobrar el todo 
ó prorrata de sus créditos. 

Art • 2 1 . Las inscripciones de hipotecas constituidas 
en garantía de títulos al portador, se cancelarán por 
medio de solicitud del deudor, acompañando todos los 
títulos taladrados, ó acta notarial en que conste que en 
esa forma obran en poder del deudor y que correspon- 
den á sus respectivos talones^ expresando él número de 
los títulos emitidos. 
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Si no se presentaren todos los títulos ó el acta nota- 
rial á que se refiere el párrafo anterior, y hubiese Ven- 
cido el plazo de su amortización, ó fuesen exigibles, se 
verificará la cancelación siempre que se justifique ha- 
berse hecho los llamamientos y depósito prevenidos en 
el artículo anterior para las obligaciones transmisibles 
por endoso. Las mismas formalidades establecidas para 
estas eu el caso de venta de fincas se observarán para la 
cancelación de hipotecas en garantía de títulos al porta- 
dor, que hubieren de hacerse efectivas por aquel medio. 

Art. 22. Si la hipoteca en garantía de títulos al por- 
tador ó transmisibles por endoso estuviere constituida 
sobre varias fincas, se aplicará para su cancelación par- 
cial lo prevenido en el art. 132 de la ley de Puerto-Rico 
y 138 de la de Cuba. 

Art. 23. Adjudicada una finca al ejecutante en pago 
de su crédito, se cancelará la inscripción de hipoteca 
constituida á su favor. Para la cancelación de las ins- 
cripciones de hipotecas anteriores ó posteriores á la 
suya, será indispensable mandamiento judicial en que 
se haga constar haberse pagado ó consignado á dispo- 
sición de los interesados el importe de los créditos por 
la primera, y que no ha bastado el de la venta á cubrir 
el de las segundas, ó si ha bastado, que se ha pagado ó 
consignado también. 

Art. 24» Despachada ejecución para la realización 
de un crédito hipotecario, y acreditándose que la suma 
obtenida en la enajenación de la finca hipotecada no 
ha excedido del importe de aquel , se cancelarán ade- 
más de la inscripción de dicho crédito las inscripciones 
y anotaciones posteriores. Para la cancelación de las 
anotaciones será necesario mandamiento judicial, á 
cuyo efecto exhortará el juez al que las hubiere orde- 
nado, si no fuere el mismo. 
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. Art. 25. Los acreedores hipotecarios tendrán dere- 
cho preferente al importe de las costas causadas en la 
ejecución en perjuicio de los acreedores hipotecarios 
posteriores, solo por la cantidad que para ese objeto se 
garantizó en la escritura de hipoteca. 

Art. 26. Los que hubiesen inscrito á su favor el 
dominio de bienes inmuebles ó derechos reales, podrán 
liberarlos en cuanto á tercero de los censos y graváme- 
nes inscritos por última vez , con treinta años cuando 
menos de anterioridad á la publicación de la ley , suje- 
tándose á las formalidades establecidas en el art. 373 y 
siguientes de la ley de Puerto-Rico y en el 379 y si- 
guientes de la de Cuba. 

Art. 27. La visita ordinaria que debe practicarse 
por los delegados para la inspección de los Registros, 
se limitará al examen del estado material de estos. En 
su virtud el delegado consignará en acta que se levan- 
tará al efecto las condiciones del local , si los Ubros y 
legajos están convenientemente guardados, colocados y 
encuadernados, limpias sus hojas y extendidos los 
asientos con esmero y en letra clara é inteligible, y el 
concepto general que en la localidad y en el partido 
merezca el registrador. En la misma acta se consigna- 
rán las observaciones que este hiciere. 

Las visitas ordinarias se practicarán cada seis meses. 

Las visitas extraordinarias se verificarán eij la forma 
que prescriban los reglamentos. 

Art. 28. Se amplía á dos años, que empezarán á 
contarse desde i.* del corriente, el plazo concedido por 
los artículos 361 y 403 de la ley de Cuba para inscri- 
bir derechos anteriores á i.° de Mayo de 1880, con los 
efectos y beneficios que dicha ley determina; quedando 
derogado el Real decreto de 6 de Mayo de 1882. 

Art. 29. Se autoriza al Gobierno para refundir en 
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«na las leyes hipotecarias vigentes en Cuba y Puerto- 
Rico, con las modificaciones de la presente , y las que 
la práctica aconseje relativamente á la manera de lle- 
var los Registros. 

Madrid lo de Enero de 1884. — El Ministro de Ultra— 
snar, Estanislao Suárez Inclán. 
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EXPOSICIÓN. 

Señor : Uno de los primeros deberes que á todo Go- 
bierno se impone consiste en procurar con la más ex-^^ 
quisita solicitud que la justicia se administre garanti- 
zando cumplidamente los derechos de las personas. En 
este concepto, la legislación que regule materia tan 
importante ha de responder á los adelantos de la cien- 
cia acreditados por la enseñanza práctica que en otras^ 
naciones se ofrece, y por la propia experiencia obte- 
nida merced á las últimas y radicales innovaciones que 
ha sufrido nuestro sistema de enjuiciar. 

Con la mira puesta á tal resultado, y comprendiendo 
que la organización de los Tribunales de justicia influye 
decisivamente en la autoridad y acierto del fallo, al 
modo igual que la estructura del procedimiento, despo- 
jado de inútiles y dispendiosas diligencias y requisitos^ 
ha de hacer imposibles la mala fe y reprobadas ma- 
quinaciones , el Gobierno prepara transcendentales re- 
formas que lleven á nuestras provincias de Ultramar 
iguales beneficios á los que en la Península se disfru- 
tan, lo mismo en el orden penal que en el civil. 

La primera de estas reformas, base y fundamento de 
todas las otras, es la que afecta á los Juzgados muni- 
cipales de las islas de Cuba y Puerto-Rico, organiza- 
dos en la actualidad con las imperfecciones de la legis- 
lación antigua. No se observan en aquellas provincias 
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las disposiciones que comprende la ley de organización 
del Poder judicial de 15 de Setiembre de 1870 y que á 
dichos Juzgados se refieren , ni el ministerio público 
tiene en ellos la constante y necesaria intervención re- 
clamada por los más triviales principios del derecho. 

Para llenar este vacío , habiendo sido oídas diversas 
autoridades y corporaciones , el que suscribe , de con- 
formidad con el Consejo de Estado en pleno, y de 
acuerdo con el Consejo de Ministros, tiene la honra 
de someter á la aprobación de V. M, el siguiente pro- 
yecto de decreto. 

Madrid 15 de Enero de 1884. — Señor: A L. R. P. 
de V. M. , Estanislao Suárez Inclán. 



REAL DECRETO. 

A propuesta del Ministro de Ultramar , de acuerdo 
con el Consejo de Ministros , y en virtud de la autori- 
zación que otorga á mi Gobierno el art. 89 de la Cons- 
titución de la Monarquía, 

Vengo en decretar lo siguiente : 



CAPITULO PRIMERO. 

SX LOS JUZGADOS MUNICIPALES, JUECES, SECRETARIOS Y SUBALTERNOS, 

Artículo i.° Los Juzgados municipales de las islas 
de Cuba y Puerto-Rico seguirán administrando justi- 
cia, y entendiendo, como hasta aquí, en los negocios 
civiles y criminales que les competan por virtud de las 
disposiciones vigentes ó las que en lo sucesivo se dic- 
taren. 
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Art. 2.° En las poblaciones en que hubiere dos ó 
más Juzgados municipales tomarán 6\ nombre que se 
dé al cuartel, circunscripción 6 partido en que ejerzan 
su jurisdición, además del de la población donde re- 
sidan. 

Art, 3.° Los jueces municipales residirán en el tér- 
mino del pueblo en que ejerzan sus funciones, 

Art. 4.° El cargo de juez municipal será bienal y 
obligatorio. 

Art. 5.0 No obstante lo dispuesto en el artículo an- 
terior, podrán excusarse de ser jueces municipales: 

I .<> Los mayores de 60 años. 

2.° Los senadores y diputados á Cortes. 

3.° Los que hubieren sido reelegidos antes de espi- 
rar los cuatro años siguientes á aquel en que hubieren 
cesado en su anterior cargo. 

4.® Los suplentes de jueces municipales durante los 
dos años siguientes á aquel en que dejaron de serlo. 

Art. 6.° En cada Juzgado municipal habrá un juez 
suplente que reemplazará al propietario en los casos 
de vacante, enfermedad, ausencia, incompatibilidad, 
recusación ó de cualquier otro impedimento legítimo 
del propietario. 

Art. 7/ Cada juez municipal, antes de tomar pose- 
sión de su cargo,. ó á lo sumo dentro de los ocho días 
siguientes á aquel en que la hubiere tomado, propondrá 
en terna las personas entre las que se haya de elegir un 
suplente, expresando las condiciones que determinen su 
capacidad legal y la respectiva preferencia entre los 
propuestos. 

Esta propuesta la elevará al presidente de la Audien- 
cia por conducto del juez de primera instancia del dis- 
trito, el cual la acompañará con su informe. 

Art. 8.° Es extensivo á los jueces municipales su- 



i87 

píenles lo que respecto á lo obligatorio del cargo, á la 
capacidad legal para obtenerlo, á su duración, á las 
exenciones, incompatibilidades, reclamaciones y vacan- 
tes que ocurrieren antes de terminar el tiempo ordina- 
rio de sus funciones se establece en este decreto para 
los jueces municipales. 

Art. 9.° Cuando quedaren vacantes simultáneamen- 
te los cargos de juez municipal y de suplente, 6 por 
cualquiera de las causas expresadas no pudiere ningu- 
no de ellos desempeñar sus funciones, serán reempla- 
zados por los que hubieren sido jueces municipales en 
los años inmediatamente anteriores, por orden inverso, 
con exclusión de los suplentes. 

Art. 10. Los jueces municipales de las cabezas de 
distrito judicial, si fueren letrados, y en otro caso sus 
suplentes que lo fueren, reemplazarán á los jueces de 
primera instancia. Ninguno que tenga la circunstancia 
mencionada podrá excusarse del desempeño de esta sus- 
titución. 

Art. 11. Cuando ni los jueces municipales ni sus 
suplentes fueren letrados, se dará cuenta al presidente 
de la Audiencia para que nombre á otro letrado que se 
encargue del Juzgado de primera instancia, desempe- 
ñando entre tanto sus funciones el juez municipal. 

Art. 12. Los jueces municipales .que no siendo le- 
trados desempeñaren accidentalmente Juzgados de pri- 
mera instancia se asesorarán para ejercer la jurisdic- 
ción de un letrado en todo lo que no sea de mera tra- 
mitación. 

Cuando esto suceda, el haber que en su caso debiera 
corresponder al juez municipal en sus funciones de juez 
de primera instancia se invertirá hasta donde alcance 
en los honorarios que devengue el asesor. 

Art. 13. Mientra^ que el juez municipal esté en- 
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cargado de las funciones de juez de primera instancia 
será reemplazado en sus funciones propias por su su- 
plente. 

Art. 14. Los jueces municipales y sus suplentes, 
además de las condiciones señaladas en los incisos i.*, 
2.** y 4.** del art. 18 del Real decreto de 12 de Abril de 
1875, orgánico vigente de los Tribunales de Ultramar, 
habrán de saber leer y escribir y estar domiciliados en 
el pueblo en donde hubieran de ejercer sus funciones. 

Art. 15. Donde hubiere letrados con aptitud para 
ser jueces municipales serán preferidos á los que no 
lo fueren, á no mediar motivos que aconsejen lo con- 
trario. 

Art. 16. Los jueces municipales y sus suplentes se- 
rán nombrados por los presidentes de las Audiencias 
en virtud de propuesta en tema que les harán los jue- 
ces de primera instancia durante los quince primeros 
días del mes de Mayo en los años en que deba verifi- 
carse la renovación. 

Art. 17. Para el acierto de la elección podrán los 
jueces de primera instancia pedir , si lo consideraren 
necesario ó conveniente, noticias á los jueces munici- 
pales en ejercicio y á cualesquiera otras autoridades 6 
personas que les merezcan confianza. 

Ninguna autoridad judicial 6 administrativa podrár 
negarles su concurso. 

Art. 18. En la propuesta harán los jueces de pri- 
mera instancia expresión de las circunstancias que de- 
terminen la aptitud legal de los designados y cuales- 
quiera otras que los recomienden para su cargo. 

Art. ig. En las poblaciones que tuvieren más de íxn 
Juzgado de primera instancia, cada uno hará la pro- 
puesta de los jueces municipales que correspondan á la 
parte de población sujeta á su jurisdicción. 
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Art, 20. Los presidentes de las Audiencias podrán, 
cuando lo estimaren conveniente, pedir noticias en los 
términos expresados en el art. 17 acerca de las circuns- 
tancias de los propuestos. 

Art. 21. Cuando los presidentes de las Audiencias 
encontraren las propuestas arregladas á las leyes y no 
usaren dé la facultad que les concede el artículo ante- 
rior, ó usándola consideraren que tienen aptitud legal 
todos los propuestos, harán el nombramiento dentro de 
los quince primeros días del mes de Junio. 

Art. 22. Cuando alguno ó algunos de los propues- 
tos carecieren de aptitud legal y otros la tuvieren, po- 
drán los presidentes de las Audiencias hacer el nombra- 
.miento de los aptos ó mandar completar las ternas, sus- 
tituyendo con personas en quienes concurran los requi- 
sitos legales á los que no los tuvieren. 

Cuando todos los propuestos carecieren de aptitud 
legal, devolverán las ternas para que se formen de 
nuevo, 

Art. 23. Los nombramientos de los jueces munici- 
pales se insertarán por relación en las Gacetas oficiales 
de las islas de Cuba y Puerto- Rico respectivamente. 

Art. 24. Los jueces municipales electos en quienes 
concurra alguna circunstancia que los inhabilite para el 
desempeño del cargo ó les exima del mismo, podrán 
solicitar del presidente de la Audiencia que se declare 
su exención. 

Esta solicitud habrá de hacerse por conducto del juez 
de primera instancia del distrito á que pertenezca el 
pueblo para el cual los solicitantes hubieren sido nom- 
brados jueces municipales, dentro de los ocho días si- 
guientes á aquel en que se hubiese comunicado su nom- 
bramiento. 

Art. 25. Los que supieren cualquier impedimento 
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que tuviere para desempeñar su cargo alguno que hu- 
biese sido nombrado juez municipal, podrán manifes- 
tarlo al presidente de la Audiencia por conducto del jue^ 
de primera instancia del distrito respectivo, dentro del 
término señalado en el artículo anterior. 

Art. 26* £1 juez de primera instancia remitirá con 
toda brevedad al presidente de la Audiencia las solici- 
tudes y reclamaciones mencionadas en los dos artículos 
anteriores, con el informe que considere procedente. 

Art. 27. El presidente de la Audiencia, en vista de 
las excusas ó reclamaciones que se le hubieren presen- 
tado, oyendo al fiscal, y cuando lo considere convenien- 
te, á la Sala de gobierno, declarará, según proceda: 

i,° La admisión de la excusa ó de la reclamación ^ 
en cuyo caso quedará sin efecto el nombramiento, y se 
procederá á hacer otro. 

2.° La no admisión de la excusa ó reclamación. 

3.° La averiguación y comprobación de los hechos 
alegados ó denunciados, en cuyo caso no se dará pose- 
sión al elegido, si aún no la hubiere tomado, hasta que 
recaiga decisión. 

Tampoco se hará novedad mientras no recaiga deci - 
sión, en el caso de que el nombrado hubiese tomado 
posesión de su cargo. 

Art. 28. Antes del 15 de Julio el presidente de la 
Audiencia decidirá todas las reclamaciones que haya 
pendientes, y mandará publicar en la Gaceta oficial de 
cada una de las islas, en su caso, las rectificaciones he- 
chas definitivamente. 

Art. 29. Los que después de nombrados los jueces 
municipales supieren que alguno de ellos está incapa- 
citado legalmente para ejercer el cargo podrán en cual- 
quier tiempo manifestarlo al presidente de la Audien- 
cia, quien, tomando los informes que juzgue necesarios^ 
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y siempre el del juez de primera instancia del distrito^ 
y después de oir á la Sala de gobierno, decidirá lo que 
proceda. 

Art. 30. Las decisiones admitiendo ó desechando 
las excepciones ó recusaciones serán siempre fundadas- 

Art. 31. Contra las decisiones de los presidentes de 
las Audiencias, admitiendo ó desestimando las alega- 
ciones de exención ó las reclamaciones, solo habrá re- 
curso al Ministerio de Ultramar. 

Art. 32. Las vacantes que ocurran durante el bie- 
nio en que deban desempeñar sus cargos los jueces mu- 
nicipales se proveerán por los presidentes de las Au- 
diencias, previos los trámites expresados en los artícu- 
los anteriores, tanto en lo relativo al nombramiento 
como en lo concerniente á exenciones y reclamaciones ,. 
pero sin sujeción á los plazos marcados en los artículos 
anteriores. 

Art. 33. Los nombrados para ocupar dichas vacarí^ 
tes cesarán, si no fueren reelegidos, al terminar los dos 
años por que debieran haber desempeñado el cargo sus 
antecesores. 

Art, 34, Los presidentes de las Audiencias remitirán 
los nombramientos de jueces municipales y sus suplen- 
tes á los jueces de primera instancia, los cuales los pon- 
drán en conocimiento de los Juzgados municipales res- 
pectivos y en el de los nombrados. 

Art. 35. Prestarán el juramento de estilo para to- 
mar posesión de sus cargos: 

Los jueces municipales de pueblos que no sean ca- 
beza de partido ante los jueces municipales que cesen, 
y en su defecto ante sus suplentes en el lugar destinado 
á las audiencias del Juzgado. 

Los jueces mucipales de pueblo? cabeza de partido 
y sus suplentes ante el juez de primera instancia. 
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Art. 36. Los jueces municipales y sus suplentes de 
pueblos en que no residan jueces de primera instancia, 
tomarán posesión de sus cargos en el acto mismo de 
prestar juramento. Los que lo sean de pueblos en que 
resida el Juzgado de primera instancia, la tomarán des- 
pués de haber prestado el juramento, constituyéndose 
al efecto en el lugar designado para la audiencia del 
Juzgado respectivo. 

Art. 37. Darán la posesión á los jueces municipales 
y á sus suplentes los que estuvieren ejerciendo las res» 
pectivas jurisdicciones. 

Art. 38. Los jueces municipales, y sus suplentes 
cuando^los reemplazaren, usarán en todos los actos en 
que ejerzan jurisdicción, ó á que concurran como tales, 
una medalla de plata pendiente de un cordón negro, 
cuyo modelo aprobará el Gobierno. 

Art. 39. Los jueces municipales y sus suplentes per- 
cibirán sólo los honorarios que les señalen los Arance- 
les judiciales. 

Art. 40. Las responsabilidades civil y criminal po* 
drán exigirse á los jueces municipales y á sus suplentes 
en los mismos casos é igual forma que á los jueces de 
primera instancia. 

Art. 41. Corresponderá á los jueces municipales en 
materia civil: 

I .° Intervenir en la celebración de los actos de con- 
ciliación. 

2.° Ejercer la jurisdicción voluntaria en los casos 
para que expresamente les autorizan las leyes. 

3.° Conocer en primera instancia y en juicio verbal 
4e las demandas cuyo objeto no exceda de 200 pesos. 

4.** Dictar á prevención las primeras providencias 
en las testamentarias ó sucesiones intestadas, cuando 
proceda según las leyes, en los pueblos donde no hu- 
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biere Juzgado de primera instancia, hasta que este tome 
conocimiento de ellas. 

Se entenderá por primeras providencias para los efec- 
tos de este artículo las que tengan por objeto poner en 
seguridad los bienes de las herencias y proveer á todo 
lo que no admita dilación. 

Cuando los jueces municipales interyengan en estas 
actuaciones, lo pondrán inmediatamente en conoci- 
miento del Juzgado de primera instancia, al que remi- 
tirán las diligencias que hubieren practicado, 

5.° Adoptar, en los casos que requieran una deter- 
minación que sin daño de los interesados no pueda di- 
ferirse, providencias interinas, dando cuenta al Juzgado 
-de primera instancia, con remisión de los antecedentes. 

6.0 Desempeñar las comisiones auxiliatorias qiie los 
jueces de primera instancia les, confieran. 

7.** Conocer de los demás juicios que se les enco- 
mienden por las leyes. 

Art. 42. Corresponderá á los jueces municipales en 
materia penal : 

i.° Conocer en primera instancia de los juicios de 
faltas con arreglo á lo prevenido en la ley provisional 
para la aplicación de las disposiciones del Código penal 
rigente en Cuba y Puerto-Rico. 

2.° Instruir á prevención las primeras diligencias en 
Jas causas criminales. 

3.® Desempeñar las comisiones auxiliatorias que los 
jueces de primera instancia les confieran. 

Art. 43. .En cada Juzgado municipal habrá un se- 
cretario que autorizará todos sus actos , y un suplente 
para los casos de vacante , enfermedad , ausencia , in- 
compatibilidad , recusación ú otro cualquier impedi- 
Inento del secretario. 

Art. 44. Se preferirá para las funciones de secreta- 
os 



194 

rio y suplente de secretario de los Juzgados municipa» 
les á los que tuvieren algunos conocimientos jurídicos 
adquiridos en estudios profesionales ó en la práctica de 
negocios judiciales. 

Art. 45. Los secretarios y suplentes de secretario» 
de los Juzgados municipales serán nombrados por los 
jueces de primera instancia, ó propuesta en terna hecha 
por los jueces municipales. 

Su dotación consistirá en los derechos que estuvieren 
señalados en los Aranceles judiciales. 

Art. 46. El cargo de secretario y de suplente de 
secretario de Juzgado municipal será compatible con 
todo empleo y cargo público cuyo desempeño sea con- 
ciliable con él en las poblaciones que no lleguen á 500- 
vecinos. 

En las que excedan de este número de vecinos , los 
expresados cargos serán incompatibles con todo em- 
pleo, cargo ó comisión retribuidos por el Gobierno, por 
la provincia ó por los pueblos. 

Art. 47, En cada Juzgado municipal habrá por la 
menos un subalterno con la denominación de alguacil^ 
que será nombrado por el juez municipal. 

Art. 48. Los subalternos de los juzgados municipa* 
les no tendrán otra retribución que la señalada en los 
Aranceles judiciales. 

CAPÍTULO II. 

OE LOS FISCALES DE JUZGADOS MUNICIPALES. 

Art. 49. En todos los Juzgados municipales de las 
islas de Cuba y Puerto-Rico habrá un representante 
del Ministerio público con la denominación de ñscal 
municipal. 
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Art. 50. Los fiscales de los Juzgados municipales y 
sus suplentes reunirán las condiciones que según él ar- 
tículo 14 deben concurrir en los jueces municipales. 

Art. 51. Es extensiva á los fiscales de los Juzgados 
municipales la preferencia que respecto á estos, según 
el art. 15, tienen los abogados para ser preferidos á los 
que no lo sean, á no mediar motivos que aconsejen lo 
contrario. No será en este caso obstáculo que no ten- 
gan la edad de 25 años. 

Art. 52. Parala propuesta, elección, incapacida- 
des, excusas, reclamaciones, decisiones de estas, pro- 
visión de vacantes y publicación de los nombramientos 
de los fiscales municipales y sus suplentes, se estará á 
lo prevenido en el cap. i de este decreto respecto á los 
jueces municipales, sin más excepciones que las si- 
guientes: 

I.* Las atribuciones que se dan y los deberes que 
se imponen en el citado capítulo á los jueces de prime- 
ra instancia, se entenderán dadas é impuestos á los 
promotores fiscales de los mismos Juzgados. 

2.* Las atribuciones que se dan y los deberes que 
se imponen á los presidentes de las Audiencias, se en- 
tenderán dadas é impuestos á los fiscales de las mismas. 

Art. 53. Los nombramientos de los fiscales muni- 
cipales y de sus suplentes se comunicarán por los fis- 
cales de las Audiencias á los Juzgados de primera ins- 
tancia, los cuales los pondrán en conocimiento de los 
Juzgados municipales respectivos, encargándoles que 
les reciban juramento, y en el mismo acto les den po- 
sesión en el lugar destinado á la Audiencia. 

Art. 54. Los fiscales de los Juzgados municipales 
usarán en los actos oficiales ó solemnes á que concu- 
rran como tales, una medalla semejante á la señalada á 
los jueces municipales, arreglada al modelo que aprue- 
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be el Gobierno, y en que esté la inscripción Ministerio 
jiscaU 

Art. <^^* Los fiscales de los Juzgados municipales 
percibirán sólo los honorarios que les señalen los Aran • 
celes judiciales. 

Art. 56. Podrá exigirse á los fiscales de los Juzga- 
dos municipales la responsabilidad, tanto civil como 
criminalmente, en los casos y en la forma establecidos 
para los demás funcionarios del ministerio fiscal. 

Art, 57. Las facultades, atribuciones, obligaciones 
y deberes de los fiscales municipales serán las que se- 
ñalan á los síndicos la ley provisional para la aplicación 
de las disposiciones del Código penal de Cuba y Puerto- 
Rico, las de defensa y fiscalización que en los Juzgados 
municipales correspondan á los mismos , con arreglo á 
la legislación vigente en dichas islas, y las generales 
que tienen los demás individuos del ministerio público. 

Art. 58. Quedan derogadas las disposiciones que 
se opongan á las consignadas en el presente decreto. 

Art. 59. Mi Gobierno dará cuenta á las Cortes del 
presente decreto. 

Dado en Palacio á quince de Enero de mil ochocien- 
tos ochenta y cuatro. — ALFONSO. — El Ministro de 
Ultramar^ Estanislao Suárez Inclán. 
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NÚMERO II 



EXPOSICIÓN. 



SEÑOR: Reorganizados los Juzgados municipales de 
las islas de Cuba y Puerto-Rico, la justicia y la conve- 
niencia pública reclaman de consuno que se apliquen 
á aquellas provincias, en la parte respectiva, los Aran- 
celes que rigen en la Península en virtud de los decre- 
tos de 31 de Marzo de 1873 y 4 de Diciembre último. 
De esta suerte se retribuirá debidamente el trabajo, que 
ninguna razón aconseja haya de ser gratuito, y cesarán 
las excusas y resistencia que en la actualidad se opo- 
nen, con harto perjuicio de la administración de justí* 
cia, por las personas designadas para desempeñar las 
funciones encomendadas á los Juzgados municipales. 

En los Aranceles , cuya aprobación se propone , in- 
trodúcense sólo las modificaciones necesarias que la le- 
gislación y las condiciones especiales de nuestras An- 
tillas exigen, teniendo también en cuenta el distinto 
valor de la moneda. No obstante el aumento se limita 
en este punto á duplicar las cantidades, con lo cual los 
funcionarios que presten los correspondientes servicios 
quedarán suficientemente remunerados, y módicos se- 
rán los gastos que se ocasionen á las personas que acu- 
dan á los Juzgados municipales en demanda de justicia. 

Fundado en estas consideraciones , el Ministro que 
suscribe, de conformidad con el dictamen del Consejo 
de Estado en pleno, y de acuerdo con el Consejo de 
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Ministros, tiene la honra de someter á la aprobación 
de V. M. el adjunto proyecto de decreto. 

Madrid i6 de Enero de 1884. — Señor. — A L. R. P. 
de V. M. — Estanislao Suárez Inclán. 



REAL DECRETO. 

A propuesta del Ministro de Ultramar , de acuerdo 
con el Consejo de Ministros, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo único. Los Aranceles vigentes en la Pe- 
nínsula para los Juzgados municipales por virtud del 
decreto de 31 de Marzo de 1873 y Real decreto de 4 de 
Diciembre último, se publicarán y observarán desde su 
publicación en las islas de Cuba y Puerto-Rico con las 
modificaciones consignadas en los adjuntos. 

Dado en Palacio á diez y seis de Enero de mil ocho- 
cientos ochenta y cuatro. — ALFONSO. — El Ministro 
de Ultramar, — ^Estanislao Suárez Inclán. 
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ARANCELES 

PARA LOS JUZGADOS MUNICIPALES 

DE LAS ISLAS DE CUBA Y PUERTO-RICO, 



TÍTULO PRIMERO. 

DE LOS NEGOCIOS CIVILES. 



CAPITULO PRIMERO. 

DI LOS JUECES. 

Sección primera. 

De los negocios engeriera/. 



Ps. Cs. 



Artículo i.° Los jueces municipales percibi- 
rán por la primera providencia que dicten y fir- 
men en cada negocio 0,40 

Art. 2.* Por cada una de las demandas que 

■dictaren 0,20 

Art. 3.0 Por cada auto 0,60 

Art. 4.° Por las sentencias definitivas i 

Art. 5." Por la declaración de parte, testigo 
^perito que reciban, cobrarán por cada una de las 

hojas que contenga 0,10 

Art. 6." Por una ratificación simple 0,20 

Art. 7.* Si la ratificación fuese adicionada ó 

■enmendada, 0,30 

Art. 8.° Si las declaraciones ó ratificaciones 
tuviesen lugar por medio de intérprete ó fuera 
del lugar del Juzgado, devengarán derechos do- 
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bled de los señalados á las mismas en los artícu- 
los anteriores. 

Art. 9.** Por la celebración del juicio verbal 
que debe tener lugar en el de desahucio, perci- 
birán por cada hora que dure dicho acto 0,80- 

Art. 10. Por la celebración de las juntas de 
familia para dar el consentimiento ó consejo 
para contraer matrimonio, cobrarán por hora, . 0,80- 

Art. 1 1 . Por toda comparecencia de las par- 
tes, deduciendo pretensiones que se hallen auto- 
rizadas ó admitidas por la ley 0,20 

Art. 12. Por toda clase de certificaciones 
que con arreglo á la misma deben expedir, y por 
los mandamientos, exhortos, requisitorias, su- 
plicatorios é informes • 0,40 

Art. 13. Por cada comunicación ú oficio. . . 0,10 

Art. 14. Por cada edicto a,20 

Art. 15. Por la asistencia á las subastas, in^ 
ventarios, ocupación de bienes, inspecciones 
oculares y depósito de personas, no pasando de 
una hora i ,20 

Art. 16. Y por cada hora de exceso. • 0,80 

Sección segunda. 

De los actos de conciRaáón, 

Art. 17. Por la celebración de cada acto de 
conciliación, con inclusión de la providencia de 
citación y del certificado que expidan , percibi- 
rán por todos sus derechos 0,80 

Art. 18. Cuando citado el demandado no se 
celebrase el acto por falta de comparecencia de 
una de las partes, incluyendo la certificación ... o, 6a 
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Sección tercera. 

De ¡os juicios verbales. 



Ps. Cs. 



Art. 19. Por todas las providencias, actos 
y diligencias de un juicio verbal, sea cualquie- 
ra su duración hasta la sentencia inclusive, co- 
brarán , 0,80 

Art. 20. Cuando citado el demandado no se 
celebrase el acto por falta de comparecencia del 
demandante ó de ambos 0,40 

CAPÍTULO II. 

DE LOS FISCALES MUNICIPALES. 

Art. 21. Por cada dictamen que emitan por 
escrito en los asuntos civiles en que deban inter- 
venir, percibirán 0,80 

Art. 22. En los demás actos y diligencias á 
que deban concurrir con los jueces , devengarán 
una cuarta parte menos de los derechos que es- 
tuvieran señalados á estos. 

CAPÍTULO III. 

DE LOS SECRETARIOS. 

Sección primera. 

De ios negocios en general, 

Art. 23 . Los secretarios de los Juzgados mu- 
nicipales percibirán por la extensión y autoriza- 
ción de cada providencia. 0,20 

Art. 24. Por la de cada auto 0,40 
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Art. 25. Por la extensión y autorización de 
las sentencias '. • 0,80 

Art. 26. Por cada notificación, citación , re- 
querimiento ó emplazamiento, ejecutado en el 
local del Juzgado ó en el local destinado para 
verificarlo, con inclusión de la copia de la re- 
solución 0,30 

Art. 27. Por cualquiera de las referidas dili- 
gencias, si tuvieren lugar fuera de dichos locales. 0,40 

Art. 28. • Si se hicieren por medio de cédula 
en ausencia de la persona que ha de ser notifi- 
cada, por no hallarse en su domicilio, con inclu- 
sión de dicha cédula 0,50 

Art. 29. Cuando se hiciere á corporación ó 
particulares, previo señalamiento de día y hora. 0,80 

Art. 30. Cuando la persona notificada se 
niegue á firmar y sea necesario que lo verifiquen 
dos testigos 0,60 

Art, 31. Por la extensión de la respuesta 
cuando deba admitirse, cobrarán además 0,10 

Art. 32. Por cada notificación que se prac- 
tique en estrados 0,20 

Art. 33. Por cada nota que se extienda en 
el papel de pagos al Estado ó en el que sirva de 
reintegro para algún documento ó diligencia. . . 0,10 

Art. 34. Por cada una de las notas que ex- 
tiendan en los contratos de inquilinato ó en otros 
documentos, haciendo constar la posesión, eni- 
bargo y desembargo de bienes, nombramiento 
de administrador judicial ó su alzamiento, ó 
cualquiera otra circunstancia ó hecho en virtud 
4e mandato de juez 0,20 

Art. 35. Por el desglose de documentos, di- 
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ligencia en que se haga constar, y nota que debe 
quedar en los autos 0,40 

Art* 36. Por la extensión de la diligencia de 
consignación de dinero, alhajas ó valores, y del 
recibo que deben facilitar cuando tuviere lugar 
en el local del Juzgado. , 0,80 

Art. 37. Por las diligencias que practiquen 
para su entrega, bien á las partes ó en estable- 
cimientos públicos. • 0,80 

Art. 38. Cuando por disposición de la ley ó 
por mandato del juez hicieren constar la entre- 
ga de documentos á cualquiera persona ú oñcina 
pública 0,40 

Art. 39. Por cada declaración de partes, tes- 
tigo y perito cobrarán por cada hoja que com- 
prenda* 0,30 

Art. 40. Por la ratificación simple 0,20 

Art. 41. Si esta fuere adicionada ó enmen- 
dada 0,30 

Art. 42. Cuando las declaraciones ó ratifica- 
ciones se recibiesen por medio de intérprete ó 
fuera del local del Juzgado, cobrarán dobles de- 
rechos de los que quedan señalados. 

Art. 43. Por la extensión de suplicatorios, 
exhortes, despachos, mandamientos, certifica- 
ciones é informes, incluida la nota de su expe- 
dición y entrega ó de haberle dado curso 0,40 

Art. 44. Por cada oficio ú orden 0,20 

Art. 45. Por cada edicto 0,20 

Art. 46. Por la asistencia al juicio verbal 
que debe tener lugar en el desahucio y extensión 
del acta, percibirán por cada hora que dure di- • 

cha diligencia • 0,80 
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Art. 47. Por la celebración de las juntas de 
parientes para dar el consentimiento 6 consejo 
para contraer matrimonio, cobrarán por hora. . 0,80 

Art. 48. Por cada hora de ocupación en las 
subastas, depósito de personas, embargo de bie- 
nes y lanzamientos 0,80 

Art. 49. Por la formación de inventarios, 
ocupación, posesión y descripción de bienes, 
deslindes, inspección ocular y cotejos, cobrarán 
por hora 0,60 

Art. 50. Por la tasación de costas, sus pro- 
rrateos, comprobación de cuentas y liquidacio- 
nes de cargas y de intereses y su extensión en el { 
pleito, llevarán por cada hoja que comprenda 
dicha diligencia ¿ . . . 0,40 

Art. 51. Por el examen de autos y de docu- 
mentos para la liquidación á que se refiere el ar- 
tículo anterior, llevarán por cada hoja de las que 
hayan tenido que examinar 0,03 

Art. 52. Por la busca de cualquier juicio ó 
expediente dándose noticia fija del año de su in- 
coación ó terminación 0,40 

Art. 53. Si no se diere la noticia indicada 
llevarán por cada año de los que deban registrar, 
á contar desde el anterior inmediato al en que se 
practique la busca o, 10 

Sección segunda. 

De ios actos de conciliación, 

' Art. 54. Por todos los derechos en cada acto 
de conciliación en que intervengan y autoricen, 



1 intrusión de la providencia de citación y del 

tincado que expidieren, devengarán 

^' 55- Cuando citado el demandado no Ue- 
■e á celebrarse por falta de comparecencia de 

partes, incluyendo la certificación 

^rt, 56. Si el demandado fuere citado por 
;io dirigido al juez de su residencia, con arre- 
I á la ley, percibirán además- 



4rt. 57. Por todos los actos y diligencias de 
juicio verbal, cualquiera que sea su extensión 

ita la sentencia inclusive , 

\rt. .58. Cuando el juicio no se celebrare por 
ta de asistencia de alguna de las partes ó de 



CAPÍTULO IV. 



\rt. ¡g. Los alguaciles de los Juzgados mu- 
dpales cobrarán por cada cita¿i6n para los 
os de conciliación, juicios verbales ó cual- 

ierotra diligencia judicial 0,20 

\rt. 60. Si estas citaciones las practicaren 
despoblado y á mayor distancia de dos kilo-- 

itroa de la, población, llevarán 0,40 

\rt. 61. Por cada requerimiento que hagan 
virtud de mandamiento judicial 0,20 
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Art. 62. Por la diligencia en busca de testi- 
gos cuando la parte que ha de ser citada ó re- 
querida se niegue á ñrmar o,ia 

Art, 63. Por llevar un oficio ó comunica- 
ción 0,2a 

Art. 64. Por la asistencia á la celebración de 
juicios y demás actos á que deban concurrir en 
estrados. 0,3a 

Art. 65. Por la asistencia á reconocimientos, 
cotejos, inspecciones oculares, deslindes, inven- 
tarios, posesión de bienes, depósitos de personas 
y otras análogas, llevarán por hora 0,3a 

Art. 66. Por las diligencias de embargo, des- 
embargo y lanzamiento, cobrarán por cada hora 
que empleen en ellas • Oj40" 

Art. 67. Por cada día de guarda de vista. . • 0,80 

Art. 68. Por cada noche de guarda de vista. 1,2a 

CAPÍTULO V. 

DISPOSICIONES ESPECIALES. 

Airt. 69. Lo dispuesto en los capítulos precedentes 
se entenderá sin perjuicio de lo prevenido en las dis- 
posiciones generales de estos Aranceles. 

Art. 70. Las diligencias Ó actuaciones comprendi- 
das en los capítulos anteriores que deban practicarse 
en los expedientes posesorios para inscribir bienes en 
los Registros de la Propiedad, se cobrarán con arreglo 
al art. 41 de los reglamentos para la ejecución de las 
leyes hipotecarias de Cuba y Puerto-Rico. 



¡ LOS NECOCIOS 



CAPITULO PRIMERO. 



Art. 71. Por cada juicio de faltas en que no 
haya más de un procesado condenado en las 
costas, se devengarán por todas las diligencias 
con inclusión de la sentencia 2,40 

Art. 72. Si hubiere dos ó más, se deven- 
garán 3 

Art. 73. El importe total de dichas costas se distri- 
buirá por iguales partes entre el juez, fiscal y secre- 
tario. 

Art. 74. Por las diligencias de ejecución de senten- 
cia en cuanto se refieran á la persona del penado, lle- 
varán las dos terceras partes de los derechos asignados . 
á las actuaciones que practiquen en idénticos casos los 
jueces de primera instancia, con arreglo á los Arance- 
les judiciales vigentes en las islas de Cuba y Puerto- 
Rico. 

Art. 75. En lo que se refiera á hacer efectivas las 
responsabilidades pecuniarias devengarán las dos ter- 
ceras partes de los derechos señalados para cada caso 
en el artículo correspondiente del título i.° de este 
Arancel. 

Art. 76. En ningún caso podrán exceder las costas 
por uno y otro concepto del duplo de las del j uicio prin- 
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cipal, distribuyéndose en proporción á las diligencias 
en que cada funcionario hubiere intervenido. 

Art. 77. No se exigirán derechos á los absueltos. 

Art. 78. También serán de oficio las costas causa-r 
das para determinar si un hecho constituye delito ó 
falta. 

Art. 79. Cuando los jueces municipales y secreta- 
rios practiquen diligencias en causas criminales deven- 
garán los derechos señalados en los Aranceles judiciales 
de Cuba y Puerto-Rico respecto de las diligencias que 
en casos idénticos practiquen los jueces de primera ins- 
tancia y escribanos de actuaciones. 

CAPÍTULO II. 

DE LOS ASESORES DE LOS JUECES MUNICIPALES. 

Art. 80. Cuando los jueces municipales desempe- 
ñen accidentalmente los Juzgados de primera instancia, 
los asesores de que se valgan devengarán honorarios 
que serán satisfechos con el haber que por aquel con- 
cepto, disfrute el juez municipal hasta donde alcance. 

CAPÍTULO III. 

DE LOS ALGUACILES Y PORTÉEOS. 

Art. 81. Por las actuaciones que practiquen en los 
juicios de faltas devengarán las dos terceras partes de 
lo señalado en los Aranceles judiciales de Cuba y Puer- 
to-Rico para los alguaciles de los Juzgados de prime jra 
instancia. 

Art. 82. En las diligencias que practiquen auxi- 
liando al juez municipal en funciones de primera ins- 
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-tancia devengarán los mismos derechos señalados { 
los Aranceles judiciales de Cuba y Puerto-Rico para '. 
■de su clase en Jos referidos Juzgados de primera ir 
tancia. 

TÍTUIA UI. 

DI( POSICIONES GENERALES. 

Art, 83. Los derechos señalados en este Aran 
por razón de las actuaciones anteriores á la ejecuci 
de las sentencias que se dicten en los juicios verba 
no podrán exceder en el Juzgado municipal de un 
por 100 de la cantidad litigiosa. 

Cuando excedieren de esas cifras, los funcionar 
que en tales juicios hubieran intervenido sufrirán 
prorrata el descuento que les corresponda. 

Art. 84. En las diligencias de ejecución de las si 
tencias de los juicios verbales y en las de cumplimie 
to de lo convenido en los actos conciliatorios, percib 
cada uno de los funcionarios que intervengan en el 
la tercera parte de los derechos señalados en e 
Arancel. 

Art. 85. Los auxiliares y subalternos percibii 
una mitad más de los derechos asignados en este An 
cel si las diligencias se practicasen de noche. 

Art, 86. Las actuaciones comunes á dos ó más p. 
tes htigantes serán cobradas una sola vez, distribuyi 
do su importe entre estas. 

Aunque fueren muchos los litigantes se consider. 
como una sola parte á los que se deñendan bajo 1 
sola dirección y formulen sus pretensiones en un s 
escrito. 

Art. 87. Cuando en el curso de las actuaciones 
auxiliares y subalternos que en ellas hubieran intec 
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nido fueran sustituidos por otros, no podrán estos per- 
cibir derecho alguno por razón de los trabajos que 
aquellos hubiesen practicado, aunque deban repetirlos 
para el buen desempeño de su cargo. 

Art. 88. Cuando los actos y diligencias estén retri- 
buidos por horas se cobrará por completo la primera, 
aun cuando no se haya invertido toda ella; pero en las- 
sucesivas los derechos se percibirán por fracciones de 
media hora. 

La duración de estos actos ó diligencias se hará cons- 
tar en la actuación destinada á los mismos antes de que 
las partes las suscriban, cuando esto sea procedente, 6 
bajo la fe del secretario si ni aquellas ni el juez debie- 
ren firmar. 

Art. 89. En todos los escritos, testimonios, com- 
pulsas, providencias, autos y sentencias y cuantas ac- 
tuaciones estén retribuidas por pliegos ó por hojas, de- 
berá contener por lo menos veinte líneas la página 6 
folio en que se halle el sello del papel y veinticuatro- 
las demás. 

Cada línea tendrá trece sílabas, pero podrán com- 
pensarse las diferencias dentro de cada pliego. 

Las copias simples de todas clases se regularán por 
la extensión que tenga el documento ó actuación de 
que estén sacadas; pero en ningún caso se les compu- 
tarán menos líneas y sílabas de las que señala el párra- 
fo precedente. 

Los jueces podrán, á instancia de parte ó de oficio, 
privar de derechos á los auxiliares y subalternos res- 
pecto de los escritos ó actuaciones en que infringiesen 
las disposiciones de este artículo. 

Art. .90. No devengan derechos más actos que los 
que directa y claramente se eipresan en estos Arance- 
les. Si algún interesado creyese dignos de retribución 



cualquier trabajo, actuación ó diligencia omitida, lo 
pondrá en conocimiento del Gobierno por el conducto 
ordinario para que resuelva lo que estime justo. 

Art. gi. Cuando hubiese razón de dudar si por un 
acto 6 diligencia comprendidos en este Arancel ae de- 
ben mayores ó menores derechos, la duda se resolverá 
en el sentido más favorable al litigante que ha pagado. 

Art. 92, Los derechos correspondientes á cada fun- 
cionario por las distintas actuaciones en que interven- 
ga, serán anotados en letra a! pié de la firma de aquel. 
En las cuentas ó minutas que para hacerlos efectivos 
se formulen, se expresará el artículo del Arancel apli- 
cable á cada una de las partidas, y la fecha de las di- 
ligencias ó actuaciones que comprendan. La omisión 
de cualquiera de estos requisitos será causa suficiente 
para negar el pago de los derechos. 

Art. 93. El pago de los suplementos hechos y de 
los derechos devengados con arreglo á este Arancel, po- 
drá exigirse por la vía de apremio de la persona á cuya 
instancia se hayan causado en la forma establecida por 
las leyes. 

En ningún caso se accederá á la solicitud de apremio 
si no se hubieren observado por el reclamante las pres- 
cripciones del artículo precedente. 

Art. 94. Todos los que deben percibir derechos en 
los negocios judiciales á que se refiere este Arancel, es- 
tarán obligados á librar gratuitamente recibo á los in- 
teresados , siempre que estos lo pidan, de los derechos 
que cobran, expresivo del asunto, partes, actuaciones 
y artículos del Arancel. De no verificarlo, podrán resis- 
tirse las partes al pago. 

Esta disposición se hallará escrita en letras de gran 
tamaño y en el lugar más visible del Juzgado. 

Art. 95. Los jueces municipales dispondrán que en 
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el sitio más apropiado para conocimiento del público y 
en el despacho de cada uno de los auxiliares , se colo- 
que un ejemplar de este Arancel, autorizado con su fir- 
ma y la del secretario. 

Art. 96. Los funcionarios de los Juzgados munici- 
pales que reclamen y cobren derechos mayores que los 
señalados en este Arancel, incurrirán en la responsabi- 
lidad que señala el Código penal al culpable de exac- 
ciones ilegales. 

Art. 97. Incurrirán también en la responsabilidad 
correspondiente los que exigieren y cobraren derechos 
por algún acto judicial á que no hubieran concurrido. 
Esta responsabilidad alcanza igualmente á los funcio- 
narios á quienes competa autorizar la diligencia, si la 
redacción de esta diere ocasión al abuso. 

Art. 98. En las apelaciones de juicios verbales, los 
jueces de primera instancia y los promotores, cuando 
intervengan, vigilarán la observancia de este Arancel, 
procediendo criminalmente en los casos de infracción. 

Art. 99. A fin de cada mes, los secretarios, en los 
juicios no apelados, pasarán á los promotores fiscales 
una lista de los actos de conciliación, juicios civiles y 
criminales y de todos los demás negocios en que hayan 
devengado derechos, con expresión del asunto, partes, 
cuantía ó falta, derechos que hayan percibido todos los 
funcionarios del Juzgado, artículo del Arancel en que se 
fundan y reclamaciones ó protestas de las partes. 

Los promotores fiscales les devolverán las precitadas 
listas después de examinadas y con el V.° B.°, si no tu- 
vieren reparo que oponer, ó las pasarán á los Juzgados 
respectivos para proceder por exacciones indebidas. 

Madrid 16 de Enero de 1884. — Aprobado por S. M. 
— SuÁREz InclAn. 



PARTE SEGUNDA. 



PROYECTO 



REGLAMENTO DEL REGISTRO CIV 

PARA LAS ISLAS DE CUBA Y PUERTO-RICO. 



CAPÍTULO I. 

DE LAS OFICINAS DEL REGISTRO CIVIL. 

Artículo I." Se establecerán oficinas del Regís 
del estado civil de las personas: 

I." En los Gobiernos generalesde las islas de Cu 
y Puerto-Rico. 

2° En las cabezas de partido judicial. 

En la ciudad de la Habana habrá tres oficinas < 
Registro civil, cuya demarcación fijará el Gobier 
previo informe del Gobernador general. 

Art. 2." En las oficinas expresadas en el artía 
anterior se inscribirán los actos del estado civil, ; 
perjuicio de las atribuciones conferidas por la ley á \ 
alcaldes y alcaldes de barrio, contadores de los buqi 
de guerra y capitanes ó patrones de los mercant 
jefes con mando activo de los cuerpos militares, jei 
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de lazaretos, hospitales y otros establecimientos análo- 
gos y á los Agentes diplomáticos ó consulares de 
España en el extranjero. 

Art. 3.° Las oficinas del Registro civil serán de 
cuatro clases. 

A la primera clase corresponderán las que se esta- 
blezcan en lo^ Gobiernos generales. 

A la segunda las de capital de Audiencia. 

A la tercera las de capital de provincia. 

Y á la cuarta las restantes. 

Art. 4.° Las oficinas del Registro civil estarán 
abiertas todos los días desde las ocho de la mañana 
hasta las ocho de la noche, sin perjuicio de que en 
casos extraordinarios ó urgentes se habiliten otras 
horas para el despacho. 

Art. 5.** En el sitio más público de cada oficina se 
colocará un cartel en el que se expresarán los nombres 
de los pueblos que el Registro comprende y se trans- 
cribirán el artículo procedente y el Arancel que forma 
parte de este reglamento. 

CAPÍTULO II. 

DE LOS LIBROS DEL REGISTRO. 

Art. 6.° . Los Hbros oficiales del Registe civil, se- 
gún los actos que comprendan , se titularán : 
De nacimientos. 
De matrimonios. 
De defunciones. 



T)e ciudadanía. 

De cambios de nombres y apellidos. 

De incapacitados. 

De personas que han estado en servidumbre. 
■ En las oficinas respectivas se llevarán libros oficiales 
distintos para cada uno de los Ayuntamientos. Estos 
libros tendrán el margen suficiente á fin de poder 
extender las notas que la ley previene , y serán talona- 
rios y uniformes para todos los Registros, á cuyo efecto 
se adoptarán las disposiciones necesarias por el Minis- 
terio de Ultramar. 

Art. 7." En los Gobiernos generales, además de 
los libros expresados en el artículo anterior, se llevarán 
otros especiales , en los que se tomará razón sustancial 
4e las actas y declaraciones que , según la ley, deben 
remitirse á los mismos Gobiernos para su inscripción 
definitiva en otros Registros, expresando la fecha ea 
que se envíen á estos. 

Art. 8." Los encargados del Registro civil de los 
Gobiernos generales remitirán oportunamente á las 
respectivas oficinas los libros oficiales que por estas se 
les pidan, y los encabezarán previamente con una 
diligencia expresiva de la sección ó registro especial y 
■oficina á que correspondan, del número de folios útiles 
que contengan, y de la fecha de esta diligencia, que 
firmarán dichos encargados y sus secretarios. 

Todas las hojas de los mencionados libros y las dili- 
gencias de apertura se autorizarán con el sello de la 
oficina del Registro del Gobierno general. 

Los encargados del Registro civil participarán al 
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remitente, por el primer correo, el recibo de los libros^ 
y harán las observaciones oportunas, si estos no se 
hallaren en buen estado ó hubiere inexactitud en las. 
circunstancias consignadas en la diligencia de apertura. 
En ningún caso se extenderán asientos en libros que^ 
no estén completamente útiles. 

Si los encargados del Registro civil estuvieren con- 
formes con la diligencia referida , lo harán constar por 
medio de otra que suscribirán juntamente con sus se- 
■cretarios y autorizarán con el sello de la oficina. 

Art. 9.° Cuando se llenen todos los folios He un 
libro se cerrará este inmediatamente por medio de una- 
diligencia, que expresará el número de folios que s& 
hayan escrito, el de asientos hechos en la parte del año 
transcurrido , el total de los que contenga el hbro, y la. 
fecha de la referida diligencia. 

Al fin de cada año, después del último asiento, se 
extenderá en cada libro un resumen, en el que se hará 
constar el número de inscripciones practicadas durante 
aquel en la sección 6 registro especial correspondiente^ 

Art., 10. Los libros de cada Registro estarán nu- 
merados por orden de antigüedad entre los de su clase^ 
Además llevarán otra numeración especial también por 
antigüedad entre los del Ayuntamiento respectivo. 

Art. II. Los libros del Registro civil no se sacarán 
por motivo alguno de la oficina correspondiente. Las 
diligencias judiciales ó extrajudiciales, que exijan la 
presentación de dichos libros, se practicarán precisa- 
mente en la misma oficina. 

Art. 12. Todos los libros del Registro civil tendrán 
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un índice de los asientos que comprendan, formado por 
orden alfabético de apellidos de las personas inscritas. 

Además, se llevará en todas las oficinas, también por 
riguroso orden alfabético de apellidos, un índice general 
para cada uña de las secciones y registros especiales. 
Los libros de estos índices se formarán y remitirán á 
las encinas á que estén destinados, del mismo modo que 
los demás libros del Registro. 

Con arreglo á lo prevenido en el art. 47 de la ley, 
en I." de Enero remitirán los encargados del Registro 
civil al Ministerio de Ultramar copia de la parte de 
estos Índices correspondientes al año anterior. 

Art, 13. Los libros especiales encomendados por 
la ley á los alcaldes y alcaldes de barrio, contadores, 
capitanes y patrones de buques, y jefes de cuerpos 
militares , lazaretos y otros establecimientos, tendrán 
impresa la parte del formulario que sea común á todas 
las actas de su clase , las cuales han de extenderse por ■ 
duplicado, sin perjuicio de consignar en el margen 
izquierdo del libro sucinta relación de lo comprendido 
en las mismas. La relación y las actas llevarán el nú- 
mero del folio que corresponda á la hoja respectiva. 

Estos libros se formarán bajo la inspección del Mi- 
aisterio de Ultramar y se remitirán á las personas 
Expresadas, bien directamente, bien por el conducto 
i^ue se determine , después de selladas las hojas con el 
sello del Registro del Gobierno general. 

Los contadores de los buques de guerra destinados á 
as islas de Cuba y Puerto-Rico y los capitanes y pa- 
cones de los mercantes matriculados en las mismas, 6 
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que habitualmente hagan viajen á sus puertos, recibirán 
los libros mencionados por conducto de las autoridades 
de marina. 

Art. 14. Los encargados de los Registros de los 
Gobiernos generales llevarán nota detallada de los 
libros que, con sujeción á este reglamento, faciliten 
para hacer constar los actos del estado civil , y darán 
cuenta mensualmente al Ministerio de Ultramar. 

CAPÍTULO III. 

DE LOS ASIENTOS DEL REGISTRO. 



Art. 15. El primer asiento de inscripción de cada 
libro se extenderá inmediatamente después de la dili- 
gencia de apertura expresada en el último párrafo del 
art. 8.° 

Las demás inscripciones se irán extendiendo sucesi- 
vamente sin dejar espacio alguno en blanco, excepto el 
correspondiente á las notas marginales, y el que medie 
entre las ñrmas y el sello. 

Cuando alguna línea no fuese escrita por entero , la 
parte que quede por escribir se cubrirá con una raya de 
tinta antes de firmarse la inscripción. 

Art. 16. Todos los asientos de inscripción de cada 
sección ó registro especial estarán correlativamente 
numerados al margen, y debajo del número de orden, 
que les corresponda, se escribirá el nombre y apellido 
de la persona ó personas á quienes se refiera la ins- 
cripción. 
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Art. 17, Todos los asientos del Registro civil esta- 
rán autorizados con el sello de la oñcina correspondien- 
te, y se firmarán por el encargado del Registro y el se- 
cretario, por la persona que haga la declaración ó ma- 
nifestación á que dichos asientos se refieran, y por dos 
testigos mayores de edad. 

Si la declaración ó manifestación se hiciere ante el 
alcalde, alcalde de barrio ó cualquiera de las personas 
designadas en el art. 2.°, el declarante y los testigos 
firmarán el acta duplicada impresa; y el asiento que se 
extienda en la oficina del Registro civil será autorizado 
con las ñrmas del encargado del mismo y del secreta- 
rio. Los asientos de esta clase expresarán las circuns- 
tancias que, con arreglo á la ley, han de comprender 
las actas respectivas y el número y legajo en que estas 
queden archivadas. 

Antes de ponerse el sello y firmas se leerá íntegra- 
mente el asiento á las personas que deban suscribirlo, 
expresándose al final del mismo haberse llenado esta 
formalidad. 

Art, 18. Los alcaldes y alcaldes de barrio remiti- 
rán al encargado del Registro civil correspondiente, 
dentro del preciso término de ocho días, uno de los dos 
ejemplares de las actas que extiendan con arreglo á lo 
dispuesto en el art. 2.° de la ley, y en caso de extravío 
enviarán el otro ejemplar. 

Los encargados del Registro civil cuidarán de que se 
les remitan en todos los casos uno de los ejemplares ex- 
presados, y al efecto harán las oportunas reclamacio- 
nes, en virtud de las faltas que adviertan, teniendo en 
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cuenta la numeración de dichas actas, y cuantas noti- 
cias lleguen á su conocimiento. 

Asimismo procurarán que los alcaldes y alcaldes de 
barrio subsanen, sin pérdida de tiempo, los defectos ú 
omisiones de que adolezcan las actas referidas. 

Art. 19. Los encargados del Registro trascribirán 
por orden cronológico, en los libros de las secciones co- 
rrespondientes, las actas que, con sujeción á lo prescrito 
en el artículo precedente, les remitan los alcaldes y al- 
caldes de barrio. 

Solo podrá alterarse este orden cuando las acta§ ado-* 
lezcan de defectos que no sea posible subsanar inme- 
diatamente. 

Art. 20. Los asientos del Registro civil se escribi- 
rán con caracteres claros, sin abreviaturas, raspaduras 
ni enmiendas sobre la palabra equivocadamente escrita. 

Las equivocaciones ú omisiones que se hubiesen co- 
metido serán salvadas, de puño y letra de la misma 
persona que haya escrito el asiento, al final de éste, 
haciéndose al efecto las oportunas llamadas. 

Hecha de esta manera la corrección, se procederá á 
estampar el sello y firmas que correspondan. 

Las tachaduras que fueren necesarias se harán de 
modo que siempre se pueda leer la palabra tachada, 
salvándose también en el tiempo y forma expresados. 

Las fechas y cantidades que deban constar en las 
actas y asientos se escribirán siempre en letra. 

Art. 21. Firmada una inscripción, para rectificar 
las equivocaciones padecidas, que no afecten á la parte 
sustancial de la misma, se presentarán al encargado 
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del Registro los documentos y pruebas que demuestren 
la equivocación. En vista de ellos, este funcionario dic- 
tará al acuerdo que estime procedente, pudiendo acu- 
dir en alzada los interesados al encargado del Registro 
del Gobierno general, y como último recurso al Minis- 
terio de Ultramar, dentro del plazo de quince días. 

Si el acuerdo del encargado del Registro, ó la resolu- 
ción definitiva del expediente, fuere favorable á la rec- 
tificación solicitada, se hará esta en la forma que de- 
termina el art. 9.° de la ley, por medio de una nueva 
inscripción, que habrán de firmar el declarante y los 
que intervinieron como testigos en el asiento rectifi- 
cado. 

Los encargados del Registro civil darán cuenta al 
Ministerio de Ultramar, por conducto del Gobierno ge- 
neral, de los acuerdos que dicten en expedientes ins- 
truidos para la rectificación de inscripciones. 

Art. 22. Si por alguna circunstancia extraordina- 
ria se interrumpiese una inscripción, cuando sea posi- 
ble continuarla se extenderá un nuevo asiento en el que, 
ante todo, se expresará la causa de la interrupción. Al 
margen de la inscripción interrumpida y de la que so- 
bre el mismo acto se haga después, se pondrán notas 
de referencia. 

Art. 23. Para el cumplimiento de lo prevenido en 
el art. 6.° de la ley se tendrán presentes las reglas 
que^siguen. 

I." Para expresar la naturaleza de las partes y de 
los testigos se consignará el nombre del pueblo en que 
hayan nacido, el del término municipal y el de la pro- 
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vincia á que corresponda en el día en que se haga la 
inscripción ó asiento. 

2.* Para expresar el domicilio de las partes y tes- 
tigos se consignará el nombre del pueblo en que estén 
domiciliados al hacer la inscripción ó asiento, con ex- 
presión de la calle y número de la casa que habiten, 6 
de la parroquia á que pertenezcan, si habitaren en un 
punto donde no estén determinadas las casas por nú- 
meros y calles, el término municipal y la provincia á 
que este corresponda. 

3.* Para expresar la profesión ú oficio de las muje- 
res, que no la tengan especial, se dirá dedicada á las 
ocupcLciones propias de su sexo. 

4." Para expresar la edad, se dirá solamente mayor 
de edad, cuando la tengan cumplida con arreglo á la ley 
común las personas de que se trate. Si alguna de ellasr 
no estuviere en este caso, se expresará con exactitud la 
edad que tenga, ó bien se consignará el día de su naci- 
miento, á tenor de la certificación del mismo, si se hu- 
biese presentado. 

5.' Cuando los interesados olas personas, que como 
declarantes, deban asistir á la formalización de un asien- 
to, no concurran personalmente al acto conforme al 
art. 10 de la ley, se expresarán, además del nombre , 
apellidos y circunstancias de aquellos, las del represen- 
tante ó apoderado en los términos prevenidos para los 
interesados y testigos. 

Art. 24. Las personas que, con arreglo á lo pre- 
venido en el artículo 10 de la ley, se hagan representar 
por otras en el acto de la inscripción, concederán al 
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sfecto autorización por escrito, en que se expresen to- 
las las circuntancias que deba comprender el asiento. 

Esta autorización se ñrmará por el que la confiera, ó 
por un testigo, si no supiere ó no pudiere firmar. 

Los encargados del Registro, adoptarán las precau- 
:Íones que estimen oportunas para la identificación de 
las firmas, y para cerciorarse de la exactitud de la auto- 
rización cuando esta aparezca suscrita por un testigo. 

Art. 25. Además de los libros oficiales del Regis- 
tro, llevarán los encargados del mismo todos los auxi- 
liares que estimen convenientes ó se les prescriban por 
si Ministerio de Ultramar; pero estos no harán fe como 
locumentos públicos, y serán considerados como asien- 
tos privados. 

CAPÍTULO IV. 

DE LOS NACIMIENTOS. 

Art. 26. El término de ocho dias señalado en el 
art. 12 de la ley para la presentación del niño al fun- 
;ionario encargado del Registro 6 al alcalde ó alcalde 
le barrio respectivo, empezará á correr desde las doce 
ie la noche de aquel en que hubiese nacido, ó en que 
lubicse sido hallado, si fuere expósito. 

Cuando ocurrieren avenidas, nevadas ú otras causas 
le fuerza mayor que impidan ó dificulten mucho la 
¡omunicación del punto donde hubiere nacido eí niño 
wn aquel en que esté situado el Registro ó la Alcaldía 
;orrespondicnte, el referido término se entenderá pro- 
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rogando por todo el que durasen dichos obtáculos. 

Art. 27. Cuando el encargado del Registro haya 
de trasladarse al lugar del nacimiento, en virtud de lo 
que determina el art. 12 de la ley, levantará acta ha* 
ciendo constar la presentación del niño y las demás cir- 
cunstancias que deba comprender la inscripción. Esta 
acta será firmada por las personas que determina el ar- 
tículo 1 7 de este reglamento y se trascribirá en el libro 
correspondiente del Registro. 

Art. 28. La inscripción de los nacidos que por cual- 
quier motivo fueren presentados después de trascurrir 
el término legal , se verificará por el encargado del Re- 
gistro del punto donde tuvo lugar el nacimiento. 

Para proceder á la inscripción se acreditarán dicho 
nacimiento y las circunstancias necesarias ante el en- 
cargado del Registro del punto donde aquel ocurrió ó 
en que resida la persona que haya de ser inscrita, uti- 
lizando al efecto certificación del facultativo que asis- 
tió al parto y los demás medios de prueba admitidos 
por las leyes. 

Si hubiere de practicarse información de testigos, se 
anunciará por edictos, dando á conocer la inscripción 
que se solicita y señalando el día y la hora en que 
hayan de recibirse las declaraciones. Los edictos se 
publicarán con ocho días de anticipación por lo menos, 
y se fijarán siempre en el lugar en que ocurrió el naci- 
miento, á cuyo efecto, y para que emita informe, se 
remitirán los datos oportunos al encargado del Regis- 
tro de la demarcación correspondiente, si no instruyera 
este las diligencias. 
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£n el caso de que no se presentare oposición 
inscripcáÓn preteadida, y á juicio del encargadi 
Registro se hallaren debidamente acreditados el i 
miento y las demás circunstancias, se extende 
asiento que proceda en vista del expediente instr 

Si se presentare oposición, se remitirá el exped 
al Juzgado de primera instancia para que, con au< 
cia del ministerio fiscal, se disponga lo que corre; 
da en sentencia ñrme. Cuando la sentencia dictad 
dene que se practique la inscripción , el encargad 
Registro lo hará inmediatamente. 

Los encargados del Registro civil, y los jueces 
bunales, darán cuenta al Ministerio de Ultramar 
conducto del Gobierno general, de las resolucioi 
sentencias que dicten en virtud de lo prevenido ei 
artículo. 

Art. 29. Los encargados del Registro cuidar; 
que se practique la presentación de todos los nai 
y al efecto instruirán expedientes, siempre que st 
cesario, en la forma que determina el artículo ant 

Art. 30, En los casos en que se presenten pa 
inscripción niños abandonados, mayores al paree 
tres años, ó personas adultas, cuyo origen y fili 
sean completamente desconocidos, el encargad 
Jíegistro les recibirá, con arreglo al art. 13 de 1. 
información de notoriedad para fijar aproximadaí 
la naturaleza, edad y las demás circunstancias c 
presentados que deba contener la inscripción de 
miento , levantando al efecto un acta que , con el • 
4er de provisional, se extenderá en el libro de la 
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ción correspondiente. El encargado del Registro remi- 
tirá copia de esta acta al Juzgado de primera instancia 
del partido para que , con audiencia del ministerio fis- 
cal , se depure la exactitud de los particulares que com- 
prenda y se dicte auto acordando ó denegando la ins- 
cripción correspondiente. 

Copia de este auto se facilitará al encargado del Re- 
gistro, el cual lo hará constar al margen de la inscrip- 
ción provisional , expresando con claridad si esta que- 
da convertida en definitiva ó sin efecto. 

En el caso de que, en virtud del auto, haya de mo- 
dificarse ó alterarse alguno de los hechos consignados 
en la inscripción provisional, se extenderá otra nueva, 
en la forma prevenida en el art. 9.** de la ley para la 
rectificación de los asientos del Registro. 

Art. 31. Para la inscripción de nacimiento en el 
Registro se cumplirán las prescripciones del art. 15 de 
la ley con las aclaraciones siguientes: 

I .* Para expresar el sexo del presentado se usará 
de las palabras un niño si es varón, y si fuere hembra^ 
una niña. 

2.* Si el presentado fuere ilegítimo, se expresará la 
ilegitimidad, pero no la clase de esta, á no ser la de 
los hijos legalmente denominados naturales. 

3.* Cuando el presentado no tuviere ya nombre 
puesto, el declarante que hiciere su presentación ma- 
nifestará cuál se le ha de poner , pero el encargado del 
Registro no consentirá que se pongan nombres extra- 
vagantes 6 impropios de personas, ni que se convier^ 
tan en nombres los apellidos. 
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Cuando el presentado no tenga padres conocidos, el 
encargado del Registro le pondrá un nombre y nn ape- 
llido usuales que no revelen ni indiquen aquella cir- 
cunstancia. 

Si el niño fuere expósito, y entre los objetos hallados 
con él hubiere algún escrito que indique su nombre y 
apellido, ó el deseo de que lleve ayunos determinados, 
se respetará la indicación si no fuere inconveniente. 

4.' Cuando se presentaren dos gemelos se hará una 
inscripción para cada uno de ellos, indicando con pre- 
cisión y exactitud la hora del nacimiento de cada uno, 
si fuere conocida. Si no lo fuere, se expresará así en la 
inscripción. 

5.' No se expresará en las actas de nacimiento res- 
pecto de las personas que en ellas deban ser nombra- 
das, títulos ó distinciones, cuya posesión legal no cons- 
te ó no se justifique competentemente en el acto, 

Art. 32. Los objetos encontrados con el niño expó- 
sito ó abandonado, si fueren documentos se encarpeta- 
rán y archivarán, y si fueren objetos de otra clase, pero 
de fácil conservación, se custodiarán también en el 
mismo archivo que aquellos, marcándolos de la manera 
conveniente para que en todo tiempo puedan ser cono- 
cidos. 

Art. 33. Aunque el nacimiento ocurrido en el ex- 
tranjero, de los hijos de españoles naturales ó domici- 
liados en las islas de Cuba y Puerto-Rico, haya sido ins- 
crito conforme á las leyes de la nación respectiva, los 
padres deberán hacer que se inscriba también en el Re- 
gistro del Agente diplomático ó consular de España de 
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SU residencia ó del punto más próximo, presentando 
con tal objeto al recien nacido ante este funcionario, 
si fuere posible, 6 remitiendo al mismo dos copias 
auténticas de la inscripción ya hecha. 

Si los padres no tuvieren domicilio conocido, el en- 
cargado del Registro del Gobierno general practicará 
la correspondiente inscripción en el libro de la sección 
de nacimientos; y en otro caso remitirá uno de los ejem- 
plares de los documentos que haya recibido á la oEcina 
á que corresponda el domicilio, quedando archivado el 
otro ejemplar en el Registro del Gobierno. 

Art. 34. En cumplimiento de lo prevenido en el 
artículo 19 de la ley, los contadores, capitanes ó patro- 
nes de buques, entregarán en el primer puerto en que 
tocaren, si está en territorio español, los dos ejempla- 
res de las actas de nacimientos que ocurrieren á bordo, 
á la autoridad judicial superior, quien hará constar la 
entrega ante escribano de actuaciones ó notario público. 

Si antes de tocar el buque en puerto español tocare 
en puerto extranjero dónde haya Agente diplomático ó 
consular de España, se entregará á este uno de los dos 
ejemplares del acta para su remisión al Ministerio de 
Estado. El otro ejemplar se entregará en el primer 
puerto español, en que después toque el buque, á la au- 
toridad judicial superior. 

Art. 35. Los jefes de los cuerpos militares que se 
hallen en el extranjero con motivo de guerra ó en terri- 
torio español donde á la sazón no funcione el Registro 
civil, para la observación del art. 20 de la ley, remiti- 
rán por dos correos distintos al Gobernador general de 
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6 Puerto- Rico, los dos ejemplares de las actas de 
iento que extiendan, con objeto de que se inscri- 
I el Registro civil correspondiente, según que los 
I tengan ó no domicilio conocido. 

36. Cuando los actos mencionados en el ar- 
21 de la ley constasen por documento otorgado 
lotario público, este deberá ponerlo en conoci- 
) del encargado del Registro en que se hallase 

el nacimiento del interesado para que haga la 
pendiente anotación marginal, remitiéndole al 
testimonio en relación del documento otorgado. 
ichos actos constasen por ejecutoria, ó por decre- 
a Administración superior del Estado, 6 por ¡ns- 
in hecha en el Registro civil, cumplirán la obli- 

impuesta en el párrafo anterior el Tribunal ó 
lad administrativa que hubiesen dictado la sen- 
6 decreto que se deba anotar, ó el encargado del 
ro que hubiese formalizado dicha inscripción, de- 

1 siempre acompañar al aviso la oporttma cer- 
ón ó testimonio á que la anotación se haya de re- 

mcai^ado del Registro á quien se dirijan estos 

entos estará obligado á acusar inmediatamente 

bo. 

"alta de cumplimiento de lo dispuesto en este ar- 

se corregirá con una multa de 5 á 50 pesos. 

37, Para hacer las anotaciones marginales á 
! refiere el art. 21 de la ley, se observarán las 
ipciones siguientes: 

Las anotaciones se harán inmediatamente des- 
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pues de ser presentados al encargado del Registro por 
los interesados, ú otro en su nombre, los documentos 
fehacientes que den lugar á aquellas, ó de recibir los 
testimonios, ejecutorias ó decretos correspondientes, 
siempre que se hallen revestidos de todos los requisi- 
tos necesarios para su validez y autenticidad. 

2.* Cuando á los documentos presentados ó remiti- 
dos, con objeto de practicar las anotaciones, faltare al- 
gún requisito indispensable para su validez ó autenti- 
cidad, el encargado del Registro se abstendrá de hacer 
la anotación, y lo devolverá á quien se lo haya entre- 
gado ó remitido, expresando el defecto ó defectos de 
que adoleciere para que sean subsanados según co- 
rresponda. 

3.* Si los interesados ó funcionarios respectivos no 
reconociesen la necesidad de subsanar los defectos á que 
se refiere la regla anterior, y el encargado del Registro 
persistiere en su opinión, consultará este el caso con 
el encargado del Registro del Gobierno general, quien 
resolverá lo que estime procedente, dando cuenta al Mi- 
nisterio de Ultramar. Las resoluciones de los encarga- 
dos de los Registros y los acuerdos que adopte el Mi- 
nisterio de Ultramar en estos casos, se entenderán sin 
perjuicio del derecho de que se crean asistidos los inte- 
resados, quienes lo podrán ejercitar en forma ante los 
Tribunales. 

4.* Cuando no estuviere inscrito en el Registro civil 
el nacimiento de la persona á quien se refiera cualquiera 
de las anotaciones que deban practicarse, se empezará 
por hacer un asiento en la sección de nacimientos, co- 
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piando literalmente la certificación en que conste el del 
interesado, expresando en seguida que esta trascripción 
se hace para poder practicar la anotación, y concluyen- 
do con la fecha del asiento. 

Acto continuo se extenderá la nota marginal en de- 
bida forma, firmándose y sellándose, igualmente que la 
transcripción, en los términos prevenidos para todos los 
asientos del Registro, en el cual se conservará la certi- 
ficación de nacimiento que se haya presentado y co- 
piado. 

5.' IL.as anotaciones se escribirán en caracteres di- 
minutos, aunque claros, á fin de que, no siendo en casos 
muy excepcionales, puedan consignarse todas las con- 
cernientes á cada interesado al margen de su partida 
de nacimiento. 

6.' Si en algún caso residtase insuficiente dicho es- 
pacio, se continuará la anotación en el mismo libro ó 
en el corriente á continuación de la última acta que en 
él se haya extendido, haciendo la correspondiente re- 
ferencia al ñn del asiento marginal que haya quedado 
incompleto, en estos términos: Pasa al folio (tantos) del 

tomo ,y en este se encabezará la continuación con la 

siguiente advertencia: Continúa la anotación marginal gue 
empieza en el folio (tantos) del lomo..... Terminada esta 
y puestas en ella las firmas y el sello correspondiente, 
se seguirán extendiendo las actas por su orden. 
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CAPITULO Y. 



DE LOS MATRIMONIOS. 



Art. 38. Inmediatamente después de la celebración 
del matrimonio, se procederá á su inscripción en el Re* 
gistro civil, 

Art. 39. En el asiento del Registro referente á un 
matrimonio, además de las circunstancias mencionadas 
en el art. 6.® de la ley, debe hacerse expresión: 

I .° Del Registro en que se hubiese inscrito el nací-^ 
miento de los contrayentes, y fecha de su inscripción* 

2.° De los nombres y apellidos, naturaleza, estado,, 
profesión ú oficio, y domicilio de los padres y de I0& 
abuelos paternos y maternos, si son legalmente cono» 
cidos. 

- 3.° Si los contrayentes son hijos legítimos ó ilegí- 
timos; pero sin expresar otra clase de ilegitimidad que 
la de si son hijos naturales ó si son expósitos. 

4.° Del poder que autorice la representación del 
contrayente que no concurra en persona á la celebra- 
ción del matrimonio, y del nombre y apellidos, edad, 
naturaleza, domicilio y profesión ú oficio del apode- 
rado. 

5.° De las publicaciones previas exigidas por las 
leyes, ó de la circunstancia de no haber tenido lugar 
por haberse celebrado el matrimonio in articulo mortisy 
6 por haber sido dispensadas, mencionándose en este 
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caso la fecha de la dispensa y la autoridad que la h. 
concedido. 

6." De la justificación de libertad tratándose de i 
trimonio de extranjeros 6 de militares, si á este no 1 
biesen precedido publicaciones. 

■j.° Del hecho de no constar la existencia de im 
dimento alguno, 6 en el caso de que conste ó de ha 
sido denunciado, de la dispensa del mismo y fecha 
ella, ó de la desestimación de la denuncia pronunci. 
por Tribunal competente. 

8." De la ucencia ó de la solicitud de consejo « 
gida por la ley, tratándose de hijos de familia y de i 
ñores de edad. 

g," De los nombres de los hijos naturales que 
el matrimonio se legitiman, y que los contrayentes i 
niñesten haber tenido. 

10. Del nombre y apellido del cónyuge premue; 
fecha y lugar de su fallecimiento y Registro en 
este se hubiese inscrito, en el caso de ser viudo une 
los contrayentes 6 los dos. 

11. De la declaración de los contrayentes de r< 
birse mutuamente por esposos. 

Art. 40. Cuando se haya celebrado un matrimc 
in articulo mortis se hará un nuevo asiento en el Re| 
tro tan luego como se presente la justificación de Itt 
tad, poniéndose nota de referencia al margen de la 
mera inscripción. 

Art. 41. En los casos en que la inscripción de 1 
trimonio se verifique por medio de la transcripción 
documentos, si estos no contuvieren las circunstaní 
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exigidas en el precedente artículo, se adicionarán en el 
asiento por declaración de los interesados, justificada 
con los correspondientes comprobantes. 

Cuando del Registro resultaren datos ó declaraciones 
que contradigan ó alteren sustancialmente el resultado 
del documento que se presente para su transcripción, se 
denegará esta. Contra el acuerdo del encargado del Re- 
gistro podrá apelarse á igual funcionario del Gobierno 
general y al Ministerio de Ultramar, sin perjuicio del 
derecho de acudir á los Tribunales para que decidan so- 
bre la validez ó nulidad del matrimonio. 

También se denegará la transcripción de documentos 
cuando contengan equivocaciones , errores ú omisiones 
importantes. 

Art. 42. Para el cumplimiento de lo prevenido en 
el art. 25 de la ley respecto á la inscripción de matri- 
monios contraídos en el extranjero, se remitirán por 
los contrayentes al Agente diplomático ó consular de 
España dos copias del acta respectiva, precediéndose 
de un modo análogo al determinado en el art. 33 de 
este Reglamento para los nacimientos. 

Art. 43. Toda inscripción de matrimonio ó ejecu- 
toria en que se declare la nulidad del mismo ó el di- 
vorcio, ó la enmienda de la partida respectiva, deberán 
ponerse en conocimiento de los encargados de los Re- 
gistros en que estén inscritos los nacimientos de los 
contrayentes, acompañándoles copia certificada del 
asiento.para que hagan la anotación marginal que de- 
termina el art. 21 de la ley. 

Igual conocimiento se dará á los encargados de los 
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Registros en que estén inscritos los nacimientos de los 
hijos habidos del matrimonio anulado, ó de aquel 
cuya partida se haya mandado corregir, ó de los hijos 
naturales que los contrayentes hayan legitimado al ca- 
sarse, para que pongan también la correspondiente 
pota marginal. 

CAPÍTULO VI. 

DE LAS DEFUNCIONES. 

Art. 44. El parte verbal ó escrito del fallecimiento 
de una persona, prevenido en el art. 28 de la ley, debe 
darse en el plazo más breve posible, no pudiendo este 
exceder de veinticuatro horas, al encargado del Regis- 
tro de la demarcación en que aquel hubiere ocurrido, 
por cualquiera de los parientes ó habitantes de la casa 
del difunto, siendo mayores de edad, y en su defecto 
por cualquier vecino de la misma casa que reúna esta 
circunstancia. 

Cuando el fallecimiento ocurra fuera del domicilio 
del difunto, tendrá obligación de dar el parte la persona 
que se halle al frente de la casa donde aquel hubiere 
tenido lugar, debiendo en su defecto darlo los demás 
vecinos mayores de edad. 

Cuando se hallare un cadáver de persona desconoci- 
da en lugar no habitado, tendrá obligación de dar el 
parte la persona que lo viere, y en todo caso, la auto- 
ridad local respectiva lo participará de oñcío al encar- 
gado del Registro. 
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Art. 45. En vista del parte del fallecimiento y de 
la certificación facultativa expresada en el art. 30 de 
la ley, y no existiendo ningún indicio de muerte vio- 
lenta, el encargado del Registro mandará extender in- 
mediatamente el asiento de defunción, y terminado que 
sea, expedirá la correspondiente licencia para que pue- 
da darse sepultura al cadáver en cuanto hayan transcu- 
rrido veinticuatro horas, á contar desde la del falleci- 
miento, consignada en la certificación facultativa, á 
menos que hubiere de presenciar el reconocimiento del 
cadáver, en cuyo caso no expedirá dicha licencia hasta 
después de este acto. 

Art. 46. En loa casos en que, según lo establecida 
en el art. 2.® de la ley, deban hacerse constar lasdefun* 
cienes en los libros encomendados á los alcaldes y al* 
caldes de barrio, los partes de los fallecimientos se 
darán á estos funcionarios, los cuales, previos los re- 
quisitos legales, expedirán las licencias de inhumación. 

Los alcaldes y alcaldes de barrio remitirán al encar- 
gado del Registro de la demarcación respectiva , jun- 
tamente con uno de los ejemplares del acta, la certifi- 
cación facultativa que acredite la defunción. 

Art. 47. Serán preferidos como testigos de la ins- 
cripción de un fallecimtento , los que más de cerca 
hayan tratado al difunto ó hayan estado presentes en 
sus últimos momentos* 

Art. 48. La inscripción del fallecimiento se hará 
con estricta sujeción á lo dispuesto en los artículos 6.°, 
38, 39, 40 y 41 de la ley, y 23 de este Reglamento, sin 
perjuicio de que en los casos especiales se observen 
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además las prescripciones dictadas para los mismi 

Cuando no fuese posible expresar alguna ó algui 
de las circunstancias enumeradas en el art. 38 de la 1 
se indicará el motivo que lo impida. 

Art. 49. Para .la inscripción en el Registro civil 
las defunciones que ocurran en el extranjero, de pi 
sonas nacidas en las islas de Cuba y Puerto-Rico, 
aplicará lo dispuesto en el art. 33 de este Reglamen 

Las prescripciones de los artículos 34 y 35 del m 
mo se observarán en los casos á que se refieren los > 
tículos 33 y 34 de la misma ley. 

Art, 50, Los jefes de lazaretos, hospitales, hos] 
cios, cárceles ú otros establecimientos públicos en 
cuales ocurrieren defunciones, además de la obligad 
de dar parte, que les impone el art. 28 de la ley, ano 
rán los fallecimientos en un libro especial. 

Art. 51. Para la identificación de las personas c 
hubieran perecido con motivo de incendios, hundimii 
tos ú otros accidentes análogos, el encargado del I 
gistro ordenará que se practiquen á su presencia los 
conocimientos periciales 6 facultativos, y dispondrá c 
se instruyan las demás diligencias que estime oportun 

Art. 52. Si fuere enterrado algún cadáver sin r 
preceda la correspondiente inscripción en el Regist 
bien por imposibilidad de practicarla á causa del esi 
do de guerra ó de otras circunstancias especiales, b 
por negligencia de las personas ó funcionarios encí 
gados de cumplir la ley, no podrá extenderse el asie; 
omitido, sino en virtud de auto dictado por Tribu 
' competente después de reunidas todas las prueba: 
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documentos que acrediten la defunción, y de oídos el 
ministerio fiscal y el encargado del Registro, por quie- 
nes y por los interesados se podrá apelar, de la resolu- 
ción que hubiere recaído, ante el Tribunal superior den- 
tro del término de cinco días. 

Las solicitudes para incoar estos expedientes, se pre- 
sentarán al encargado del Registro civil, el cual dará 
recibo y las remitirá el misiiio día al Juzgado de i.* ins- 
tancia, poniéndolo al propio tiempo en conocimiento 
del Gobierno general. El auto habrá de dictarse dentro 
del término de quince días, á contar desde el de la pre- 
sentación de la solicitud, á no ser que mediaren causas 
muy justificadas, y el encargado del Registro del Go- 
bierno general cuidará especialmente de que esta pres- 
cripción se cumpla, recurriendo al efecto, si fuere ne- 
cesario, á los Presidentes de las Audiencias respectivas 
y al Ministerio de Ultramar. 

Los expedientes expresados se instruirán de oficio y 
no devengarán, por tanto, derecho alguno. 

Las disposiciones anteriores no serán aplicables á las 
defunciones para cuya inscripción se establecen reglas 
precisas en la ley y en este Reglamento. 

Art. 53. En los casos en que no haya sido posible 
la inspección del cadáver ni acerca del fallecimiento 
ó de la inhumación se presenten pruebas bastantes con 
arreglo á las leyes, si el Juzgado ó Tribunal lo acor* 
dase, se practicará en el Registro de defunciones una, 
inscripción, en la cual se expresará que produce sola- 
mente los efectos de la declaración de ausencia. 

Probado el fallecimiento, ó existiendo la presunción 
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legal del mismo, se hará constar una ú otra circunstancia 
por medio de nota al mar^n de la inscripción referida. 

Art. 54. De toda inscripción de defunción se dará 
conocimiento á los encargados del Registro en que se 
hubiese inscrito el nacimiento del difunto, para que se 
anote al margen de las partidas respectivas. 

Art. 55. El encargado del Registro en que se haya 
inscrito la defunción de un empleado ó pensionista del 
Estado deberá dar parte de ella en el término de tres 
días, á las oñcinas de Hacienda pública de la pro- 

Art. 56. La muerte de un extranjero que no hu- 
biese dejado familia deberá ponerse, dentro del mismo 
término, en conocimiento del Agente diplomático 6 
consular de su país residente en el punto más próximo 
al en que se deba efectuar el entierro. No habiéndolo 
se dirigirá el aviso al Ministerio de Estado para que lo 
trasmita al Gobierno de la nación á que hubiere perte- 
necido el finado. 




CAPÍTULO VII. 

DE LOS REGISTROS ESPECIALES. 

Sección primer B. 

Del Registro- de ciudadanía. 

Art. 57. De conformidad á lo que previene el pá- 
rrafo i.° del art. 43 de la ley, en el Registro civil se 
inscribirán : 
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i.^ Las cartas de naturaleza concedidas á extranje- 
ros por el Gobierno español. 

2.^ La declaración que hagan los individuos naci- 
dos en territorio español, de padres extranjeros ó de 
padre extranjero y madre española, para manifestar 
que optan por la nacionalidad española. Esta declara- 
ción habrá de hacerse dentro del término de un año á 
contar desde el día en que cumplan los interesados la 
mayor edad , si á la sazón estuvieren emancipados , y 
en otro caso desde que alcancen la emancipación. 

3.° Los actos en cuya virtud, con arreglo á la 
Constitución de la Monarquía y á las leyes , se pierde 
la nacionalidad española. 

4.° Las declaraciones de españoles que, habiendo 
perdido esta calidad, manifiesten su deseo de recupe- 
rarla; pero si hubieren perdido su nacionalidad por 
entrar al servicio de una potencia extranjera sin licen- 
cia del Gobierno de España necesitarán rehabihtación 
especial de este y que se consigne tal circunstancia en 
el Registro. 

5.° La declaración hecha con el objeto expresado 
por individuos nacidos en el extranjero de padre ó 
madre españoles que hayan perdido esta calidad por 
haberla perdido sus padres. 

6.° Igual declaración de la mujer española casada 
con extranjero, siempre que presente el documento 
que acredite la disolución del matrimonio. 

7.° Los expedientes instruidos á instancia de extran- 
jeros, en los cuales se acredite que estos han ganado 
vecindad española. 



Las declaraciones expresadas se harán ante el encar- 
dado del Registro civil , notario público ó funcionario 
competente , y el expediente para acreditar la vecindad 
se instruirá por el juez 6 Tribunal que corresponda con 
arreglo á las leyes- 
Solamente podrán hacer las declaraciones é instar los 
expedientes referidos las personas que se hallen eman- 
r:ipadas 6 sean mayores de edad. 

Art. 58. En todas las inscripciones de ciudadanía, 
■además de las circunstancias mencionadas en el art. 6." 
4e la ley, se expresará: 

I." El domicilio anterior del interesado. 

2." Su estado , y si fuere casado , el nombre y ape- 
llido de su esposa. 

3." Los nombres, residencia y profesión ú oficio de 
los hijos , manifestando si alguno de ellos está eman- 
cipado, 

4.° La fecha en que se haya concedido la carta de 
naturaleza y el contenido de esta , la declaración pres- 
tada por el interesado, la rehabilitación otorgada por 
el Gobierno, el auto dictado en el expediente instruido 
para acreditar la vecindad, ó el acto que motive la pér- 
dida de la nacionalidad española. 

5.° La circunstancia de haber renunciado á su na- 
-cionalidad anterior y haber jurado la Constitución de 
la Monarquía, ante el encargado del Registro civil, los 
individuos que adquieran naturaleza ó vecindad espa- 
ñola. 

- Inmediatamente después de haberse extendido el 
asiento de ciudadanía, en cuya virtud adquiera, recu- 
16 
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pere 6 pierda una persona la nacionalidad ó vecindad 
española, se practicarán inscripciones análogas para la;^ 
mujer é hijos del interesado no emancipados, poniendo 
notas de referencia al margen de unas y otras. 

Art. 59. En todos los casos en que haya de practi- 
carse alguna inscripción en el Registro de ciudadanía, 
deberán presentarse la partida de nacimiento del inte- 
resado, la de su matrimonio si estuviere casado, la áer 
defunción de su cónyuge si fuere viudo, y las de naci- 
miento de su esposa é hijos, si los tuviere. 

Con arreglo al art. 45 de la ley, no se extenderá nin- 
gún asiento de ciudadanía sin que previamente se halle 
inscrita ó se transcriba en la sección de nacimientos la 
partida respectiva. En estas inscripciones y en la co- 
rrespondiente de ciudadanía, se pondrán notas de refe- 
rencia mutua. 

Art. 60. En los casos de los números i.°, 5.° y 7.^ 
del art. 57 de este Reglamento, se extenderá el asiento 
de ciudadanía en el Registro de Cuba ó Puerto-Rico en 
cuya demarcación fijen los interesados su domicilio; en 
los casos de los números 2.°, 4.° y 6.°, en el Registro- 
del lugar del nacimiento ó del domicilio de los mismos, 
y en el del núm. 3.°, en el Registro del punto del naci- 
miento. 

Art. 61. Los extranjeros que quieran fijar su resi- 
dencia en las islas de Cuba ó Puerto-Rico, deberán 
declararlo así ante el encargado del Registro á que co- 
rresponda el pueblo en que piensen residir, cuyo fun« 
cionario procederá en el acto á la correspondiente ins- 
cripción en el Registro de ciudadanía, expresando en 
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el asiento, también con referencia á la simple manifes- 
tación del declarante y sin exigirle la presentación de 
las respectivas partidas de nacimiento, matrimonio y 
defunción del cónyuge en su caso, su nombre y apelli- 
do, los de su padre, esposa é hijos, su edad, lugar de su 
nacimiento y su profesión ú oficio. Igualmente decla- 
rará el interesado, y se expresará en la inscripción, el 
objeto que se proponga al fijar su domicilio en España, 
como si es el de ejercer el oficio ó profesión que haya 
declarado, el de arraigarse y vivir de sus rentas, ú otro 
cualquiera. 

Art. 62. También deben inscribirse en el libro de 
ciudadanía los cambios de domicilio que hagan los ex- 
tranjeros de la demarcación de un Registro á otra. Esta 
isscripdón se hará primeramente en el Registro de la 
demarcación que se abandone, y con presencia de cer- 
tificación auténtica se repetirá en el Registro á que co- 
rresponda el domicilio nuevamente elegido. 

Art. 63. Los naturales de las provincias de Cuba y 
Puerto-Rico que trasladen su domicilio á país extran- 
jero, donde sin más circunstancia que la de su residen- 
cia en él sean considerados como naturales, necesitarán 
para conservar la nacionalidad de España manifestar 
que esta es su voluntad al Agente diplomático ó consu- 
lar español, quien deberá inscribirles, así como también 
á sus cónyuges si fueren casados, y á los hijos que tu- 
vieren, en el Registro especial de españoles residentes 
que deberá llevar al efecto. 
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Sección segunda. 

Dd cambio, adición y modijicación de nombres y apellidos. 

Art. 64. El cambio, adición ó modificación de nom- 
bre y apellido sólo podrá hacerse en virtud de autoriza- 
ción del Gobierno, previos los trámites establecidos en 
este Reglamento, ó de sentencia firme de Tribunal com- 
petente, en que se declare haber lugar á dichas altera- 
ciones. 

Art. 6^. Para obtener la autorización del Gobierno 
deberá presentar el interesado una solicitud al juez de 
primera instancia del partido de su domicilio ó última 
residencia exponiendo los motivos de su pretensión y 
formulándola debidamente. A esta solicitud deberá 
acompañarse el certificado de nacimiento del interesa- 
do y los documentos que en su apoyo estime este con- 
veniente presentar. 

Art. 66. Recibida la solicitud por el juez de pri- 
mera instancia, dispondrá que, por cuenta del interesa- 
do, se publique la misma por extracto sustancial en la 
Gaceta de Madrid y en las de la Habana 6 Puerto-Rico , se- 
gún los casos, y en el Boletín oficial de la provincia ó 
provincias á que pertenezcan, los pueblos de la natu- 
raleza y domicilio ó última residencia del solicitante, á 
fin de que puedan presentar su oposición ante el mismo 
juez cuantos se crean con derecho á ello; á cuyo efec- 
to se les señalará el término de un año á contar desde 
el día de la publicación. 
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Art. 67. Trascurrido el término expresado en el 
artículo anterior, el juez mandará unir al expediente el 
escrito 6 escritos de oposición, si se le hubiesen presen- 
tado, un ejemplar de los periódicos oficiales que con- 
tengan el anuncio, y todos los demás datos y antece- 
dentes que considere necesarios, elevándolos al Ministe- 
rio de Ultramar con su informe y con los dictámenes 
del fiscal y de los encargados del Registro civil de la 
naturaleza y del último domicilio del interesado, á quie- 
nes oirá previamente. 

Art, 68. La resolución se dictará por Real orden á 
propuesta de la Subsecretaría. 

Ciiando hubiere oposición se oirá previamente á las 
secciones de Estado y Gracia y Justicia y Ultramar del 
Consejo de Estado. 

Art. 69. La Real orden ó la sentencia ñrme en que 
se autorice el cambio, adición ó modificación de un 
nombre ó apellido se presentará ó remitirá al Registro 
civil del pueblo de la naturaleza del interesado, en cuya 
oficina se extenderá, en el libro correspondiente, un 
breve asiento para hacer constar, además de las cir- 
cunstancias que determina el art. 6.° de la ley, la dis- 
posición que comprendan la Real orden ó la sentencia 
mencionada. Al propio tiempo se anotará dicha alte- 
ración al margen del acta respectiva de nacimiento, y 
no existiendo esta en el Registro se procederá previa- 
mente á su transcripción. 

Mientras no se cumpla lo prevenido en el párrafo 
precedente no producirán efecto alguno la Real orden 
ó la sentencia referida. 
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Sección tercera. 

Del Registro de incapacitados, 

Art. 70. En cumplimiento de lo prevenido en el nú- 
mero 3.° del art. 43 de la ley se inscribirán en el Re- 
gistro civil: 

I.** Las ejecutorias en cuya virtud se prohiba ó li- 
mite el ejercicio de los derechos civiles de las personas 
nacidas ó domiciliadas ' en las provincias de Cuba ó 
Puerto-Rico. 

2.^ Las ejecutorias en que se impongan penas co- 
rreccionales ó aflictivas por delitos cometidos en dichas 
provincias, ó que hayan de sufrir las personas á que se 
refiere el número anterior. 

Art. 71. Los asientos que se extiendan en los li- 
bros de incapacitados, además de las circunstancias 
enumeradas en el art. 6.** de la ley, expresarán: 

i.° La edad del incapacitado. 

2.° La fecha en que se haya cometido el delito y la 
clase de este. 

3.° La participación que en él haya tenido la per- 
sona inscrita. 

4.° La pena ó limitación de capacidad que se haya 
impuesto. 

5.° La fecha de la sentencia. 

6.° El nombre y residencia del Tribunal que la haya 
dictado. 
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"j." La fecha en que haya comenzado á extinguirse 
la condena. 

8.° El establecimiento en que esta se cumpla. 

9.* La fecha de la extinción de la misma. 

10. £1 indulto y su clase , la rebaja ó conmutación 
de penas , ó la rehabilitación concedida , y la fecha de 
3a concesión. 

Art. 72. Los tribunales españoles que dicten 6 au- 
toricen la ejecución de sentencias firmes en que se im- 
pongan las penas que determina el art. 70, ó se declare 
la incapacidad de personas nacidas ó domiciliadas en 
las islas de Cuba ó Puerto-Rico, y las autoridades ad- 
ministrativas encargadas del cumplimiento de dichas 
sentencias, facilitarán á los Gobernadores generales 
respectivos testimonio de las mismas, la partida de na- 
-cimiento de los interesados y cuantos datos sean nece- 
sarios para extender los asientos del Registro civil. 

Asimismo remitirán los Tribunales y las autoridades 
á los Gobiernos generales testimonio de las sentencias 
absolutorias y de los sobreseimientos y copia de los 
decretos de concesión de indulto, conmutación 6 reba- 
ja de condena que afecten á las personas de que trata 
«I párrafo anterior. 

Art. 73. Inmediatamente que el encargado del Re- 
gistro del Gobierno general reciba los documentos á 
que se refiere el precedente artículo, extenderá ó com- 
pletará el asiento respectivo. 

En los casos en que la sentencia dictada sea de las 
clases expresadas en el art. 43 de la ley, el encargado 
del Registro del Gobierno general, después de practi- 
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car ó adicionar la inscripción expresada, remitirá I0& 
documentos al del Registro á cuya demarcación corres- 
ponda el pueblo de la naturaleza del interesado, con 
objeto de que -se repita ó se complete el asiento exten- 
dido con anterioridad. 

En esta última oficina no se inscribirá la incapacidad 
sino después de inscrito el nacimiento del incapacitada 
en los términos que preceptúa el art. 45 de la ley. 

Art, 74. Los libros de incapacitados se dividirán 
en dos clases , según que la incapacidad proceda de la 
imposición de pena ó de otras causas. Todos serán en- 
casillados en la forma que determine el Ministerio de 
Ultramar. 

Además de estos libros , en los Registros de los Go- 
biernos generales se llevarán otros auxiliares para ha- 
cer constar las sentencias absolutorias, los sobresei- 
mientos y las causas que no lleguen al período del fallo* 

Sección cuarta. 

Del Registro de las personas que han estado en servidumbre^ 

Art. 75. Los encargados del Registro civil de las 
poblaciones de la isla de Cuba donde existan las Jun- 
tas organizadas en virtud del art. 15 de la ley de 13 de 
Febrero de 1880, tendrán á su cargo el Registro de pa- 
trocinados. 

Este Registro comprenderá las personas que, ha- 
biendo sido declaradas libres con sujeción á las leyes 
de abolición de la esclavitud, se hallen sometidas á pa- 



tronato; y en los asientos respectivos se expresará: 

i,° El nombre y apellido del patrocinado. 

3." El nombre, apellido, domicilio, profesión y de- 
más circunstancias que sirvan para identificar la perso- 
na del patrono. 

3.° La disposición legal en cuya virtud ha sido de- 
clarado libre el patrocinado, y la situación de este, de- 
terminándose con precisión el articulo de la ley que 
regula en cada caso el patronato. 

4.° Los cambios de domicilio del patrocinado, 

5.° Las trasmisiones del derecho de patronato. 

6.° La extinción del mismo. 

7.° El Registro civil , tomo y folio en que se halle 
inscrito el nacimiento del patrocinado. 

También se consignará el fallecimiento del patroci- 
nado cuando tenga lugar, expresando el Registro y el 
tomo y folio en que la defunción se haya inscrito. 

Art, 76. Para el cumplimiento de lo prevenido en 
el artículo anterior las Juntas á que el mismo se refiere 
harán entrega, á los encargados del Registro, de los li- 
bros formados con arreglo á las prescripciones del ca- 
pítulo v del reglamento dictado para la observancia de 
la referida ley de 13 de Febrero de 1880. 

Si los asientos de estos libros no contuviesen todas 
las circunstancias exigidas en el artículo anterior, 
se procederá inmediatamente á completarlos, para lo 
cual los encargados del Registro reclamarán los datos 
necesarios á las Juntas á á ios patronos correspon- 
dientes. 

Cuando no hubiere espacio en blanco bastante para 
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completar dichos asientos , se adicionarán trasladándo- 
los previamente á Otros libros que al efecto habrá en 
las oñcinas del Registro. 

Art. 77. Los cambios de domicilio de los patroci- 
nados se pondrán en conocimiento de los encargados 
del Registro á que corresponda la nueva residencia, 
remitiéndoles al efecto, los de la anterior, copia de los 
asientos respectivo^ para que aquellos los repitan en 
sus libros. 

Art. 78. Además del índice que, como todos los li- 
bros del Registro, han de tener los de patrocinados, se 
formará uno general por orden alfabético de apellidos 
de los patronos, en el que, al lado de los nombres de 
estos aparezcan los de los individuos sometidos á su pa- 
tronato dentro de la demarcación del Registro. 

En la hoja que ha de abrirse para cada patrono se 
consignarán las alteraciones que, con respecto á cada 
patrocinadb, sufra el patronato por transmisión ó extin- 
ción del mismo ó en virtud de cualesquiera disposicio- 
nes de las leyes. 

- Art. 79. Los encargados del Registro civil en las 
islas de Cuba y Puerto-Rico llevarán libros encasillados 
para hacer constar: 

I .° Los nombres y apellidos de los individuos que 
tengan su residencia en la demarcación del Registro, y 
que hayan sido declarados libres, sin estar en la actua- 
lidad sujetos á patronato. 

2.° El domicilio de los mismos. 

3.° La ley que haya declarado su libertad, con ex- 
presión del artículo respectivo. 



-] 



251 

.° El Registro, tomo y folio en que se halle ii 

.u nacimiento, 

." El Registro, tomo y folio en que se inserí 

unción. 

Ltt. 80. Con arreglo á lo dispuesto en el art. 

ey, se procederá á inscribir en el Registro los 

intos de las personas que , habiendo sido decía 

es por las leyes de abolición de la esclavitud , 

o sujetas á patronato. 

J efecto tos patronos ó sus representantes hai 

sentación de los patrocinados al encargado del 

tro de la residencia de estos antes de i ." de I 

1885. Los que no lo verificaren incurrirán en la 

le cinco pesos por cada patrocinado, sin per 

la responsabilidad criminal que pudiera exigí] 

■ desobediencia á las leyes. 

Cuando por no existir ó no poder presentarse li 

i de nacimiento ú otro documento que haga su 

, como la cédula de libertad ó certificación del 

so de patrocinados, sea completamente imp< 

ocer el origen y filiación de los interesados, s 

varán las formalidades establecidas en el art. 

ey. 

Luaque la inscripción de las personas que han 

en servidumbre se haga transcribiendo la partí 

jmiento, no podrá dispensarse la presentacií 

has personas al encargado del Registro civil. 

'i.Tt. 81. Inmediatamente después de inscríl 

imiento ó la defunción de un individuo á quien 

ndan las prescripciones de las leyes de abolici 
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la esclavitud, el encargado del Registro lo pondrá en 
conocimiento de igual funcionario, en cuya oficina se 
halle extendido el asiento respectivo del Registro es- 
pecial, á fin de que se practique lo prevenido en el nú- 
mero 7.° y último párrafo del art. 75 y en los números 
4.° y 5." del 79 de este reglamento. 

Art. 82. Las Juntas de patrocinados y los encarga- 
dos de los Registros civiles de las localidades en que 
dichas Juntas se hallen establecidas remitirán, á las ofi- 
cinas respectivas del Registro, relación detallada de las 
personas cuyo nacimiento deba inscribirse con sujeción 
al art. 80 de este Reglamento. 

Asimismo las expresadas Juntas facilitarán á los en^ 
cargados del Registro civil copia de los acuerdos que 
adopten y cuantos antecedentes hayan de tenerse en 
cuenta para determinar la situación legal de cada pa- 
trocinado. 

Los encargados del Registro podrán reclamar direc- 
tamente á cualesquiera autoridades y funcionarios de 
las islas de Cuba y Puerto-Rico todos los datos que sean 
necesarios para el cumplimiento de las disposiciones 
comprendidas en esta sección. . 

CAPÍTULO VIH. 

DE LOS DOCUMENTOS RELATIVOS AL REGISTRO, TRANSCRIP- 
CIÓN, ÍNDICES É INVENTARIOS DE LOS MISMOS. 

Art. 83. Se transcribirá en el Registro de las islas de 
Cuba ó Puerto-Rico toda partida que, expedida por los 
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párrocos 6 por fimcicHiarios competentes de país ex- 
tranjero, con referencia á sus libros; acredite algún acto 
civil que haya de hacerse constar conforme á las pres- 
cripciones de la ley y de este Reglamento, como requi- 
sito previo para cualquiera inscripción ó anotación. 

Asimismo los españoles domiciliados en las provin- 
cias de Cuba ó Puerto-Rico tendrán derecho á que se 
inscriban ó anoten, según los casos, en el Registro de 
su domicilio, los documentos probatorios de actos de su 
estado civil que hubieren tenido lugar fuera de las mis- 
mas provincias, 

Si el acto, cuya trascripción se solicite, no fuere de 
nacimiento, habrá de exigirse previamente la transcrip- 
ción de la partida ó certificado de este. 

Art. 84. Los documentos necesarios para hacer las 
inscripciones y anotaciones en los libros del Registro 
habrán de ser auténticos , y cuando procedan de punto 
situado fuera de la demarcación de la oficina respecti- 
va, deberán estar legalizados con arreglo á la ley del 
Notariado. Si procedieren del extranjero, será requisito 
indispensable que la legalización venga hecha ó visada 
por la Legación ó Consulado general de España en el 
país donda hubieren sido otorgados ó expedidos. 

Además, cuando los documentos presentados se ha- 
llen extendidos en idioma extranjero 6 dialecto español, 
se acompañará á los mismos su traducción en castella- 
no, certificando de su exactitud la Secretaría de la In- 
terpretación de lenguas del Ministerio de Estado ó 
cualquier funcionario autorizado para ello. 

Art. 85. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 



254 

anterior, en los casos en que los interesados soliciten 
la transcripción al Registro de documentos expedidos 
en puntos situados fuera de la demarcación de este, se 
procederá primeramente á la identificación de dichos 
documentos por medio del encargado del Registro de 
la respectiva localidad. 

Cuando hayan de transcribirse partidas ó documentos 
que procedan del extranjero se practicará igual diligen- 
cia, si fuere posible, por medio de los Agentes diplo- 
máticos ó consulares. 

Art. 86. Las certificaciones de las partidas de los 
libros parroquiales que se necesiten para los actos del 
estado civil y para los asientos del Registro, se expedi- 
rán por los párrocos correspondientes 6 por quienes 
legítimamente les sustituyan, siempre que los interesa- 
dos las pidan 6 las reclame el encargado del Registro, 
Por ellas devengarán los párrocos los derechos del 
Arancel, cuando no deban librarse de oficio ó los inte- 
resados no estén declarados pobres. 

Si algún párroco rehusare expedir dichas certifica- 
ciones ó hubiere exigido ó percibido más derechos que 
los debidos, se hará constar el hecho y se remitirán los 
antecedentes al Juzgado de primera instancia , á fin de 
que proceda conforme á lo que corresponda, con arre- 
glo á las prescripciones del Código penal. 

En el caso de no poderse expedir las referidas certi- 
ficaciones por haber desaparecido los archivos parro- 
quiales, se suplirán por información testifical ante el 
Juzgado de primera instancia del partido, con citación 
y audiencia del fiscal, determinándose por aquel el lu- 
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garyfecha del nacimiento, matrimonio 6 defunción, 
sin perjuicio del derecho de tercero, y librando testi- 
monio de la providencia á los interesados. 

Art. 87. Los documentos á que se refieran las ins- 
cripciones ó anotaciones se sellarán en todas sus hojas 
con el sello de la oficina del Registro civil en que ha- 
yan de quedar archivados, y al pié de ellos se pondrá 
una nota en esta forma: Corresponde á la inscripción nú- 
mero 6 ala anotación de la inscripción núm del ■ 

folio deliomo sección de ó Registro especial de..... 

(Media firma del encargado del Registro.) 

Art. 88. En cada Registro se formarán siete Órde- 
nes de legajos titulados: 

El primero, de nacimientos. 

El segundo, de matrimonios. 

El tercero, de defunciones. 

El cuarto, de ciudadanía. 

El quinto, de cambio de nombres y apellidos. 

El sexto, de incapacitados. 

Y el sétimo, de personas que han estado en servi- 
dumbre. 

Los legajos de cada clase contendrán los documentos 
que para lasinscripcionesóanotaciones se presenten, y 
una vez sellados estos, se numerarán correlativamente. 

Cada legajo comprenderá el período de tiempo que, 
á juicio del encargado del Registro, sea conveniente, 
atendiendo a! número de documentos que se presenten, 
é irán acompañados de un índice detallado. 

Art. 89. En cada Registro se formará, bajo la ins- 
pección del encargado del mismo, un inventario deta- 
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liado de todos los libros y legajos que en él existan, y 
del sello de la oñcina. Siempre que dicho encargado 
cese, el nuevo funcionario que le suceda, se hará cargo 
del Registro por dicho inventario, firmándolo en el acto 
de la entrega y quedando responsable de lo que consta^ 
re del mismo, á no ser que haya faltas y se consignen 
debidamente en el mismo acto. 

Art. 90. Los libros que lleven los alcaldes y alcal- 
• des de barrio, cuando estén llenas todas las hojas, se 
archivarán en el Ayuntamiento respectivo, colocándo- 
los con la debida separación por secciones y alcaldías, 
Los que lleven los contadores, capitanes y patrones de 
buques se archivarán en las Comandancias de Marina 
de los puertos de la Habana y San Juan de Puerto-Ri- 
co; y los que estén á cargo de los jefes de Cuerpos mi- 
litares y de los establecimientos determinados por la 
ley, en la Dirección general ú oficina superior del arma 
á que los cuerpos correspondan, y en el archivo de los 
expresados establecimientos respectivamente. 

Los funcionarios encargados de las oficinas en que se 
archiven los referidos libros , formarán un inventario 
de los mismos. 

CAPÍTULO IX. 

DE LAS CERTIFICACIONES DE LOS ASIENTOS Y DOCUMENTOS 

DEL REGISTRO. 

Art. 91. Los encargados del Registro expedirán 
certificaciones: 
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1 ,"" Del asiento ó asientos que el solicitante designe. 

2.° De los documentos presentados para hacer las 
inscripciones y anotaciones que consten en el Registro. 

3.* De que no existen en el Registro los asientos ó 
documentos cuya certificación se reclame. 

4.° De la vida, domicilio ó residencia y estado de 
las personas, en cuanto consten al encargado del Re* 
gistro, por los asientos que resulten del mismo ó por 
los datos que suministren el poder judicial ó la admi- 
nistración municipal. 

Art. 92. Inmediatamente después de extender un 
asiento, los encargados del Registro librarán certifica- 
ción del mismo, consignándola en el cuaderno que al 
efecto se entregará á las personas emancipadas ó cabe- 
zas de familia. En estos cuadernos se extenderán las 
certificaciones de los actos que afecten á las personas 
expresadas, y á las que^ perteneciendo á su familia, 
vivan en su domicilio ó bajo su potestad» 

Cuando el acto se inscriba primeramente en los li- 
bros de los alcaldes y alcaldes de barrio, los interesados 
entregarán á estos el cuaderno de familia para que lo 
remitan al encargado del Registro civil y se expida la 
correspondiente certificación. 

Además, los encargados del Registro civil facilitarán, 
con arreglo al art. 8.° de la Ley, certificaciones de las 
clases mencionadas^ á cualquier perspna que las solicite. 

Art. 93. Los alcaldes y alcaldes de barrio no po- 
drán expedir certificaciones de los asientos de los libros 
que tengan á su cargo. 

Los funcionarios del Registro civil que, por ser inte- 

17 
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resados 6 por razón de parentesco, no puedan autorizar 
los asientos á que se refiere el art. 1 1 de la ley , no po- 
drán tampoco expedir certificaciones de los mismos. 

Art. 94- Las certificaciones del Registro civil con- 
tendrán la copia literal del documento ó asiento desig- 
nado^ con todas sus notas marginales, firmas y sellos que 
•los autoricen, y expresarán también la persona ó auto- 
ridad á cuya instancia ó en virtud de cuya reclamación 
se expidan, y la fecha de la expedición. 

Las certificaciones negativas expresarán asimismo ]a 
persona ó autoridad á cuya instancia ó en virtud de cuya 
reclamación se libren, y la fecha en que se expidan. 

En las certificaciones mencionadas en el núm. 4.° del 
artículo 91 de este Reglamento, se expresará que la 
persona á quien se refieran vive, teniendo su domicilio 6 
residencia dentro de la demarcación del Registro, y el 
estado que tenga; y se consignará igualmente la persona 
ó autoridad á cuya instancia ó en virtud de cuya recla- 
mación se libren y la fecha de su expedición. 

Art. 95. Con arreglo al art. 4.* de la ley, los actos 
civiles ocurridos en las islas de Cuba y Puerto-Rico des- 
de I.® de Setiembre de 1884 y la existencia, domicilio 
ó residencia y estado de las personas, solamente se 
acreditarán por las certificaciones que expidan los en- 
cargados del Registro civil. 

No obstante, si se probare que no han existido ó han 
desaparecido los libros del Registro en que debiera ha - 
liarse inscrito un acto concerniente al estado civil, po- 
drá acreditarse este acto por los demás medios de prue- 
ba que establecen las leyes. 



_j 



259 

Art. 96. En cualquier Registro pueden solicitarse 
certificaciones de asientos ó documentos relativos al es- 
tado civil, aunque estos correspondan á otra oficina. En 
este último caso, el encargado del Registro en que se 
pidan, las reclamará al del punto donde se hallen las 
inscripciones ó documentos, satisfaciendo previamente 
el interesado, además del importe del papel sellado y 
de los derechos de la certificación, los gastos del correo 
ó, del telégrafo, según que haya de reclamarse por uno 
ú otro conducto, 

- Art. 97. Las certificaciones expresadas en los artí- 
culos anteriores se expedirán gratuitamente y en papel 
de oficio cuando los solicitantes fueren pobres, y cuando 
las reclame alguna autoridad sin instancia de parte in- 
teresada, que no haya obtenido declaración de pobreza. 

Fuera de estos casos y de los demás en que estable- 
cieren exención las disposiciones del ramo, se extende- 
rán en el papel sellado correspondiente y se satisfarán 
por ellas, en papel de pagos al Estado, los derechos 
siguientes : 

Ps, Cs. 

Por las de acta de nacimiento 6 defunción 0^50 

Por las de acta de matrimonio i 

Por las de acta de ciudadanía i 

Por las actas que se extiendan cuando el encargado 
del Registro civil haya de trasladarse al domicilio 
de los interesados para recibir las declaraciones 

correspondientes. 3 

Tor la inspección de los cadáveres hecha por el en- 
cargado del Registro civil ó por la asistencia de 
este al reconocimiento facultativo 1,50 
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Ps. Cs. 

Por las certificaciones de documentos existentes en 
el Registro , no excediendo aquellas de un pliego 

de papel sellado , i 

Por cada pliego que exceda 0i30 

Por las de fe de vida, domicilio 6 residencia y estado. 0,30 
Por las negativas de existencia de cualquier asiento 

ó documento en el Registro 0,50 

Por cualquiera otra clase de certificación 0^50 

El importe de las certificaciones que se expidan para 
los patrocinados lo satisfarán los patronos sin dere- 
cho á que aquellos les reintegren. 

Art. 98. Las inscripciones y anotaciones de todas 
clases y los demás asientos y actos del Registro, que no 
tengan señalados derechos en el artículo precedente, 
no devengarán ninguno. 

Art. 99. Los encargados del Registro llevarán la 
debida cuenta y razón, en un libro destinado al efecto, 
de los gastos que hagan con destino al Registro, así 
como de los actos y certificaciones que hayan devenga- 
do derechos y de los que no los devenguen por ser de 
oficio , referirse á pobres , ó no estar comprendidos en 
el Arancel. 

CAPÍTULO X. 

DE LA ESTADÍSTICA DEL REGISTRO CIVIL. 

Art. 100. Los encargados del Registro civil y los 
alcaldes y alcaldes de barrio, pondrán al público diaria- 
mente un cuadro expresivo de los actos civiles ocurrí- 
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dos en el territorio correspondiente é inscritos durante 
el dia anterior. 

Antes de los días 6 y ao de cada mes, remitirán los 
encargados del Registro civil, á la oficina del Gobierno 
general, los resúmenes estadísticos de la quincena ante- 
rior, en cumplimiento de lo prevenido en el art. 46 de 
la ley. 

Estos resúmenes expresarán : 

I." El número de nacimientos ocurridos en cada 
Registro durante la quincena á que correspondan , con 
indicación de los nacidos vivos y muertos, causas que 
han producido la muerte en cada caso, y de la legitimi- 
dad ó ilegitimidad , sexo y raza de los mismos nacidos. 

2." El número de matrimonios inscritos, si los con- 
trayentes eran solteros ó viudos, raza á que cada uno 
pertenece, edad, profesión y religión de los mismos, y 
forma de la celebración del matrimonio. 

3.° El número de defunciones ocurridas, enferme- 
dad ó causa que las produjo, edad, sexo, estado, raza y 
habitación de los fallecidos, y enfermedad dominante 
en la quincena. 

4.° El número de extranjeros naturalizados y do- 
miciliados, su edad, sexo, estado y profesión, y número 
de hijos de los mismos si los tuvieren bajo su potestad, 
y nación de que proceden ; número de españoles que 
pierdan su nacionalidad y de los que opten por ella ó 
la recuperen, causas de la pérdida y de la recuperación, 
y circunstancias de los interesados. 

5.° El número de incapacitados, edad, sexo, estado, 
profesión y raza de los mismos, expresando si la inca- 
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pacidad procede de sentencia criminal ó de otras cau- 
sas; número de delitos cometidos y su clase, de penas 
impuestas y su clase, de sentencias condenatorias, abso- 
lutorias y sobreseimientos, recursos de casación inter- 
puestos, indultos, rehabilitaciones, conmutaciones y 
rebajas de penas. 

6.* El número de transmisiones del derecho de pa- 
tronato, y de casos en que se haya este extinguido, 
expresando la causa legal de la extinción ; número de 
cambios de domicilio de los patrocinados y de las de- 
funciones de estos y de los demás individuos que han 
estado en servidumbre. 

7.° El número de las inscripciones practicadas de 
nacimiento de individuos declarados libres por las leyes 
de abolición de la esclavitud, consignando los que están 
sujetos á patronato y los que no lo están (1). 

8.° El número de nacidos de padres pobres de so- 
lemnidad, de matrimonios contraídos entre pobres y de 
fallecidos pobres. 

9.° Producto del Registro durante la quincena, ex- 
presando separadamente las cantidades ingresadas por 
cada concepto del Arancel. 

Estos resúmenes se publicarán en las Gacetas oficia- 
les de la Habana y Puerto-Rico en la forma que pres- 
criba el Ministerio de Ultramar, el cual formará cua- 
dernos anuales de estadística, comprensivos de todos 
los actos civiles registrados en las expresadas islas. 



(i) £1 estado 7.0 solo se formará mientras no se hayan inscrito los na- 
cimientos de todos los individuos á que se refíere. 
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CAPITULO XI. 

DE LA OFICINA CENTRAL Y DE LA INSPECCIÓN 
DE LOS REGISTROS. 

Art. 101. Los Registros civiles dependerán de la 
Subsecretaría del Ministerio de Ultramar, sin perjuicio 
de las atribuciones conferidas á los encargados de los 
Registros de los Gobiernos generales. Al efecto, para 
el despacho de los asuntos del Registro se organizará 
bajo la dependencia del Subsecretario una sección titu- 
lada tSección central del Registro civil.i 

Art. 102. Corresponde al Subsecretario del Minis- 
terio de Ultramar: 

I,* Ejercer la inspección superior del Registro ci- 
vil, sin perjuicio de las facultades del Ministro. 

2." Proponer al Ministro de Ultramar las disposi- 
ciones convenientes para la ejecución y cumplimiento 
de la ley del Registro civil y de este reglamento. 

3," Proponer al mismo Ministro las reformas y al- 
teraciones que sean necesarias en la organización de 
todas las dependencias del ramo, y el nombramiento, 
suspensión, excedencia y separación, conforme á las 
prescripciones, legales, de los empleados con sueldo ma- 
yor de 300 pesos. 

4.° Resolver por sí en los casos particulares las du- 
das que se ofrezcan á los funcionarios encargados del 
Registro civil y de la Inspección, pidiéndoles los datos 
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y noticias que estime convenientes, y dándoles las órde- 
nes é instrucciones que correspondan. 

5.° Adoptar todas las disposiciones y acordar los 
nombramientos y separaciones que no exijan la reso- 
lución del Ministro. 

6." Desempeñar todas las demás funciones, deberes 
y atribuciones que por la referida ley, por este Regla* 
mentó y por la índole de su cargo le competan. 

Art. 103. La inspección ordinaria y permanente de 
los Registros civiles estará á cargo de los inspectores 
de los mismos. 

Estos funcionarios procederán en las visitas de la 
manera siguiente: 

i.° Examinarán todos los libros oficiales y auxilia- 
res, los asientos de los mismos y los legajos, índices, 
expedientes y documentos. 

2.** Si no encontraren defecto ni informalidad en 
dichos expedientes, libros, asientos y documentos, lo 
consignarán así en el acta de visita. 

3.^ Si advirtieren alguna falta en ellos, lo harán 
constar en el acta con toda minuciosidad, consignando 
igualmente haber prevenido al encargado del Registro 
que evite otras iguales en lo sucesivo, y el medio legal 
de remediarlas, si lo hubiere. 

4.® Cuando no pudiere concluirse la visita en un 
día se suspenderá para el siguiente ó siguientes hasta 
su terminación. 

5.^ Extendida el acta de visita, la firmarán el ins- 
pector, el encargado del Registro y el secretario. Si el 
encargado negase alguno de los hechos referidos en 
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«lia, escribirá de su puño á continuación de la misftia 
las razones en que se fundare, firmando al pié. 

6.** Los encargados del Registro podrán exigir y 
-conservar en su archivo una copia del acta de visita 
autorizada por el inspector. 

7.** Al margen del último asiento que haya sido ob- 
jeto de la visita se pondrá en los libros la palabra « Vi- 
sitado* con la rúbrica del que hubiese hecho la visita. 

Art. 104. En i.° de Enero y i.' de Junio de cada 
año remitirán los inspectores al Ministerio de Ultramar 
un resumen de las actas de visita practicadas durante 
«1 semestre anterior, haciendo constar: 

I.* Los Registros visitados en que no se haj-a ad- 
vertido ninguna falta ni omisión. 

2.® Los Registros en que se hayan advertido faltas, 
omisiones ó abusos graves, enumerándolos detallada- 
mente. 

3.° Los Registros en que hayan advertido faltas ú 
-omisiones leves. 

4.° Las medidas que se hayan adoptado para subsa- 
narlas y las demás circunstancias y observaciones relati- 
vas á cada Registro, que se consideren de importancia, 
4> que se determinen en las órdenes de la Subsecretaría. 

Las actas originales de las visitas se archivarán en 
la oficina del Registro del Gobierno general. 

Art. 105. Por el Ministerio de Ultramar se determi- 
narán semestralmente las visitas á los Registros que 
cada inspector ha de practicar , comunicándolo á este 
por conducto del encargado del Registro del Gobierno 
general. 
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Art. io6. Además de las visitas ordinarias que hao 
de practicar los inspectores á los Registros civiles, podrá 
el Ministerio de Ultramar disponer que se giren otras 
extraordinarias, confiriendo las oportunas atribuciones 
á los funcionarios que al efecto designe. 

Art, 107. Toda persona que tuviere noticia de fal- 
tas, informalidades, fraudes ó abusos cometidos en al- 
gún Registro del estado civil, podrá denunciarlos ver— 
balmente ó por escrito á cualquier autoridad judicial 6 
administrativa para que se proceda como corresponda. 

Art. 108. Las dudas que ocurrieren á los encarga- 
dos del Registro civil acerca de la inteligencia y aplica- 
ción de la ley y del presente reglamento, serán consul- 
tadas por los mismos en comunicación clara y precisa 
al encargado del Registro de] Gobierno general, quien 
los resolverá por acuerdo motivado á la mayor breve- 
dad. Si el caso fuere grave, suspenderá la ejecución del 
acuerdo y lo elevará, con los antecedentes respectivos, 
á la Subsecretaría para la resolución definitiva. 

Los encargados del Registro civil de los Gobiernos 
generales remitirán á la Subsecretaría copia de todos 
los acuerdos que dicten en virtud de lo prevenido en 
este artículo. 
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CAPÍTULO XII. 

DEL PERSONAL DEL REGISTRO CIVIL (l). 

Art. 109. Constituirán la sección central del Re- 
gistro civil: 

Un jefe de sección, jefe de administra- 
ción de primera clase, con el sueldo 
anual de 10.000 pesetas. 

Un auxiliar, jefe de negociado de pri- 
mera clase^ con el de 6,000 » 

Uno id. id. de segunda clase, con 

el de 5.000 D 

y los empleados subalternos que sean necesarios. 

Las plazas de jefe de sección y auxiliares se provee- 
rán en los individuos de la Dirección general de los Re- 
gistros y del Notariado que designe el Ministro de Gra» 
cia y Justicia, y estos funcionarios conservarán los de- 
rechos que les correspondan en el cuerpo de que pro- 
ceden, y del cual continuarán formando parte. 

El Ministro de Gracia y Justicia propondrá al efecto 
á oficiales y auxiliares que hayan servido precisamente 
en el Negociado del Registro civil. 



(i) Para mayor claridad se publica este capítulo formando parte del Re- 
glamento, aunque juntamente con la segunda disposición transitoria cons- 
tituía un proyecto de Real decreto. 
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Art. lio. Los encargados de los Registros de los 
Gobiernos generales tendrán la categoría y sueldo de 
presidentes de Sala de Audiencia territorial. 

Los inspectores tendrán la categoría y sueldo de ma- 
gistrados de las mismas Audiencias, y además se les sa- 
tisfarán los gastos de viaje que se les ocasionen con 
motivo de las visitas que practiquen. 

Los encargados de Registros de capital de Audiencia 
disfrutarán la categoría y sueldo de jueces de primera 
instancia de término; los de capital de provincia esta- 
rán equiparados á los jueces de ascenso, y los de capi- 
tal de Juzgado á los jueces de entrada. 

Los secretarios de los Registros civiles tendrán res- 
pectivamente la categoría y sueldo de jefes de Nego- 
ciado de tercera clase y de oñciales de Administración 
de primera, segunda y tercera ciase. 

Además, en las oficinas del Registro habrá los em- 
pleados subalternos necesarios. 

Art. III. En la isla de Cuba habrá dos inspectores 
del Registro civil, y uno en la de Puerto-Rico. 

Art. 112. Para ser encargado ó inspector del Regis- 
tro civil se requiere: 

i.° Ser español, de estado seglar, mayor de edad y 
abogado. 

2.° No estar declarado fallido ni concursado. 

3.** No ser deudor al Estado ó á fondos públicos 
como segundo contribuyente 6 por alcance de cuentas. 

4.® No estar procesado criminalmente. 

5.° No haber sido condenado á penas aflictivas. 

Iguales requisitos, á excepción de la calidad de abo- 



269 

gado, se exigirán para ser secretario del Registro civil. 

Art. 113. La provisión de las plazas de encargados 
del Registro civil de los Gobiernos generales se verifi- 
cará por traslación del que desempeñe igual cargo, si lo 
solicita, y en otro caso, mediante oposición, en la cual 
solo podrán tomar parte los inspectores y encargados 
de los demás Registros. De la misma manera se pro- 
veerán las plazas de inspectores. 

Si no se presentasen opositores, se hará la provisión 
en el individuo que el Gobierno considere más digno 
entre los funcionarios del Registro de la categoría in- 
mediata inferior á la vacante. 

De cada tres vacantes que ocurran de las demás 
plazas de encargados del Registro civil, y dentro de 
cada categoría, la primera se proveerá en el encargado 
más antiguo que la solicite; la segunda en el aspirante 
que conceptúe el Gobierno con más méritos, siempre 
que pertenezca á la misma clase ó ^ la inmediata infe- 
rior, y la tercera por oposición. También se proveerán 
por este medio las vacantes que, anunciadas por cual- 
quiera de los dos primeros turnos, no sean solicitadas 
por ningún encargado del Registro civil. 

Las plazas de secretarios se proveerán con sujeción 
á las reglas anteriores. 

Un reglamento especial determinará lo relativo á las 
oposiciones para la provisión de plazas de funciona- 
rios del Registro civil. 

Art. 114. Para el cumplimiento de lo prevenido en 
éi artículo precedente, en los Gobiernos generales se 
llevará un libro en el que se anotarán las fechas de 
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las vacantes. Si correspondiesen estas á los turnos 
de antigüedad ó mérito, el Gobernador general man- 
dará anunciarlas en la Gaceta respectiva para que en 
el término de veinte días presenten los que las preten- 
dan sus solicitudes, dirigidas al Ministro de Ultramar, 
por conducto del expresado Gobernador, el cual las 
tramitará con su informe. ^ 

El Gobierno, á propuesta del Subsecretario del Mi- 
nisterio de Ultramar, hará los nombramientos de los 
funcionarios del Registro civil, y se publicarán en la 
Gaceta de Madrid y también en la de la Habana ó Ptwio- 
Rico y según los casos. Cuando la provisión se hiciese 
por el turno segundo, se publicarán con el nombra- 
miento los méritos y servicios del interesado. 

Art. 115. Los funcionarios del Registro civil po- 
drán ser apercibidos 6 multados por el Gobernador ge- 
neral ó por el Ministerio de Ultramar. Estas correccio- 
nes se consignarán en los expedientes personales res- 
pectivos. Las multas que imponga el Gobernador 
general no podrán exceder de cincuenta pesos. El Go- 
bierno podrá imponerlas hasta de cien pesos. 

Asimismo, mediando causa bastante para ello, podrán 
dichos funcionarios ser suspendidos durante un térmi- 
no que no exceda de treinta días, en virtud de acuerdo 
del Gobernador general ; y previo informe de este, y 
existiendo motivos graves, podrán ser trasladados con- 
tra su voluntad ó declarados excedentes ; pero en esta 
última situación no permanecerán más de dos años. 

Los declarados excedentes continuarán figurando en 
el escalafón con el número correspondiente á la fecha 
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de su ingreso en el cuerpo, mas no gozarán de sueldo 
ni retribución alguna , ni podrán obtener las vacantes 
que se anuncien mientras dure la excedencia. 

Para acordar la remoción de los funcionarios del 
Registro civil, será necesaria la formación de expe- 
diente en que se oirá al interesado é informará la sec- 
ción de Ultramar del Consejo de Estado. 

Art. 1 1 6. Los funcionarios del Registro civil ten- 
drán el carácter de empleados públicos para todos los 
efectos legales, y los encargados é inspectores usarán 
en actos de oñcio el tratamiento de señoría. 

Podrán ser jubilados por imposibilidad física, acre- 
ditada en expediente con reconocimiento del médico 
forense, ó por haber cumplido la edad que las leyes de- 
terminan. 

A falta de otro mayor, les servirá de sueldo regula- 
dor para la jubilación, el de los cargos á cuya categoría 
se les asimila. 

Art. 117. Los encargados y secretarios del Regis- 
tro civil no podrán delegar las atribuciones que se les 
confieren. 

En los casos de ausencia, enfermedad ú otro impedi- 
mento legítimo, como el que se expresa en el artícu- 
lo 1 1 de la ley, serán sustituidos , los primeros , por el 
registrador de la propiedad, y los segundos, por el se- 
cretario del A3aintamiento de la localidad, ó por quie- 
nes hagan sus veces. 



272 



DISPOSICIONES TRANSITORIAS. 

I .• Los individuos que contraigan matrimonio ca- 
nónico en las islas de Cuba y Puerto-Rico desde i .° de 
Setiembre de 1884, están obligados á presentar la par- 
tida parroquial respectiva para su transcripción en el 
Registro á que corresponda la parroquia eix que aquel 
se haya celebrado. 

Cuando en virtud del art» 2.^ de la ley, se solicite la 
transcripción de las partidas de matrimonio canónico 
en las Alcaldías ó Alcaldías de barrio, los alcaldes le- 
vantarán un acta duplicada, en la que harán constar la 
presentación de dicho documento y las demás circuns- 
tancias que la inscripción correspondiente deba com- 
prender, con arreglo á lo preceptuado en el art. 39 de 
este Reglamento. 

La presentación de las partidas expresadas se hará 
por los contrayentes, ó por mandatarios suyos , enten- 
diéndose conferido el mandato por la sola presentación 
de las mismas. 

2/ La primera provisión de las plazas creadas para 
la organización del Registro civil , se efectuará de la 
manera siguiente: 

El nombramiento de encargados del Registro de los 
Gobiernos generales é inspectores, recaerá en indivi- 
duos que sean ó hayan sido: magistrados, fiscales, te- 
nientes ó abogados fiscales de Audiencia, jueces de pri- 
mera instancia de término, ó registradores de la pro- 
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piedad de primera y segunda clase, siempre que estos 
últimos hayan ingresado en el cuerpo por oposición ; y 
unos y otros se hayan distinguido en el desempeño de 
sus cargos. 

La mitad de las plazas restantes de encargados del 
Registro civil, se proveerá en individuos procedentes 
de las carreras judicial ó fiscal ó del cuerpo de registra- 
dores; pero los nombrados no habrán de obtener más 
de dos ascensos al ingresar en el Registro' civil. La 
otra mitad se proveerá por oposición. 

Las plazas de secretarios del Registro se proveerán 
mediante oposición. 

Todos los nombramientos se publicarán en la Gaceta 
de Madrid y en las de la Habana y Puerto-Rico, inser- 
tando las circunstancias de los interesados. 

3.* Los encargados del Registro civil tomarán pose- 
sión de sus destinos en i.**de Agosto de 1884. Antes del 
día 10 del mismo mes, manifestarán al Gobierno ge- 
neral respectivo, cuáles son los alcaldes y alcaldes de 
barrio que, dentro de la demarcación, con arreglo al ar- 
tículo 2.^ de la ley, han de llevar libros de nacimien- 
tos, matrimonios y defunciones, á fin de que se les fa- 
ciliten inmediatamente, y se les comuniquen al propio 
tiempo las instrucciones oportunas. 
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